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Editorial 

 

 

Wir trauern. Wir alle sind noch schockiert über den 

schrecklichen Absturz des Fluges 4U9525. Unsere 

Gedanken sind mit den Angehörigen der Opfer. Wir 

hoffen, dass sie die Kraft finden, diese schwere Zeit zu 

überstehen. Unser tief empfundenes Beileid. 

 

Nach Abschluss der Trauerfeierlichkeiten hat der Alltag 

uns jedoch wieder. Hier freue ich mich besonders, Sie 

hoffentlich zahlreich im Rahmen unseres anstehenden 

Jahreskongresses in Santiago de Compostela vom 3. bis 

zum 7. Juni 2015 begrüßen zu können. Dieser Kongress 

verdient aus mehreren Gründen Ihr Interesse: zum einen 

haben wir wieder ein interessantes fachliches 

Programm für Sie vorgesehen. Santiago de Compostela 

ist per sé schon einen Besuch wert. Wir haben aber 

auch hier wieder ein interessantes Ausflugsprogramm 

für Sie zusammengestellt. Besonders hervorheben 

möchte ich die einmalige Chance, bereits am 

Mittwochabend an einer Messe in der Catedral de 

Santiago de Compostela unter Einsatz des Botafumeiro 

teilzunehmen. Der Botafumeiro ist eines der 

bekanntesten Wahrzeichen der Catedral de Santiago de 

Compostela. Der Weihrauchbehälter wiegt 53 kg und 

ist 1,5 m hoch. Er hängt in einer Höhe von 20 m von 

der zentralen Kuppel der Kathedrale und erreicht rund 

70 km/h Geschwindigkeit, wenn die hierfür 

erforderlichen 8 Personen den Botafumeiro bedienen. 

Wir danken bereits jetzt den Verantwortlichen der Stadt 

Santiago de Compostela, die uns so außergewöhnlich 

spektakulär zu Beginn des Kongresses begrüßen wird. 

 

Ich hoffe, dass ich mit diesen wenigen Zeilen Ihr 

Interesse an unserem Kongress wecken konnte. Ihr 

Vorstand würde sich sehr freuen, Sie in Santiago de 

Compostela wiedersehen zu können. 

 

Herzlichst Ihr 

Marc André Gimmy 

 

Estamos de luto. Seguimos estando muy afectados por 

el terrible accidente del vuelo 4U9525. Nuestros 

pensamientos están con los familiares de las víctimas. 

Esperamos que encuentren la fuerza para superar este 

momento tan difícil. Nuestro más sincero pésame. 

 

 

No obstante, una vez finalizadas las honras fúnebres, 

nos vuelve a alcanzar el día a día. Especialmente, me 

alegrará saludarles en el próximo Congreso anual en 

Santiago de Compostela del 3 - 7 de junio de 2015, al 

que espero asistan numerosamente. Existen diferentes 

motivos para que este Congreso sea de su interés: por 

un lado, hemos previsto para ustedes un programa 

interesante a nivel profesional. Santiago de Compostela 

es de por sí un destino que vale la pena.  Y hemos 

elegido para ustedes una interesante excursión. Cabe 

destacar especialmente la oportunidad única de asistir a 

una misa en la Catedral de Santiago de Compostela con 

Botafumeiro.  El recipiente de incienso pesa 53 kg y 

mide 1,5 m de alto. Está sujeto a una altura de 20 m 

desde la cúpula central de la Catedral y alcanza una 

velocidad de 70 km/h cuando lo mueven las 8 personas 

previstas para ello. Agradecemos de antemano a los 

responsables de la ciudad de Santiago de Compostela 

este recibimiento espectacularmente y extraordinario 

para el iniciar nuestro Congreso. 

 

 

 

 

 

 

Espero haber despertado su interés en nuestro Congreso 

con estas pocas líneas. La Junta Directiva estaría 

encantada poder volver a verles en Santiago. 

 

 

Cordialemente, 

 

Marc André Gimmy 

 

 

 

 

 
 

Präsident DSJV-AHAJ 

Rechtsanwalt, Fachanwalt für 

Arbeitsrecht, Taylor Wessing, 

Düsseldorf 

m.gimmy@taylorwessing.com 

 

 

  

 

 

mailto:m.gimmy@taylorwessing.com
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Comentarios a la Ley 31/2014 por la que se modifica la Ley de Sociedades de Capital 

Alejandro Ruíz-Ayúcar Seifert* 

 
I. Una primera impresión 
 

El ”Preámbulo” de esta ley pondera la gran 

trascendencia que hoy en día tiene todo lo relativo al 

gobierno corporativo de las sociedades de capital, 

como por ejemplo lo relativo al funcionamiento del 

consejo de administración, la política de 

retribuciones o la profesionalización de los 

administradores y directivos de las mismas. 

 

Esta ley, así lo ha interpretado la doctrina, pretende 

reforzar el papel de las Juntas generales y abrir 

cauces para fomentar la participación accionarial; 

ejemplo de ello es la posibilidad de la junta de 

impartir instrucciones al órgano de administración de 

las sociedades anónimas.      

 

 

 

Y podemos destacar respecto de los Consejos de 

administración que se pretende incrementar la 

transparencia en su actuación, el tratamiento 

equitativo de todos los accionistas, la gestión de los 

riesgos o la independencia, participación y 

profesionalización de los consejeros. Para ello y en 

relación a las sociedades cotizadas se introducen 

importantes modificaciones en las funciones de los 

cargos del consejo y en especial de su presidente y 

del secretario, se definen las distintas categorías de 

consejeros y la creación de comisiones 

especializadas. 

 

 

 

II. Algunas reformas concretas que comentamos 

en este trabajo 

         

1. En materia de Juntas Generales 

 

a) Competencia de la junta. Art. 160 
 

 

Este artículo incluye como nueva competencia de la 

junta en su apartado “f): La adquisición, la 

enajenación o la aportación a otra sociedad de activos 

esenciales. Se presume el carácter esencial del activo 

cuando el importe de la operación supere el 

veinticinco por ciento del valor de los activos que 

figuren en el último balance aprobado”. 

Este precepto, no muy preciso en cuanto a técnica 

jurídica, nos mueve a hacer algunas reflexiones: 

      

     

 

I. Ein erster Eindruck 

 

Die "Präambel" dieses Gesetzes gewichtet die große 

Bedeutung all dessen, was mit der Leitung von 

Kapitalgesellschaften zu tun hat, wie beispielsweise die 

Arbeitsweise des Verwaltungsrats, seine 

Vergütungspolitik oder die Professionalisierung von 

Führungskräften. 

 

 

Dieses Gesetz, so hat es die Rechtslehre verstanden, 

möchte die Rolle von General- bzw. 

Hauptversammlungen stärken und Wege öffnen, um 

den Einfluss von Gesellschaftern bzw. Aktionären zu 

erhöhen. Als Beispiel hierfür sei angeführt die 

Möglichkeit des Gesellschafter bzw. 

Aktionärsversammlung, Weisungen an den Vorstand 

der Gesellschaft zu erteilen. 

 

Und bezüglich der Verwaltungsräte ist 

hervorzuheben, dass man die Transparenz seiner 

Handlung, die Gleichbehandlung aller Teilhaber 

bzw. Aktionäre, das Risikomanagement und die 

Unabhängigkeit, Teilnahme und die 

Professionalisierung der Vorstandsmitglieder 

verstärken möchte. Zu diesem Zweck und in Bezug 

auf börsennotierte Gesellschaften werden wichtige 

Veränderungen in den Funktionen der Ämter von 

Vorstandsmitgliedern und insbesondere des 

Präsidenten und des Sekretärs eingeführt, und es 

werden verschiedene Kategorien von 

Aufsichtsratsmitgliedern und die Gestaltung von 

Fachausschüssen festgelegt. 

 

II. Kommentar zu einigen konkreten Reformen 

 

1. Im Hinblick auf die Haupt- 

/Gesellschafterversammlungen 

 

a) Befugnisse der Haupt-

/Gesellschafterversammlung. Art. 160. 

 

Dieser Artikel enthält als neue Zuständigkeit der 

Versammlung in Absatz "f): Der Erwerb, die 

Veräußerung oder die Einbringung von wesentlichen 

Vermögenswerten in eine andere Gesellschaft. Es wird 

als wesentlicher Vermögenswert vermutet, wenn der 

Wert des Rechtsgeschäftes mehr als fünfundzwanzig 

Prozent der Gesamtaktiva der letztgenehmigten Bilanz 

übersteigt." Diese Bestimmung, die von der juristischen 

Technik her betrachtet nicht sehr präzise ist, führt uns 

dazu, einige Anmerkungen diesbezüglich zu machen: 
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aa) puede dificultar la toma de decisiones de 

importancia para la sociedad cuando nos 

preguntemos si determinados activos entran o no 

dentro del 25% a que se refiere la ley; esta materia es 

muy interpretable como veremos. 

 

bb) El precepto no menciona los actos de 

gravamen de esos mismos activos, si bien es fácil 

argumentar que los actos de gravamen pueden 

implicar una futura enajenación; desde ese punto de 

vista deberían haberse incluido en la relación de 

supuestos; 

 

cc) cabe también preguntarse si la aportación de uno 

de estos activos esenciales a una filial de la misma 

sociedad entra o no en este precepto. 

 

 

dd) pero la pregunta clave en todo caso es: ¿quién 

determina si son o no activos esenciales? La 

presunción que establece el art.160 f) es una mera 

presunción “iuris tantum”;  

  

 

ee) y como apunte final nos preguntamos: si la 

operación afectada por esos activos esenciales se 

financia con un préstamo, por ejemplo, ¿se aplicará 

ese límite del 25% sobre el valor neto o sobre el 

valor bruto de la operación? Y si son varias 

operaciones conectadas entre sí, ¿se tomará ese 25% 

para cada operación o se puede entender que vale 

para el conjunto de todas ellas? 

 

 

Consultadas las primeras notas urgentes publicadas 

acerca de esta novedad legislativa nos permitimos 

apuntar algunas soluciones de cara a la puesta en 

práctica. Para que sea de aplicación el art.160 f), 

entendemos que han de darse los siguientes 

requisitos acumulativos: 

 

- que se trate de una operación entre sociedades, y 

por tanto no aquellas en la que una o ambas partes 

sea un particular; 

 

 

- debe tratarse además de una operación “relevante”, 

y por tanto, a juicio de los responsables de prestar el 

consentimiento contractual, de trascendencia 

patrimonial para su sociedad; 

 

- el representante de cada sociedad interviniente 

deberá manifestar en el contrato o escritura si se 

afecta un activo “esencial” o no; la responsabilidad 

de manifestar que lo es o no recae en el representante 

de cada sociedad, y por ello debe emanar de un 

administrador o miembro del Consejo con facultad 

certificante; un apoderado aunque sea general y 

aa) Es kann das Treffen von wichtigen Entscheidungen 

für die Gesellschaft behindern, wenn wir uns fragen, ob 

bestimmte Vermögenswerte innerhalb dieser 25%, auf 

die  sich das Gesetz bezieht, fallen; diese Materie ist 

sehr interpretierbar, wie wir später sehen werden. 

 

bb) Die Bestimmung erwähnt keine 

Belastungshandlungen auf diese Vermögenswerte, 

obwohl es einfach zu vertreten ist, dass 

Belastungshandlungen zukünftige Veräusserungen 

bedeuten können; von diesem Blickpunkt aus betrachtet 

hätte man sie in die Fälleliste aufnehmen müssen. 

 

cc) Fraglich ist auch, ob die Einbringung eines dieser 

wesentlichen Vermögenswertes in eine 

Tochtergesellschaft der gleichen Firma in diese 

Bestimmung fällt oder nicht. 

 

dd) Die entscheidende Frage lautet aber in jedem Fall: 

wer bestimmt, ob es sich um einen wesentlichen 

Vermögenswert handelt oder nicht? Die durch Art.160 

f) festgelegte Vermutung ist eine reine Vermutung 

"iuris tantum". 

 

ee) Und als Letztes fragen wir uns: wenn beispielsweise 

eine durch diese wesentliche Vermögenswerte 

beeinträchtigte Transaktion durch ein Darlehen 

finanziert wird, die Grenze von 25% am Nettowert oder 

am Bruttowert der Transaktion anzurechnen ist? Und 

sollte es sich um mehrere unter sich verbundene 

Transaktionen handeln, würde diese 25% für jede 

Transaktion genommen, oder ist zu verstehen, dass dies 

für die Gesamtheit sämtlicher  Transaktionen gilt? 

 

Aufgrund der ersten veröffentlichten 

Schnellkommentare dieser gesetzlichen Neuheit können 

wir hinsichtlich ihrer Umsetzung einige Lösungen 

andeuten. Damit Art.160 f) Anwendung findet, sind wir 

der Auffassung, dass folgende Voraussetzungen 

summiert vorhanden sein müssen: 

 

- Es muss sich um eine Transaktion zwischen 

Gesellschaften handeln, also nicht solche, in denen 

einer oder beide Geschäftsseiten natürliche Personen 

sind. 

 

- Es muss sich um eine "relevante" Transaktion 

handeln, und demzufolge, von gewichtiger Bedeutung 

für das Gesellschaftsvermögen, was im Ermessen der 

Verantwortlichen liegt, die die vertragliche 

Zustimmung erteilen. 

 

- Der Vertreter jeder der mitwirkenden Gesellschaften 

muss im Vertrag oder in der Urkunde erklären, ob ein 

wesentlicher Vermögensbestandteil betroffen ist; die 

Verantwortung, dies zu erklären, obliegt dem Vertreter 

jeder Gesellschaft, und daher kann eine solche 

Erklärung nur von einem Geschäftsführer oder einem 
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administrador de facto creemos que debería respaldar 

su aseveración con algún documento expedido por el 

órgano de administración;  

 

 

 

 

- cuando sea el caso, se exigirá una certificación de la 

Junta que el certificante ha de firmar en presencia del 

notario autorizante de la escritura, o contener un 

testimonio de legitimación de firma en otro caso; el 

contenido de la certificación, entendemos, debe ser 

claro y exhaustivo: esto es, mencionando al menos el 

objeto del negocio, el precio o contraprestación, la 

forma de pago, etc; 

 

 

 

- tiene algún plazo de validez a la autorización hecha 

por la Junta? La ley no dice nada al respecto pero 

entendemos será de al menos seis meses, que es el 

plazo que se aplica en otros supuestos (fusiones de 

sociedades por ejemplo); 

 

 

- y para disipar dudas recomendamos que, y de cara a 

la intervención del Notario, pues es quien debe 

autorizar la escritura, éste conozca la estructura de 

las sociedades involucradas y los volúmenes con los 

que éstas operan, cosa fácil en el caso de clientes 

habituales; y esa impresión del Notario prevalecerá 

aunque no coincida con el parecer del Administrador 

cuando éste asevere o insista en que no es necesaria 

la autorización de la Junta; pedir la autorización de la 

Junta es una cuestión de control de legalidad y no un 

mero requisito formal; 

 

 

- y si la sociedad estuviera en situación de concurso? 

Entendemos que si se encuentra en la “fase común” 

la competencia para autorizar el negocio jurídico 

seguirá residiendo en la Junta General hasta que, y 

por hallarse ya en “fase de liquidación”, se tenga en 

cuenta el plan de liquidación aprobado por el juez. 

 

 

b) Intervención de la Junta en asuntos de gestión. 

Art. 161 
 

Amplía a las sociedades anónimas y por tanto 

también a las cotizadas la posibilidad de que las 

Juntas impartan instrucciones o requieran que se 

someta a su autorización determinados asuntos de 

gestión, si bien, entendemos, sin perjuicio de las 

facultades de los administradores. De modo que, y 

frente a terceros, esas instrucciones o autorizaciones 

no surtirán efecto alguno. 

 

Aufsichtsratsmitglied mit Bescheinigungskraft 

abgegeben werden; ein Bevollmächtigter, auch wenn er 

Generalvollmacht hat und de facto als Geschäftsführer 

handelt, müsste u.E. die Zustimmung mit einem 

entsprechenden Dokument des Verwaltungsorganes 

ergänzen. 

 

- Sollte sich der Fall ergeben, wird eine 

Bescheinigung der Versammlung verlangt werden, die 

entweder vom Aussteller in Anwesenheit des 

beurkundenden Notars unterzeichnet wird, oder die mit 

einer entsprechenden notariellen 

Unterschriftsbeglaubigung versehen ist; der Inhalt der 

Bescheinigung muss u.E. klar und umfassend sein, d.h., 

es müssen zumindest das Objekt der Transaktion,  Preis 

bzw. Gegenleistung, Zahlungsform, etc. erwähnt 

werden. 

 

- Besitzt die Genehmigung der Versammlung eine 

Gültigkeitsfrist? Das Gesetz sagt nichts diesbezüglich, 

aber wir vertreten die Auffassung, dass sie mindestens 

sechs Monate gültig ist, denn das ist die anwendbare 

Frist in anderen Fällen (z.B. Verschmelzung von 

Gesellschaften). 

 

- Und um Zweifel zu beseitigen, empfehlen wir mit 

Hinblick auf die Mitwirkung des beurkundenden 

Notars,  dass dieser die Struktur der beteiligten 

Gesellschaften und den Tätigkeitsumfang kennen 

sollte, was bei Stammkunden leicht ist. Und dieser 

Eindruck des Notars muss überwiegen, auch bei 

abweichender Meinung des Geschäftsführers, der 

erklärt oder darauf besteht, dass eine Genehmigung 

seitens der Versammlung nicht notwendig sei; die 

Genehmigung der Haupt- bzw. 

Gesellschafterversammlung zu verlangen betrifft die 

Kontrolle der Rechtmäßigkeit und nicht nur eine reine 

Formvorschrift. 

 

- Was ist, wenn die Gesellschaft Insolvenz angemeldet 

hat? Unserer Interpretation nach obliegt die Aufgabe 

zur Erteilung der Befugnisse zu Rechtsgeschäften 

solange, bis der Haupt- bzw. Generalversammlung ein 

richterlich genehmigter Liquidationsplan vorliegt, der 

dann zu berücksichtigen wäre. 

 

b) Die Mitwirkung der Haupt- bzw. 

Gesellschafterversammlung in Angelegenheiten der 

Geschäftsführung. Art. 161 

 

Die Möglichkeit, dass die jeweiligen Versammlungen 

Weisungen erteilen oder verlangen, dass bestimmte 

gesellschaftsrelevante Handlungen ihrer Genehmigung 

unterlegt werden, wird auf Aktiengesellschaften und 

somit auch solche, die an der Börse notieren, erweitert, 

jedoch u.E. nach unbeschadet der Befugnisse der 

Geschäftsführer. Somit haben diese Weisungen oder 

Genehmigungen keinerlei Wirkung gegenüber Dritten. 
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Entendemos que esta facultad se puede excluir en los 

estatutos sociales.         

 

c) Derecho de información en la sociedad anónima 

 

Se mantiene el régimen para las sociedades limitadas 

y reforma el artículo 197, sólo aplicable a la sociedad 

anónima. La reforma incide en una mera corrección 

de estilo en la redacción del artículo, en los supuestos 

en que los administradores pueden denegar esa 

información, en las consecuencias de la vulneración 

del derecho de información y en la imposición al 

socio de la obligación de indemnización de daños y 

perjuicios por un uso abusivo de dicho derecho. 

 

Es muy importante que, en la línea de restringir los 

supuestos de impugnación de acuerdos sociales, el 

nuevo artículo 197 dispone expresamente que la 

infracción del derecho de información solicitado en 

la propia junta no facultará para la impugnación de 

los acuerdos sociales. Ahora bien esta norma debe 

ponerse en relación con el artículo 204.3 que también 

suprime la posibilidad de impugnación de los 

acuerdos sociales por incorrección o insuficiencia de 

la información solicitada. 

 

 

 

 

2. Sobre el órgano de administración 

 

a) Remuneración de los administradores. Art. 217 

a 219 
          

El nuevo esquema establecido para la remuneración 

de los administradores se basa en los siguientes 

puntos nucleares: 

 

 - como ya venía en la norma anterior, para que el 

cargo de administrador sea retribuido debe constar en 

estatutos; 

 

 

 - la Ley fija de forma ejemplificativa y no limitativa 

diversos sistemas de retribución; 

 

  - la cuantía máxima debe determinarla la 

junta general; 

 

 - el reparto de la asignación fijada entre los 

administradores si son varios, en principio, es 

competencia de éstos; 

 

- debe sujetarse a unos criterios objetivos señalados 

por la Ley; 

 

 - se regula con detalle la remuneración por 

participación en beneficios. Sólo se exige como hasta 

Wir vertreten die Meinung, dass diese Befugnis in der 

Satzung ausgeschlossen werden kann. 

 

c) Das Auskunftsrecht in der Aktiengesellschaft 

 

Die Regelung für Gesellschaften mit beschränkter 

Haftung bleibt unverändert; die Reform des Artikels 

197 ist nur für Aktiengesellschaften anwendbar, und 

beschränkt sich auf eine reine Stilkorrektur in der 

Abfassung des Artikels, und zwar bezüglich der Fälle, 

in denen die Geschäftsführer diese Auskunft 

verweigern können, der Folgen der Verletzung des 

Informationsrechts und der Auferlegung des Aktionärs 

mit einer Verpflichtung zu Schadensersatz bei 

Missbrauch dieses Rechtes. 

 

Besonders wichtig ist im Zuge der Beschränkung von 

Fällen für eine Anfechtung von 

Gesellschaftsbeschlüssen der neue Artikel 197, der 

ausdrücklich vorsieht, dass der Verstoß gegen das 

Recht auf Information, die auf der Versammlung selbst 

beansprucht wurde, nicht zur Anfechtung von 

Gesellschaftsbeschlüssen berechtigt. Allerdings muss 

diese Bestimmung in Zusammenhang mit Artikel 204.3 

gebracht werden, demnach auch die Möglichkeit 

ausgeschlossen wird, Gesellschaftsbeschlüsse 

anzufechten, wenn die angeforderte Information falsch 

oder unzureichend ist. 

 

2. Das Verwaltungsorgan 

 

a) Vergütung der Geschäftsführer. Art. 217 bis 219 

 

 

Die neue Regelung für die Vergütung von 

Geschäftsführern gründet auf folgenden zentralen 

Punkten: 

 

- wie schon in der früheren Bestimmung 

angegeben, muss es in der Satzung ausdrücklich 

aufgenommen sein, wenn das Amt des 

Geschäftsführers vergütet werden soll; 

 

- das Gesetz gibt beispielhaft und ohne 

Einschränkung verschiedene Vergütungssysteme an; 

 

- der Maximalbetrag muss von der Haupt-bzw. 

Teilhaberversammlung festgelegt werden; 

 

- die Verteilung einer festgelegten Vergütung auf 

mehrere Geschäftsführer unterliegt im Prinzip deren 

Verantwortung; 

 

 

- die Vergütung muss objektiven Kriterien, die 

gesetzlich vorgeschrieben sind, unterliegen; 

 

- die Vergütung durch Gewinnbeteiligung muss 
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ahora el máximo. En sociedades limitadas se fija 

como máximo legal el 10%, y para las anónimas se 

siguen imponiendo unos requisitos muy estrictos; 

 

 

 

- se sigue regulando la retribución vinculada a las 

acciones de la sociedad; 

 

- en las sociedades cotizadas es más compleja la 

regulación de las retribuciones pues se exige que la 

Junta establezca una verdadera “política” de 

remuneraciones, en el sentido que ya apunta el 

Preámbulo de la ley. 

 

- también se regulan las obras y servicios al exigir el 

acuerdo de la junta para el establecimiento de 

contratos de servicio o de obra entre la sociedad y sus 

administradores. 

 

 

 

b) Deber de diligencia, discrecionalidad 

empresarial y deber de lealtad, Art 225 a 232 
          

Se define el deber general de diligencia, esencial para 

un administrador. Se introduce un nuevo párrafo 

relativo a que “los administradores deberán tener la 

dedicación adecuada y adoptarán las medidas 

precisas para la buena dirección y el control de la 

sociedad”. 

 

Se incluye un precepto nuevo sobre la 

discrecionalidad empresarial que fija cuál debe ser 

el estándar en las decisiones sujetas a la 

discrecionalidad de los administradores. Se alude a 

la buena fe, no interés personal y la información 

adecuada como reglas a las que debe sujetarse esa 

discrecionalidad. 

 

En cuanto al deber de lealtad de los administradores, 

lo impone de forma imperativa aunque es 

dispensable para algunos actos de poca relevancia y 

previa autorización de la Junta General. Se admite 

también el ejercicio de la acción de responsabilidad 

separado del ejercicio de la acción contra aquellos 

actos realizados con violación del deber de lealtad. 

 

Amplía el conflicto de interés a las sociedades 

anónimas la anterior norma que solamente era 

aplicable a las sociedades limitadas y la aclara en el 

art.229 con una enumeración de actos que debe el 

administrador debe abstenerse de llevar a cabo.  

 

 

 

 

 

detailliert festgelegt werden. Die einzige Anforderung 

ist - wie bislang - die Maximalgrenze. Bei 

Gesellschaften mit beschränkter Haftung gilt ein 

gesetzliches Maximum von 10%, und bei 

Aktiengesellschaften werden weiterhin sehr strenge 

Anforderungen verlangt; 

 

- die Vergütung bleibt bezogen auf die Aktien der 

Gesellschaft; 

 

- bei börsennotierten Gesellschaften unterliegt die 

Vergütung einer komplexen Regulierung, da verlangt 

wird, dass die Versammlung eine echte 

"Vergütungspolitik" festlegt, im Sinne wie bereits in 

der Präambel des Gesetzes angedeutet; 

 

- auch Arbeiten und Dienstleistungen werden geregelt, 

da man die Zustimmung der Versammlung für die 

Gestaltung von Arbeits- oder Dienstleistungsverträgen 

zwischen der Gesellschaft und ihrem Geschäftsführer 

verlangt. 

 

b) Sorgfaltspflicht, kaufmännisches Ermessen und 

Treuepflicht, Art 225 bis 232 

 

Die allgemeine Sorgfaltspflicht des Geschäftsführers 

wird definiert. Ein neuer Absatz wird hinzugefügt, 

demnach "sich die Geschäftsführer für eine gute 

Führung und Kontrolle der Gesellschaft dieser in 

geeignetem Masse widmen müssen und die jeweils 

erforderlichen Massnahmen zu treffen haben.“ 

 

Eine neue Bestimmung bezieht sich auf das 

kaufmännische Ermessen und legt fest, welchen 

Standards die Entscheidung zur Diskretion des 

Geschäftsführers unterliegen. Erwähnt wird der gute 

Glaube, kein persönliches Interesse und eine geeignete 

Auskunft als Regeln an denen sich dieses Ermessen zu 

orientieren hat. 

 

Die Treuepflicht wird dem Geschäftsführer zwingend 

auferlegt, ist aber für einige Handlungen von geringer 

Tragweite und mit vorheriger Genehmigung seitens der  

Hauptversammlung entbehrlich. Gestattet wird auch die 

Rechenschaftsklage getrennt von Klagen wegen 

Treuepflichtsverletzung. 

 

 

Die vorherige Bestimmung erweitert den 

Interessenskonflikt auf Aktiengesellschaften, die vorher 

nur auf Gesellschaften mit beschränkter Haftung 

anwendbar war, und Art. 229 erklärt mit einer 

Aufzählung die Handlungen, die der Geschäftsführer 

unterlassen sollte. 
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c) Responsabilidad de los administradores, Art. 

236 

 

- se aclara que la responsabilidad existe “siempre y 

cuando haya intervenido dolo o culpa”; 

 

- la culpabilidad se presumirá, salvo prueba en 

contrario, cuando el acto sea contrario a la ley o a los 

estatutos sociales; 

 

 

- se especifica quienes son los llamados 

“administradores de hecho” a los efectos de 

exigencia de responsabilidad; 

 

- y se dispone que la persona física representante de 

la entidad jurídica que sea administrador está sujeta a 

los mismos requisitos, tiene los mismos deberes, y 

responde solidariamente con la propia persona 

jurídica administrador a la que representa. Quizás 

esta norma haga ya menos frecuente la designación 

de personas jurídicas administradoras. 

          

 

 

d) Legitimación de la minoría para exigencia de 

responsabilidad, Art. 239 

         

La ley legitima ahora a las minorías para poder exigir 

responsabilidades si los administradores no convocan 

la junta incluso de forma directa y sin acuerdo de la 

Junta cuando de se trate del deber de lealtad. 

 

 

 

c) Prescripción acción de responsabilidad,  Art. 

241 bis 
 

Todas las acciones prescribirán a los cuatro 

años desde el día en que pudieran ejercitarse. 

 

c) Haftung der Geschäftsführer, Art. 236 

 

 

- es wird festgestellt, dass Haftung "immer dann 

besteht, wenn Vorsätzlichkeit oder Fahrlässigkeit 

vorhanden waren"; 

 

- wenn die Handlung im Widerspruch zu Gesetz oder 

Satzung steht, wird die Schuld  unterstellt, es sei denn, 

das Gegenteil kann bewiesen werden; 

 

- es wird spezifiziert, wer die sogenannten 

"Geschäftsführer de-facto" sind, bzgl. der 

Haftungsbelangung; 

 

-und es wird vorgeschrieben, dass die natürliche 

Person, die eine juristische Person vertritt die ihrerseits 

die Geschäftsführung inne hat, dieselben 

Anforderungen erfüllen und den gleichen Pflichten 

unterliegt und gesamtschuldnerisch haftet wie die 

juristische Person, die die Geschäftsführung ausübt und 

in deren Namen sie handelt. Vielleicht bewirkt diese 

Regel, dass die Ernennung von juristischen Personen zu 

Geschäftsführern seltener wird. 

 

d) Legitimierung der Minderheit zur Verlangung 

von Rechenschaft, Art. 239 

 

Das Gesetz berechtigt nun Minderheiten, Rechenschaft 

zu verlangen, wenn die Geschäftsführer die 

Versammlungen nicht einberufen haben. Dies kann 

selbst auf direktem Weg und ohne Beschluss der 

Versammlung erfolgen wenn es sich um Treuepflicht 

handelt. 

 

c) Verjährung der Rechenschaftsklage, Art. 241 bis 

 

 

Sämtliche Klagen verjähren nach vier Jahren, gerechnet 

ab dem Tag, an dem sie ausgeübt werden konnten. 

 

 

 

 

  

 
 

 

*Notario 

Notarios Reina y Ruiz-Ayúcar C.B., 

Madrid 

notarioayucar@yahoo.es 
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Darstellung der mit „Ley 31/2014“ eingeführten Änderungen des Gesetzes über die Kapitalgesellschaften 

und Vergleich zu deutschen Regelungen 

Frank Müller* 

 

Am 4.12.2014 wurde das Gesetz 31/2014 vom 

3.12.2014 im "Boletín Oficial del Estado" (BOE) 

veröffentlicht. Wie sich der Gesetzesbegründung 

entnehmen lässt, sind dabei insbesondere die 

Regelungsbereiche der Hauptversammlung und der 

Geschäftsführungsorgane betroffen. 

 

Die Änderungen, welche die Hauptversammlung 

betreffen, haben eine Stärkung ihrer Position und die 

damit verbundene verstärkte Beteiligung der 

Gesellschafter zur Absicht.  

 

Die Geschäftsführung soll mit mehr Transparenz 

sowie mit Mechanismen zur gleichberechtigten 

Behandlung aller Gesellschafter, zum 

Risikomanagement und zur Unabhängigkeit, 

Beteiligung und Professionalisierung der 

Verwaltungsräte ausgestattet werden. 

 

Die überwiegende Zahl der Änderungen trat am 

24.12.2014 in Kraft. Lediglich die folgenden 

Bestimmungen traten wenig später, am 01.01.2015, 

in Kraft und müssen im Rahmen der ersten 

Hauptversammlung des Jahres 2015 beschlossen 

werden:  

 

Artikel 217 bis 219 (Vergütung der Geschäftsführer) 

und die entsprechenden für börsennotierte 

Gesellschaften, Artikel 529ter (Nicht übertragbare 

Befugnisse), Artikel 529nonies (Evaluierung der 

Ausübung), 529terdecies (Ausschüsse Aufsichtsrat), 

Artikel 529quaterdecies (Ausschüsse 

Wirtschaftsprüfung), Artikel 529quindecies 

(Ausschüsse Ernennung und Vergütung), Artikel 

529septdecies (Vergütung der 

Verwaltungsratsposition) und Artikel 529octodecies 

(Vergütung der Verwaltungsratsmitglieder für 

betriebliche Aufgaben). 

 

Es folgt ein Überblick über die wichtigsten 

Bestimmungen des Gesetzes 31/2014. 

 

1. Zuständigkeit der Hauptversammlung: Artikel 

160 y 161 LSC 
 

Der Zuständigkeitskatalog der Hauptversammlung 

wird um Erwerb oder Veräußerung von wesentlichen 

Aktiva bzw. deren Einbringung in eine andere 

Gesellschaft ergänzt. 

 

 

 

 

 

Das Merkmal der Wesentlichkeit eines 

Vermögenswertes wird vermutet, wenn dessen 

Betrag 25 % des Wertes der in der letzten 

genehmigten Bilanz enthaltenen Vermögenswerte 

übersteigt. 

 

Die bisher in Spanien nur im Bereich der GmbH 

bestehende Möglichkeit der Hauptversammlung, der 

Geschäftsführung Anweisungen zu erteilen oder 

deren Entscheidungen von ihrer Zustimmung 

abhängig zu machen, besteht nun auch für die 

Hauptversammlung einer Aktiengesellschaft. 

 

In der deutschen GmbH besteht für die Gesellschafter 

ebenfalls die Möglichkeit der Geschäftsführung 

durch Beschluss Weisungen zu erteilen (vgl. §37 I 

GmbHG) oder die Entscheidungen der 

Geschäftsführung von ihrer Zustimmung abhängig zu 

machen. Letzteres muss allerdings im 

Gesellschaftsvertrag festgelegt sein. 

 

Die Hauptversammlung einer Aktiengesellschaft hat 

keine Weisungsbefugnis. Sie kann in 

Angelegenheiten der Geschäftsführung nur 

entscheiden, wenn der Vorstand dies verlangt (§119 

II AKtG). 

 

2. Interessenskonflikte: Artikel 190 LSC 

 

Der Gesellschafter einer Kapitalgesellschaft kann das 

Stimmrecht aus seinen Aktien oder Anteilen nicht 

ausüben, wenn es sich um Beschlüsse folgenden 

Gegenstands handelt: 

 

a) Dem Gesellschafter wird die Erlaubnis erteilt, 

Aktien oder Anteile, die Beschränkungen 

unterworfen sind, zu übertragen; 

 

b) Der Gesellschafter wird aus der Gesellschaft 

ausgeschlossen; 

 

c) Der Gesellschafter wird von einer Schuld befreit 

oder ihm wird ein Recht gewährt; 

 

d) Dem Gesellschafter wird finanzielle Unterstützung 

gewährt; 

 

f) Der Gesellschafter wird von Pflichten befreit, die 

aus seiner Treuepflicht folgen. 
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Die in den Punkten 1. bis 2. aufgeführten Verbote 

gelten für Aktiengesellschaften nur, wenn dies die 

Satzung ausdrücklich vorsieht. 

 

In den übrigen Fällen von Interessenskonflikten wird 

dem Gesellschafter das Stimmrecht nicht entzogen, 

sofern die Stimme des im Interessenskonflikt 

stehenden Gesellschafters für die Beschlussfassung 

entscheidend war. Im Falle der Anfechtung einer 

Entscheidung unter Berufung auf das Vorliegen eines 

Interessenskonflikts, besteht die Verpflichtung für die 

Gesellschaft und gegebenenfalls den betroffenen 

Gesellschafter, nachzuweisen, dass der Beschluss im 

Interesse der Gesellschaft steht. 

 

Handelt es sich hingegen um Vereinbarungen, 

welche die Ernennung, das Ausscheiden, die 

Abberufung oder die Haftung betreffen oder um 

solche mit vergleichbarer Bedeutung 

(Vereinbarungen, bei denen sich der Konflikt 

ausschließlich auf die Position, die der Gesellschafter 

in der Gesellschaft bekleidet, bezieht), so müssen 

diejenigen, die die Vereinbarung anfechten, die 

Beeinträchtigung des Gesellschaftsinteresses 

nachweisen. 

 

Bestimmte Interessenkonflikte führen auch im 

deutschen Kapitalgesellschaftsrecht zum Ausschluss 

des Stimmrechts. Für die Aktiengesellschaft sind 

diese in §136 AktG (Entlastung des Aktionärs, 

Befreiung von einer Verbindlichkeit, Anspruch der 

Gesellschaft gegen den Aktionär) und für die GmbH 

in §47 IV GmbHG (Entlastung des Gesellschafters, 

Befreiung von einer Verbindlichkeit, Vornahme eines 

Rechtsgeschäfts, Einleitung oder Erledigung eines 

Rechtsstreits gegenüber Gesellschafter) geregelt. Die 

gesetzlich genannten Fälle überschneiden sich somit 

mit den spanischen Verbotstatbeständen, zum 

Beispiel mit Punkt 3., decken sich aber im Einzelnen 

nicht vollständig. In den deutschen Regelungen ist 

außerdem ausdrücklich erwähnt, dass der Betroffene 

im Fall des Interessenkonfliktes das Stimmrecht auch 

nicht für einen Dritten ausüben kann. 

 

3. Recht auf Information in Aktiengesellschaften: 

Art. 197 LSC 

 

Die Aktionäre erhalten das Recht, bis zum siebten 

Tag vor der Hauptversammlung von der 

Geschäftsführung Informationen und Klarstellungen 

über von der Tagesordnung vorgesehene 

Angelegenheiten zu verlangen oder schriftlich ihre 

Fragen zu formulieren. 

 

Erhalten die Aktionäre die angeforderten 

Informationen nicht vor Beginn der 

Hauptversammlung, so sind sie nicht zur Anfechtung 

berechtigt, sondern nur zur Erfüllung der 

Aufforderung und ggf. Ersatz der durch 

Nichterfüllung entstandenen Schäden und Nachteile, 

während hingegen im Laufe der Hauptversammlung 

nicht gewährte Informationen oder Aufklärungen 

eine Anfechtung ermöglichen. 

 

Damit einhergehend sind die Anforderungen, die 

erfüllt sein müssen, damit die 

Verwaltungsratsmitglieder die Herausgabe einer 

Information verweigern können, erhöht worden. Dies 

ist der Fall, wenn die geforderte Auskunft als „nicht 

notwendig für den Schutz des 

Gesellschafterinteresses“ qualifiziert wird, wenn 

„fundierte Gründe für die Annahme bestehen, dass 

die Information für außergesellschaftliche Zwecke 

genutzt wird“ oder wenn „die Veröffentlichung der 

Information der Gesellschaft oder mit dieser 

verbundenen Gesellschaften schadet“. 

 

Bei missbräuchlichem Umgang mit den erhaltenen 

Informationen haftet der betreffende Gesellschafter 

für die verursachten Schäden und Nachteile. 

 

Im deutschen Recht besteht ein solches 

Informationsrecht des Aktionärs während der 

Hauptversammlung. Der Aktionär kann vom 

Vorstand Auskunft über Angelegenheiten der 

Gesellschaft verlangen, wenn dies zur sachgemäßen 

Beurteilung des Gegenstands der Tagesordnung 

erforderlich ist. Dies ist ausführlich in §131 AktG 

geregelt. Wird dem Auskunftsbegehren nicht 

stattgegeben, so ist der Aktionär im Gegensatz zur 

spanischen Regelung auch nicht ohne Weiteres 

anfechtungsberechtigt, sondern nur bei Vorliegen der 

engen Voraussetzungen des §243 IV AktG. Die 

Fälle, in denen die Auskunft verweigert werden darf, 

sind auch im deutschen Recht enumerativ aufgezählt. 

Eine Übereinstimmung mit dem spanischen Recht 

findet sich allerdings nur für den Fall, dass die 

Erteilung der Information der Gesellschaft Schaden 

oder Nachteile zufügen könnte. Die übrigen 

Tatbestände des deutschen Rechts, besonders die 

drohenden Strafbarkeit des Vorstandes bei Erteilung 

der Informationen sowie das Begehren einzelner 

steuerlicher und bilanzieller Informationen, sind im 

spanischen Recht nicht genannt. 

 

Der neue Artikel 197bis fordert gesonderte 

Abstimmung bei „substantiell voneinander 

unabhängigen“ Angelegenheiten sowie jedenfalls bei: 

 

a) Ernennung, Genehmigung, Wiederwahl oder 

Abberufung eines jeden Geschäftsführungsmitglieds 

 

b) Satzungsänderungen, bei denen die einzelnen 

Artikel oder Gruppen von Artikeln Selbstständigkeit 

aufweisen 
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c) Angelegenheiten, für welche die Satzung der 

Gesellschaft gesonderte Abstimmung vorsieht 

 

4. Mehrheitsbestimmungen: Art. 201 LSC 

 

Für das Zustandekommen von gesellschaftlichen 

Beschlüssen wird das Mehrheitsprinzip der einfachen 

Mehrheit der Stimmen der anwesenden oder 

vertretenen Gesellschafter in der Hauptversammlung 

eingeführt, das auch im deutschen Recht der 

Kapitalgesellschaften grundsätzlich gilt (§47 

GmbHG, §133 AktG). 

 

Für das Zustandekommen von Beschlüssen, die den 

Artikel 194 LSC (Erhöhung oder Reduzierung des 

Kapitals, Satzungsänderung, strukturelle 

Veränderungen, usw.) betreffen, ist die absolute 

Mehrheit erforderlich, wenn mindestens 50 % der 

Gesellschafter anwesend sind oder vertreten werden 

(vor der Reform des LSC genügte die einfache 

Stimmmehrheit). 

 

Stellen die Gesellschafter, die in zweiter Einberufung 

teilnehmen, zwischen 25% und 50 % aller 

stimmberechtigten Gesellschafter dar, ist eine 2/3 

Mehrheit der Anwesenden oder Vertretenen 

erforderlich. 

 

Die Möglichkeit, die Mehrheitserfordernisse durch 

Satzung zu erhöhen, besteht fort. 

 

Für einige Tatbestände (Satzungsänderung, 

Herabsetzung des Grundkapitals einer 

Aktiengesellschaft, Auflösung der 

Aktiengesellschaft, usw.) ist auch im deutschen 

Kapitalgesellschaftsrecht die einfache Mehrheit nicht 

ausreichend. Erforderlich ist allerdings keine absolute 

Mehrheit, sondern meist lediglich eine qualifizierte 

Mehrheit von drei Vierteln der abgegebenen 

Stimmen (§53 II GmbHG) bzw. des bei 

Beschlussfassung vertretenen Grundkapitals (§179 II 

AktG, §222 I AktG). 

 

5. Anfechtung von Gesellschafterbeschlüssen: 

Artikel 204, 205 und 206 LSC 
  

a) Anfechtbare Beschlüsse 

 

Art. 204 LSC hebt die Unterscheidung zwischen 

nichtigen und aufhebbaren Beschlüssen auf und fasst 

diese unter dem Begriff der „anfechtbaren 

Beschlüsse“ zusammen. Dies sind solche Beschlüsse, 

die gegen das Gesetz, gegen die Satzung oder gegen 

die Geschäftsordnung der Hauptversammlung 

verstoßen und solche, die das Interesse der 

Gesellschaft zugunsten eines oder mehrerer 

Gesellschafter oder zugunsten Dritter verletzen. 

 

Durch Hinzufügung eines neuen Absatzes ist eine 

Verletzung des Interesses der Gesellschaft schon bei 

Erfüllung folgender Voraussetzungen gegeben: 

 

- Ein Beschluss, der, selbst wenn er dem 

Gesellschaftsvermögen noch nicht schadet, 

missbräuchlich zustande gekommen ist 

 

- Der Beschluss gilt als missbräuchlich zustande 

gekommen, wenn er von der Mehrheit im eigenen 

Interesse unter ungerechtfertigter Beeinträchtigung 

der anderen Gesellschafter, beschlossen wird, ohne 

dass er auf eine nachvollziehbare gesellschaftliche 

Notwendigkeit reagiert. 

 

Außerdem wird festgelegt, dass die Anfechtung eines 

Gesellschafterbeschlusses jedenfalls dann 

unbegründet ist, wenn dieser ohne Auswirkungen 

geblieben oder wirksam durch einen anderen 

Beschluss ersetzt worden ist, bevor die 

Anfechtungsklage erhoben wurde. Erfolgt der 

Widerruf oder der Ersatz nach Klageerhebung, erlässt 

der Richter einen Einstellungsbeschluss aufgrund 

nachträglichen Wegfalls des Klagegegenstandes. 

 

Abs. 3 des Artikels 204 umfasst mehrere 

Voraussetzungen unter denen eine Anfechtung 

ausgeschlossen ist, sofern die Anfechtungsgründe 

nicht als essentiell, relevant oder entscheidend 

qualifiziert werden können. 

 

Im deutschen Kapitalgesellschaftsrecht wird dagegen 

zwischen nichtigen und anfechtbaren Beschlüssen 

unterschieden. Ausdrückliche Regelungen zur 

Anfechtbarkeit und Nichtigkeit von Beschlüssen 

enthält nur das AktG. Für die GmbH ist dies 

gesetzlich nicht geregelt, sodass nur eine analoge 

Anwendung der entsprechenden Vorschriften des 

AktG in Betracht kommt. Die Tatbestände, aus denen 

die Nichtigkeit oder Anfechtbarkeit eines 

Beschlusses folgt, sind im Einzelnen in §§241, 243 

AktG geregelt. 

 

Mit der spanischen Regelung zur fehlenden 

Begründetheit der Anfechtung bei wirksamer 

Ersetzung des Beschlusses durch einen anderen ist 

die Regelung des §244 AktG vergleichbar. Danach 

ist eine Anfechtung unter bestimmten 

Voraussetzungen ausgeschlossen, wenn der 

anfechtbare Beschluss durch einen neuen Beschluss 

der Hauptversammlung bestätigt wurde. Darüber 

hinaus ist im deutschen Recht bei Nichtigkeit des 

Beschlusses die Möglichkeit der Heilung vorgesehen 

(§242 AktG). 
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b) Verwirkung der Anfechtungsmöglichkeit 

 

Durch den neuen Artikel 205 LSC beträgt die Frist 

für die Anfechtung jedweder gesellschaftlichen 

Beschlüsse ein Jahr. Die frühere Regelung, dass die 

Anfechtungsmöglichkeit gegen gesellschaftliche 

Beschlüsse, die gegen die öffentliche Ordnung 

verstoßen, weder verwirkt noch verjährt, bleibt 

bestehen. 

 

Im Gegensatz hierzu beträgt die Frist zur Anfechtung 

in Deutschland einen Monat.  

 

c) Anfechtungsberechtigung 

 

Berechtigt zur Anfechtung der Beschlüsse sind 

(Artikel 206 LSC): 

 

aa) Jedes Mitglied der Geschäftsführung 

 

bb) Dritte, die ein legitimes Interesse vorweisen 

 

cc) Gesellschafter, die vor Fassung des Beschlusses 

bereits diese Stellung innehatten, vorausgesetzt, dass 

sie - allein oder zusammengeschlossen -  mindestens 

1 % des Gesellschaftskapitals halten. 

 

Zur Anfechtung von Beschlüssen, die gegen die 

öffentliche Ordnung verstoßen, ist jeder 

Gesellschafter, jedes Mitglied der Geschäftsführung 

und jeder Dritter berechtigt. 

 

Der neu eingeführte Abs. 5 bestimmt, dass wegen 

formaler Mängel ein Beschluss durch denjenigen 

nicht angefochten werden kann, der schon vor dem 

Zustandekommen die Gelegenheit zur Anzeige des 

Mangels hatte, diese aber nicht wahrgenommen hat. 

 

6. Vergütung der Mitglieder des 

Verwaltungsorgans: Art. 217 LSC 
 

Die Vergütungsweise der Geschäftsführung ist von 

dem Änderungsgesetz in besonderem Maße 

betroffen. Sie basiert auf den folgenden essentiellen 

Regelungen: 

 

Wie zuvor ist die Vergütung der Geschäftsführer in 

der Satzung zu bestimmen. 

 

Das Gesetz bestimmt beispielhaft, aber nicht auf 

diese Beispiele beschränkend, diverse gesetzliche 

Vergütungssysteme. 

 

Der maximal von der Gesamtheit der 

Geschäftsführung als solcher beziehbare Betrag ist 

von der Hauptversammlung zu bestimmen (der 

Beschluss bleibt bis zu seiner Änderung gültig). 

 

Die Verteilung der Summe auf die einzelnen 

Geschäftsführer steht diesen grundsätzlich selbst zu 

(Im Falle eines Verwaltungsrates sind bei der 

Verteilung der Vergütungssumme auf seine 

Mitglieder deren Funktionen und 

Verantwortlichkeiten zu berücksichtigen). 

 

Die Vergütung richtet sich nach objektiven gesetzlich 

vorgegebenen Kriterien. Sie soll verhältnismäßig und 

in Bezug auf die Bedeutsamkeit der Gesellschaft, auf 

ihre wirtschaftliche Situation und auf die 

Marktstandards von vergleichbaren Unternehmen 

angemessen sein. Außerdem sind die langfristige 

Rentabilität und die Nachhaltigkeit der Gesellschaft 

zu berücksichtigen. Das Vergütungssystem soll auch 

Vorsichtsmaßnahmen zur Vermeidung der Aufnahme 

übermäßiger Risiken und der Entlohnung 

unvorteilhafter Ergebnisse beinhalten. 

 

Bei der deutschen GmbH richtet sich die Vergütung 

der Geschäftsführung grds. nach der Vereinbarung 

im der Vertragsfreiheit unterliegenden 

Anstellungsvertrag. Die Höhe der Vergütung muss 

nicht in der Satzung bestimmt werden. Die 

Gesellschafter können mithin frei über die Höhe des 

Gehalts entscheiden. Allerdings werden 

unangemessene Vergütungen an einen 

Gesellschafter-Geschäftsführer steuerlich als 

verdeckte Gewinnausschüttung angesehen. Demnach 

gilt der Fremdvergleichsgrundsatz. 

 

Im deutschen AktGesG bestimmt § 87 die 

Grundsätze für die Bezüge der Vorstandsmitglieder. 

So hat der Aufsichtsrat bei der Festsetzung der 

Gesamtbezüge des einzelnen Vorstandsmitglieds 

dafür zu sorgen, dass diese in einem angemessenen 

Verhältnis zu den Aufgaben und Leistungen des 

Vorstandsmitglieds sowie zur Lage der Gesellschaft 

stehen und die übliche Vergütung nicht ohne 

besondere Gründe übersteigen. Regelungen bei 

Verschlechterung der Lage der Gesellschaft sind 

ebenso vorgesehen.   

 

7.  Pflichten der Geschäftsführer: Artikel 225 bis 

230 LSC  

 

Die Geschäftsführer sind zur Sorgfalt, zur Loyalität, 

zur Einhaltung des Wettbewerbsverbots, zum Schutz 

des unternehmerischen Ermessens sowie zur 

Vermeidung von Interessenskonflikten verpflichtet. 

Durch die Gesetzesänderung werden diese Pflichten 

teilweise verschärft und näher erläutert. 

 

Sowohl das deutsche AktG wie auch das GmbHG 

verwendet die Rechtsfigur der „ordnungsgemäßen 

Geschäftsführung“ (§43 I GmbHG, § 93 I Satz 1 

AktG), die dem Geschäftsführer einer GmbH bzw. 

den Mitgliedern des Vorstands einer AG aufgrund 
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ihrer Organstellung obliegen und umfasst ebenso die 

Verpflichtung, dafür zu sorgen, dass sich die 

Gesellschaft rechtmäßig verhält und ihren 

gesetzlichen Verpflichtungen nachkommt.  

 

8. Haftung der Mitglieder der Geschäftsführung: 

Artikel 236, 239 bis 241bis LSC 

 

Gemäß Artikel 236 LSC setzt die Haftung eines 

Geschäftsführers gegenüber der Gesellschaft, ihrer 

Gesellschafter und den Gläubigern der Gesellschaft 

schuldhaftes oder fahrlässiges Handeln voraus. Bei 

Verstoß gegen Gesetze oder die Satzung besteht eine  

Schuldvermutung.  

 

Im deutschen Recht wird dagegen an die Verletzung 

der Pflicht zur ordnungsgemäßen Geschäftsführung 

angeknüpft (§ 43 Abs. 1 GmbHG, § 93 Abs. 1 Satz 1 

AktG), aus welcher für GmbH-Geschäftsführer oder 

Mitgliedern des Vorstands einer AG die 

Verpflichtung aufgrund ihrer Organstellung folgt, 

Sorge für ein rechtmäßiges Verhalten der 

Gesellschaft zu tragen, was aber nicht den Zweck des 

Gläubigerschutzes verfolgt, sondern dessen der 

Gesellschaft selbst. Eine Außenhaftung der 

Geschäftsführung tritt nur in Ausnahmefällen im 

Rahmen von unerlaubten Handlungen ein. Gegenüber 

Außenstehenden haftet er so z.B. nach § 823 BGB, 

§ 15a InsO, §§ 266a, 283 f StGB, §§ 34, 69, 71 

AbgO. 

 

Besteht keine ständige Übertragung von Aufgaben 

der Geschäftsführung auf ein oder mehrere 

Mitglieder eines Verwaltungsrates, betreffen alle 

Bestimmungen über die Pflichten und 

Zuständigkeiten der Geschäftsführer auch die 

Personen, denen unabhängig von ihrem Titel, 

Aufgaben der obersten Führungsebene zukommen (z. 

B. im Falle des besonderen Arbeitsverhältnisses der 

sogenannten „alta dirección“, geregelt im "Real 

Decreto 1382/85" vom 01. August 2014). 

 

Wird die Geschäftsführung als juristische Person von 

einer natürlichen Person repräsentiert, ist diese den 

gleichen Pflichten unterworfen wie die als 

Geschäftsführung eingesetzte Person und haftet mit 

dieser gesamtschuldnerisch. 

 

Die bisherige subsidiäre Klageberechtigung der 

Minderheitsgesellschafter (Halter einer Anzahl von 

Geschäftsanteilen, welche zur Beantragung der 

Einberufung einer Hauptversammlung berechtigen) 

wird aufgehoben. Nun kann eine Haftungsklage bei 

Verletzung der Loyalitätspflicht durch ein Mitglied 

der Geschäftsführung ohne vorherige Einberufung 

der Gesellschafterversammlung eingelegt werden.   

 

Die Klage auf Haftung der Mitglieder der 

Geschäftsführung verjährt nach vier Jahren. 

Fristbeginn ist der Zeitpunkt, ab dem sie erhoben 

werden kann (Art. 241bis LSC). 

 

Durch Artikel 236 LSC wurde auch die Figur des 

faktischen Geschäftsführers genauer eingegrenzt und 

definiert. Darunter fällt die Person, die "im 

tatsächlichen Geschäftsverkehr ohne Titel, mit 

nichtigem oder erloschenem Titel oder mit anderem 

Titel die der Geschäftsführung vorbehaltenen 

Aufgaben erfüllt. Der tatsächliche Verwalter haftet 

gegenüber der Gesellschaft wie ein Geschäftsführer. 

 

Die Figur des faktischen Geschäftsführers existiert 

auch im deutschen Recht. Sie ist allerdings nicht 

gesetzlich geregelt. Gleichwohl ist eine steuer-, 

insolvenz- und strafrechtliche Haftung grundsätzlich 

anerkannt. An den Begriff des faktischen 

Geschäftsführers werden aber von der deutschen 

Rechtsprechung strenge Voraussetzungen geknüpft. 

Das Vorliegen faktischer Geschäftsführung ist nicht 

nur an die faktische Erledigungen von Aufgaben oder 

das Auftreten als Geschäftsführer geknüpft, sondern 

darüber hinaus muss der faktische Geschäftsführer 

mit Einverständnis des formellen Geschäftsführers 

weitestgehend alle Angelegenheiten intern wie extern 

vornehmen bzw. bestimmenden Einfluss ausüben. 

Erst bei einer derartigen überragenden, zumindest 

aber überwiegenden Stellung gegenüber dem 

formellen Geschäftsführer liegt eine die Haftung 

begründende faktische Geschäftsführung vor. 

 

9. Der Verwaltungsrat : Artikel 245, 249 und 251 

LSC 

 

- Der Verwaltungsrat hat sich nun mindestens einmal 

pro Quartal zu versammeln. 

 

- Wird ein Mitglied des Verwaltungsrates zum 

leitenden Verwaltungsratsmitglied ernannt oder 

werden ihm im Rahmen einer sonstigen Position 

Führungsaufgaben zugeteilt, muss ein Vertrag 

zwischen ihm und der Gesellschaft geschlossen 

werden. Zuvor hat der Verwaltungsrat diesem 

Vertrag mit einer Mehrheit von 2/3 seiner Mitglieder 

zuzustimmen. 

 

- Die Anzahl der ausschließlich dem Verwaltungsrat 

obliegenden und daher nicht delegierbaren 

Befugnisse ist erhöht worden. Neben der 

Zuständigkeit für die Formulierung der 

Jahresabschlüsse sind nicht delegierbar: 

 

1. Ausführung der Aufsicht über die Effektivität der 

gebildeten Ausschüsse und über die Tätigkeit der 

leitenden Organe und anderer Führungskräfte 

 

http://www.gesetze-im-internet.de/inso/__15a.html
http://www.gesetze-im-internet.de/stgb/__266a.html
http://www.gesetze-im-internet.de/ao_1977/__34.html
http://www.gesetze-im-internet.de/ao_1977/__69.html
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2. Festlegung der generellen Strategien und der 

allgemeinen Gesellschaftspolitik 

 

3. Gewährung oder Befreiung von Loyalitätspflichten 

 

4. Festlegung der Organisation und Funktionsweise 

des Verwaltungsrates 

 

5. Verfassen von gesetzlich geforderten Berichten 

mit Bezug auf eine Tätigkeit hinsichtlich derer der 

Bericht nicht delegierbar ist 

 

6. Ernennung und Abberufung der leitenden 

Verwaltungsratsmitglieder und Formulierung des 

Inhalts ihrer Verträge 

 

7. Ernennung und Abberufung der Führungskräfte, 

die sich in direkter Abhängigkeit vom 

Verwaltungsrat befinden, sowie Abschließen und 

Auflösen ihrer Verträge 

 

8. Treffen der Entscheidungen über die Vergütung 

der Verwaltungsratsmitglieder 

 

9. Einberufung der Hauptversammlung und 

Erstellung der Tagesordnung 

 

10. Verfügung über die eigenen Aktien oder 

Geschäftsanteile 

 

11. Sonstige Befugnisse, die dem Verwaltungsrat von 

der Hauptversammlung übertragen wurden, soweit 

die Hauptversammlung nicht zugleich ihre 

ausdrückliche Zustimmung zur Subdelegation erteilt 

hat 

 

Für börsennotierte Gesellschaften ergeben sich 

weitere nicht übertragbare Befugnisse (Artikel 251 

LSC). 

 

Für die Anfechtung der Beschlüsse des 

Verwaltungsrats ist 1 % der Stimmen der 

Gesellschafter vonnöten (vor der Reform: 5 %). 

 

Im deutschen Recht ist nur für die Aktiengesellschaft 

die Errichtung eines Aufsichtsrates vorgeschrieben. 

Bei der GmbH ist dies grundsätzlich freiwillig. Falls 

ein Aufsichtsrat errichtet wird, gelten subsidiär zum 

Gesellschaftsvertrag einige Regelungen des AktG 

entsprechend (§52 GmbHG). Der Aufsichtsrat muss 

sich im Gegensatz zum spanischen Recht nur 

zweimal pro Kalenderjahr versammeln (§110 III 1 

AktG). Bei nichtbörsennotierten Gesellschaften kann 

der Aufsichtsrat beschließen, dass nur eine Sitzung 

pro Kalenderjahr abgehalten werden muss (§110 III 2 

AktG). 

 

Die Wahl eines Vorsitzenden des Aufsichtsrates 

muss im Handelsregister eingetragen werden (§107 I 

2 AktG). 

 

Die Aufgaben des Aufsichtsrates, die nicht an 

Ausschüsse delegierbar sind, sind in §107 III 3 AktG 

aufgeführt und überschneiden sich in vielen Punkten 

mit den spanischen Regelungen (z.B. 

Angelegenheiten bzgl. der Bezüge des Vorstandes 

nach §87 I, II 1, 2 AktG, vgl. Punkt 8.; Einberufung 

einer Hauptversammlung nach §111 III AktG, vgl. 

Punkt 9.; usw.). 

 

11. Der Lagebericht: Artikel 261 LSC 

 

Gesellschaften denen es aufgrund ihrer 

Geschäftsvolumina oder sonstigen gesetzlichen 

Gründen nicht erlaubt ist eine verkürzte Gewinn- und 

Verlustrechnung zu erstellen, haben in ihrem 

Lagebericht den durchschnittlichen Zeitraum für die 

Zahlung an ihre Zulieferer anzugeben. Überschreitet 

nun der besagte Zeitraum die gesetzliche Schwelle 

zum Zahlungsverzug („Ley de Morosidad“, Gesetz 

Nr. 15/2010), ist zusätzlich anzugeben, welche 

Maßnahmen zur Vermeidung von Zahlungsverzug im 

kommenden Geschäftsjahr umgesetzt werden sollen.  

 

Auch in Deutschland ist nun, 4 Jahre später, am 

29.07.2014, mithin über ein Jahr nach Ablauf des 

Datums nach dem gemäß der auf der alten Richtlinie 

2000/35/EG aufbauenden EU-Richtlinie 2011/7/EU 

in nationales Recht umgesetzt werden sollte, das 

Gesetz zur Bekämpfung von Zahlungsverzug im 

Geschäftsverkehr in Kraft getreten und in den 

§§271a, 288 BGB umgesetzt worden. Weitere 

Regelungen im HGB sind nicht erfolgt.  

 

12. Börsennotierte Aktiengesellschaften: Artikel 

497, 511, 518, 519, 520, 521bis, 524, 529, 539, 540 

und 541 LSC 

 

Für börsennotierte Aktiengesellschaften sind weitere 

Gesetzesänderungen im Bereich der 

Hauptversammlung, des Verwaltungsrats und seinen 

Ausschüssen sowie im Informationsrecht der 

Gesellschafter zu beachten. 

 

Anweisung der Generaldirektion für Register und 

Notariate über die Beglaubigung der 

Geschäftsbücher 

 

Aufgrund des Gesetzes 14/2013 vom 27. September 

2013, über die Unterstützung und 

Internationalisierung von Unternehmern (Apoyo a los 

emprendedores y su internalización), sowie der 

kürzlich, am 12. Februar 2015, erfolgten Anweisung 

der Generaldirektion für Register und Notariate 

(Dirección General de los Registros y Notariados), 
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über die Legalisierung von Geschäftsbüchern, tritt für 

nach dem 29. September 2013 begonnene 

Geschäftsjahre eine jährliche Legalisierungspflicht 

der gesetzlich zu führenden Bücher (Buchführung, 

Hauptversammlungsprotokolle, Gesellschafter, 

Nominalaktien, sowie, bei Einmanngesellschaften, 

Verträge mit dem Alleingesellschafter) durch das 

Handelsregister ein.  

 

Diese ist auf elektronischem Wege innerhalb einer 

Frist von vier Monaten ab Ende des Geschäftsjahres 

zu erledigen.  

 

Demnach handelt es sich bei der elektronischen 

Vorlage der besagten Bücher nicht länger um eine 

Möglichkeit, sondern nunmehr um eine 

Verpflichtung.  

 

Insofern ist zu beachten: 

 

- Blanko gebundene, bereits vom 

Handelsregister legalisierte Bücher können 

ausschließlich noch für Buchführung, 

Protokollführung, Bücher über Gesellschafter 

Beteiligungen und Namensaktien sowie für Verträge 

mit dem Alleingesellschafter aus vor dem 29. 

September 2013 eröffneten Geschäftsjahren 

verwendet werden.  

- Mit Ablauf dieses letzten Geschäftsjahres 

(das heißt für Gesellschaften, deren Geschäftsjahr 

dem natürlichen Jahr entspricht, mit Ablauf des 31. 

Dezembers 2013) ist die Verwendung von solchen, 

mit unbeschriebene Blättern gebundenen Büchern 

einzustellen. 

 

- Sodann sind in jedem neuen Geschäftsjahr 

die genannten Bücher zu legalisieren. 

 

 

*Rechtsanwalt & Abogado, 

Fachanwalt für Steuerrecht,  

Fachanwalt für Handels- und 

Gesellschaftsrecht, Barcelona 

ra@abogadomueller.net 

 

 

 

 

 

 

*Rechtsanwalt & Abogado, 

Fachanwalt für Steuerrecht,  

Fachanwalt für Handels- und 

Gesellchaftsrecht, Barcelona 

ra@abogadomueller.net 

 

 

 

Die Europäische Erbrechtsverordnung und die Besonderheiten des Spanischen Erbrechts 

 

Georgina Zuferri Arqué, LL.M.*  

 

 

I. Einleitung 

 

Heutzutage ziehen mehr und mehr Leute aus 

beruflichen oder familiären Gründen in andere 

Staaten um, und ihr Leben wird damit mehr und mehr 

international. Unsere Probleme betreffen oftmals 

mehr als einen Staat und alltägliche Handlungen -wie 

z.B. eine Steuererklärung abzugeben - oder 

Ereignisse, die in allen Familien vorkommen -wie 

z.B. ein Vererben von Vermögen - sind nicht mehr so 

einfach wie früher. Allgemeine Zivilsachen stehen 

heute zunehmend im grenzüberschreitenden Kontext 

und Erbsachen sind ein bedeutender Teil dieser 

Konstellationen.  

 

Der Europäische Gesetzgeber versucht Hindernisse 

für Personen, die Schwierigkeiten in der 

Durchsetzung ihrer Rechte im Zusammenhang mit 

einem Erbfall mit grenzüberschreitendem Bezug, zu 

vermeiden.
1

 Dafür haben das europäische Parlament 

                                              
1

 Erwägungsgrund 7 EU-ErbVO 

und der Rat der Europäischen Union eine 

Verordnung über Erbrecht
2

 erlassen.  

 

Die EU-ErbVO wird ab August dieses Jahres 

Anwendung finden und in ihrer Anwendung werden 

neue Probleme implizit im Bereich Erbsachen 

entstehen. In diesem Panorama kann die Anwendung 

des spanischen Erbschaftsgesetzes auch 

problematisch sein, weil Spanien mehr als ein 

Rechtssystem hat und die Bestätigung des 

anwendbaren Rechts in grenzüberschreitenden 

Erbfällen durch die EU-ErbVO könnte neue 

Diskussionen aufdecken. 

 

                                              
2

Europäischen Union die „Verordnung Nr. 650/2012 des 

europäischen Parlaments und des Rates von 4. Juli 2012 über die 

Zuständigkeit, das anzuwendende Recht, die Anerkennung und 

Vollstreckung von Entscheidungen und die Annahme und 

Vollstreckung öffentlicher Urkunden in Erbsachen sowie zur 

Einführung eines Europäischen Nachlasszeugnisses im 

Folgenden: EU-ErbVO 

mailto:ra@abogadomueller.net
mailto:ra@abogadomueller.net
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Gegenstand dieser Arbeit ist die Darstellung der EU-

ErbVO sowie eine kurze Vorstellung der neuen 

Möglichkeiten im spanisch-deutschen Rechtsverkehr 

im Bereich der Erbsachen und die Besonderheiten 

des spanischen Erbrechts. Darüber hinaus wird es 

erklärt wie diese Besonderheiten in der Anwendung 

der EU-ErbVO bearbeitet werden können. 

 

II. Die europäische Erbrechtsverordnung 

 

Am 27. Juli 2012 wurde im Amtsblatt der 

Europäischen Union die „Verordnung Nr. 650/2012 

des europäischen Parlaments und des Rates von 4. 

Juli 2012 über die Zuständigkeit, das anzuwendende 

Recht, die Anerkennung und Vollstreckung von 

Entscheidungen und die Annahme und Vollstreckung 

öffentlicher Urkunden in Erbsachen sowie zur 

Einführung eines Europäischen Nachlasszeugnisses“ 

bekannt als EU-Erbrechtsverordnung, veröffentlicht. 

 

1. Anwendungsbereich der EU-ErbVO 

 

a) Sachlicher Anwendungsbereich 

 

Der sachliche Anwendungsbereich der EU-ErbVO 

sind gemäß Art. 1 die Rechtnachfolgen von Todes 

wegen. Die EU-ErbVO gilt jedoch nicht für Steuer- 

und Zollsachen sowie für verwaltungsrechtliche 

Angelegenheiten. 

 

Gemäß Erwägungsgrund EU-ErbVO ist die 

Verordnung anwendbar auf alle zivilrechtlichen 

Aspekte der Rechtsnachfolge von Todes wegen, sei 

es im Wege der gewillkürten Erbfolge durch eine 

Verfügung von Todes wegen oder im Wege der 

gesetzlichen Erbfolge. 

 

Also müssen wir hier mit allen Erbsachen rechnen 

wie z.B. dem Pflichtteil, oder  den Erbverträgen, oder 

den Rechten der Gläubiger. Wie Erwägungsgrund 9 

EU-ErbVO bestimmt: „jede Form des Übergangs von 

Vermögenswerten, Rechten und Pflichten von Todes 

wegen“.  

 

Das bedeutet, dass  Zivilsachen, die als mit 

Erbsachen zusammenhängend betrachtet werden 

können, vom Anwendungsbereich der Verordnung 

ausgeschlossen werden müssen, z.B. Familiensachen, 

Fragen des ehelichen Güterrechts oder 

Erbschaftssteuerfragen. Art. 1.2  EU-ErbVO zeigt 

eine Liste von Fragen und Gegenständen, die von 

dem Anwendungsbereich der Verordnung 

ausgenommen sind. 

 

 

 

 

 

a) Räumlicher Anwendungsbereich 

 

Nach Erwägungsgründen 82 und 83 ist die 

Verordnung anwendbar in allen Mitgliedstaaten 

außer dem Vereinigten Königreich, Irland und 

Dänemark.  

 

b) Zeitlicher Anwendungsbereich  
 

Die Verordnung gilt ab 17. August 2015, mit 

Ausnahme einiger Artikel, die schon jetzt anwendbar 

sind, jedoch treffen deren Zwecke nur 

Zuständigkeitsfragen und Verfahrensaspekte.
3

Für die 

Bürger jedoch wirklich relevant ist, dass ab dem 17. 

August 2015 die Verordnung auf die 

Rechtsnachfolge von Personen Anwendung findet
4

 

und gemäß Art. 83.2 EU-ErbVO, der Erblasser vor 

dem 17. August 2015 unter bestimmten 

Bedingungen, die Möglichkeit hat, das anwendbare 

Recht für seine Rechtsnachfolge zu wählen. Daher 

können Erblasser schon heute eine Rechtswahl 

treffen, und tatsächlich tun sie dies schon. 

 

2. Inhalt der EU-Erb-VO 

 

Die Artikel der Verordnung regeln die folgenden 

Fragen: 

 

a) Zuständigkeit im Kapitel II 

  

Dort legt die Verordnung die Gerichte fest, die für 

Entscheidungen für den gesamten Nachlass zuständig 

sind.  

 

Grundsätzlich sind gemäß Art.4, die Gerichte des 

Mitgliedstaats zuständig, in dessen Hoheitsgebiet der 

Erblasser im Zeitpunkt seines Todes seinen 

gewöhnlichen Aufenthalt hat. Trotzdem erlaubt die 

EU-ErbVO in Art. 5 eine schriftliche 

Gerichtsstandvereinbarung zwischen den betroffenen 

Parteien, aber nur unter bestimmten 

Voraussetzungen.
5

 Zusammenfassend wären in 

diesem Fall, die Gerichte des Mitgliedstaates 

zuständig, dessen Staatsangehörigkeit der Erblasser 

im Zeitpunkt der Rechtswahl oder im Zeitpunkt 

seines Todes, hat. 

 

 

                                              
3

 z.B. Art. 79 EU-ErbVO: Liste von Behörden mit 

Zuständigkeiten in Erbsachen. 
4

 Art. 83.1 Eu-ErbVO 
5

 Art.5 EU-ErbVO: „ Ist das vom Erblasser nach Artikel 22 zur 

Anwendung auf die Rechtsnachfolge von Todes wegen gewählte 

Recht das Recht eines Mitgliedstaats, so können die betroffenen 

Parteien vereinbaren, dass Gerichte dieses Mitgliedstaats 

zuständig sein sollen.“  
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b) Anzuwendendes Recht im Kapitel III  

 

Die Verordnung legt das Recht fest, das für die 

gesamte Rechtsnachfolge von Todes wegen 

anwendbar ist. Ich möchte besonderen Wert auf 

dieses Kapitel legen, daher vertiefe ich diesen Punkt 

später. 

 

c) Anerkennung und Vollstreckung von 

Entscheidungen im Kapitel IV 

 

Hier regelt die Verordnung, dass die Entscheidungen 

von einem Mitgliedstaat in einem anderen 

Mitgliedstaat ohne ein besonderes Verfahren 

anerkannt werden müssen.
6

 Der Ausschluss einer 

Nachprüfung in der Sache
7

 und die Feststellung der 

Vollstreckbarkeit der Entscheidung durch ein 

Verfahren  gemäß Art. 45 ff. EU-ErbVO sind weiter 

geregelte Aspekte in diesem Kapitel. 

 

d) Die Annahme und Vollstreckung öffentlicher 

Urkunden in Erbsachen im Kapitel V 

 

Nach der Verordnung sollen öffentliche Urkunden in 

anderen Mitgliedstaaten die gleiche formelle 

Beweiskraft wie in ihrem Ursprungsmitgliedstaat
8

 

haben und ihre Vollstreckbarkeit kann durch das 

Verfahren gemäß Art. 45 ff. festgestellt werden.
9

 

 

e) Die Einführung eines Europäischen 

Nachlasszeugnisses, das in allen Mitgliedstaaten 

verwendet werden kann, im Kapitel VI  

 

Gemäß der EU-ErbVO ist die Verwendung des 

Zeugnisses nicht verpflichtend und muss in allen 

Mitgliedstaaten die gleichen Wirkungen entfalten.
10

 

Die Wirkungen des Nachlasszeugnisses werden in 

Art. 69 EU-ErbVO geregelt wie z.B. seine 

Beweiskraft oder seine Wirksamkeit als Schriftstück 

für die Eintragung des Nachlassvermögens in das 

Register eines Mitgliedstaates.  

 

3. Das anzuwendende Recht,  Kapitel III 

 

Gemäß Art. 20 EU-ErbVO findet das anwendbare 

Recht universelle Anwendung. Das bedeutet, dass 

das bezeichnete Recht durch die VO  auch 

anwendbar ist, wenn es nicht das Recht eines 

Mitgliedstaates ist. 

 

                                              
6

 Art. 39 EU-ErbVO 
7

 Art. 41 EU-ErbVO 
8

 Art. 59 EU-ErbVO 
9

 Art. 60 EU-ErbVO 
10

 Art. 62 EU-ErbVO 

Die allgemeine Kollisionsnorm finden wir in Art. 

21.1. Gemäß Art. 21.1 ist der Anknüpfungspunkt der 

Staat, in dem der Erblasser im Zeitpunkt seines 

Todes seinen gewöhnlichen Aufenthalt hatte.  

 

Wie die Erwägungsgründe 24 und 25 erklären, kann 

die Bestimmung des Ortes, an dem der Erblasser 

seinen gewöhnlichen Aufenthalt hatte, manchmal 

jedoch sehr komplex sein (z.B. bei Umzug des 

Erblassers kurz vor seinem Tod oder  bei Umzug aus 

beruflichen Gründen).  Deswegen regelt Art. 21.2 

eine Ausweichklausel und bietet bei bestimmten 

Ausnahmen in denen der Erblasser eine 

offensichtlich engere Verbindung zu einem anderen 

Staat zeigt, die Möglichkeit an, das Recht von diesem 

Staat auf die gesamte Rechtsnachfolge anzuwenden.  

 

Die Kollisionsnorm nach Art. 21.1 widerspricht dem 

Staatsangehörigkeitsprinzip für das materielles 

Recht, dass im spanischen und deutschen Recht gilt. 

 

Gemäß Art. 9.1 und 9.8 Código Civil
11

 und Art. 25 

(1) EGBGB
12

: Regelt das Staatsangehörigkeitsrecht 

die Erbfolge von Todes wegen. 

 

Trotz dieser Änderung in der allgemeinen 

Kollisionsnorm, schließt die Verordnung das 

Staatsangehörigkeitsrecht nicht aus. Der Erblasser 

kann, durch eine schriftliche Rechtswahl gemäß Art. 

22 EU-ErbVO das Recht des Staates, dem er im 

Zeitpunkt der Rechtswahl oder im Zeitpunkt seines 

Todes angehört, wählen. 

 

Art. 23 EU-ErbVO regelt die Reichweite des 

anzuwendenden Rechts. Aus Gründen der 

Rechtssicherheit und um eine Nachlassspaltung zu 

vermeiden stellt die Verordnung in Art. 23.1 das 

Universalitätsprinzip fest- ein einziges Gesetz für den 

gesamten Nachlass- und in Art. 23.2 stellt  die VO 

eine Liste mit den geregelten Aspekten des 

Nachlasses auf.  

 

Die Verordnung bietet in Art. 36 die Lösung an für 

den Fall, dass das anwendbare Recht auf die 

Rechtnachfolge von Todes wegen, das Recht eines 

Staates mit mehr als einem Rechtssystem ist. In 

diesem Fall sind es die interlokalen 

Kollisionsvorschriften des Staates, die bestimmen, 

welche Rechtsvorschriften anzuwenden sind. Art. 

36.2 EU-ErbVO geht noch weiter und stellt 

subsidiäre Kollisionsnormen auf für den Fall, dass 

der Staat keine internen Kollisionsvorschriften hat. 

 

                                              
11

 Im Folgenden CC 
12

 Einführungsgesetz zum Bürgerlichen Gesetzbuch 
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Ein zentraler Unterschied im Vergleich zum 

spanischen und deutschen Recht ist unter der EU-

ErbVO die Anwendung des Gesetzes des Aufenthalts 

für die Rechtsnachfolge, was dann nicht gilt, wenn 

der Erblasser sein Staatsangehörigkeitsrecht nach 

Art. 22 wählt.  

 

Aus dieser Änderung der bis jetzt anwendbaren 

Kollisionsnormen ergeben sich ganz neue 

Konstellationen im spanisch-deutschen 

Rechtsverkehr: 

 

Fall 1 

 

Ein spanisches Ehepaar mit einem Kind, das in 

Deutschland wohnt und in Spanien ein Haus besitzt. 

 

Gemäß Art. 21 und 22 und 24 EU-Erb-VO könnte 

dieses Ehepaar jetzt, als Ansässige in Deutschland 

entweder nach deutschem Recht oder nach 

spanischem Recht das Testament errichten. Jetzt 

nehmen wir an, dass dieses Ehepaar sich für ein 

Berliner Testament entscheidet. Damit kann das 

Ehepaar sich gegenseitig zu Alleinerben einsetzen 

und bestimmen, dass mit dem Tod des Überlebenden 

der Nachlass an dessen Kind fallen soll. 

 

Die Neuigkeit in diesem Fall liegt in der Möglichkeit 

für ein spanisches Ehepaar,  ein gemeinschaftliches 

Testament zu errichten, weil es im spanischen Recht 

- außer in einigen Autonomen Gemeinschaften wie 

Aragón. País Vasco, Galicia, Navarra - kein 

gemeinschaftliches Testament gibt.  

 

Als Nachlass haben wir in diesem Fall ein Haus in 

Spanien. Das bedeutet, dass in Spanien das 

Testament anerkannt werden soll und der 

Überlebende des Ehepaares als Eigentümer des 

Hauses in dem Grundbuchamt (Registro de la 

Propiedad)  eingetragen werden soll.  

 

Außerdem sind als Voraussetzung für die Eintragung 

in dem Registro de la Propiedad die Erbschaftssteuer 

in Spanien zu bezahlen. 

 

 

I. Die Besonderheiten des spanischen Erbrechts 

 

1. Foralrechte 

 

Wenn ein Staat mehr als ein Rechtssystem hat, 

bestimmen gemäß Art. 36 EU-ErbVO die 

interlokalen Kollisionsvorschriften des Staates, 

welche Rechtsvorschriften anzuwenden sind. Das ist 

der spanische Fall und wenn die EU-ErbVO auf das 

spanische Recht verweist, sind im Prinzip die 

interlokalen Vorschriften des spanischen Gesetzes 

anzuwenden. 

 

Die spanische Verfassung besagt in ihrem Art. 

149.1.8, dass „der Staat ausschließliche Zuständigkeit 

in der Zivilgesetzgebung hat, unbeschadet der  

Erhaltung, Modifizierung und Entwicklung der 

gegebenenfalls vorhandenen Zivil–, Foral– und 

Sonderrechte durch die Autonomen 

Gemeinschaften“. 

 

 In jedem Fall  sind ausschließliche Zuständigkeiten 

des Staates: 

 

„die Regeln zur Anwendung und Wirksamkeit der 

Rechtsnormen, die zivilrechtlichen Verhältnisse 

hinsichtlich der Eheformen, die Ordnung der 

öffentlichen Register und Urkunden, die Grundlagen 

der Vertragspflichten, und die Normen für die 

Lösung von Gesetzeskonflikten und Festlegung der 

Rechtsquellen, unter Wahrung der Normen des 

Foral– und Sonderrechtes“. 

 

Mit diesem Artikel erlaubt die spanische Verfassung 

die Anwendung der Regelungen des Foralrechtes, die 

in Spanien aus historischen Gründen, seit langer Zeit 

bestehen. Foralrechte sind besondere Rechte für 

einige Autonome Gemeinschaften, die fast 

ausschließlich Zivilsachen, i.d.R. Familien- oder 

Erbsachen, regeln.  

 

In Spanien haben die folgenden Autonome 

Gemeinschaften Foralrechte: Islas Baleares, País 

Vasco, Cataluña, Galicia, Aragón, Navarra, 

Extremadura
13

 und Valencia aber nur die Foralrechte 

von Baleares, País Vasco, Catalunya, Galicia, Aragón 

und Navarra regeln Erbsachen. 

 

Diese Rechte sind manchmal sehr unterschiedlich. 

Daher führt ihre Anwendung zu verschiedenen 

Ergebnissen und man muss deswegen besonders 

darauf achten. Ein gutes Beispiel ist der Anteil und 

die Verteilung der Pflichtteile:  

 

 In Catalunya beträgt der Anteil des 

Pflichtteils ein Viertel des Nachlasses und man muss 

dieses Viertel zwischen den Noterben zu gleichen 

Teilen verteilen.  

 

 In Spanien ist der Anteil des Pflichtteils zwei 

Drittel des Nachlasses und man muss ein Drittel
14

 

zwischen den Noterben zu gleichen Teilen verteilen. 

Das andere Drittel
15

 kann man zugunsten eines oder 

mehrerer Abkömmlinge verteilen.  

                                              
13

 Fuero de Baylío. 
14

 Sog. Reserva 
15

 Sog. Mejora 
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 In Aragon ist der Betrag des Pflichtteils die 

Hälfte des Nachlasses aber die Verteilung kann 

gleich oder ungleich zwischen allen oder einigen 

Abkömmlingen erfolgen. 

 

2. Interlokalen Kollisionsnormen und die 

„Vecindad civil“ 

 

 In Spanien finden wir die interlokalen 

Kollisionsnormen für die Bestimmung des 

anwendbaren Foralrechts in dem Codigo Civil   Art. 

13-16 Cc: 

 

Gemäß dieser Normen:  

 

 Der CC ist unmittelbar in Bereichen  des Art. 

149.1.8 CE anzuwenden.
16

  

 

 Bei anderen  Bereichen gilt der CC als 

subsidiäres Recht des Foralrechts.
17

 

 

 Die Unterordnung unter das gemeine 

Zivilrecht oder unter ein Foralrecht bestimmt sich 

nach der bürgerlich rechtliche Gebietszugehörigkeit. 

Das ist die sog. Vecindad civil.
18

  

 

Nach diesen Kollisionsnormen ist der 

Anknüpfungspunkt für die Bestimmung des 

anwendbaren Rechts die Vecindad civil.  

 

Die Vecindad civil ist ein persönliches Recht, das mit 

der spanischen Staatsangehörigkeit in 

Zusammenhang steht. Art. 14 und 15 CC bestimmen 

die Vecindad civil aber der Aufenthalt ist nicht die 

einzige Voraussetzung um die Vecindad civil zu 

bestimmen. 

 

Als Spanier hat man immer Vecindad civil auch 

wenn man im Ausland wohnt. Außerdem ist die 

Vecindad civil erblich.
19

 Also haben die Spanier, die 

in Deutschland geboren sind,  die gleiche Vecindad 

Civil wie ihre Eltern. 

 

Daher wenn ein Spanier, der in Deutschland wohnt, 

eine Rechtswahl für seine Rechtsnachfolge von 

Todes wegen gemäß Art. 22 EU-ErbVO errichten 

möchte, sollte er wissen welche Vecindad civil er 

besitzt. Aus all diesen Gründen wir können nicht die 

Vecindad civil mit dem Aufenthalt vergleichen. 

                                              
16

 Art. 13.1 CC 
17

 Art. 13.2 CC 
18

 Art. 14.1 CC 
19

 Art. 14.2 CC 

 

Da Ausländer keine Vecindad Civil haben, ist die 

Anwendung des Foralrechts in diesem Fall noch 

umstritten. 

 

Bis jetzt ist dieses Problem nur im Bereich einer 

Rückverweisung diskutiert worden aber die 

verschiedenen Lösungen der Lehre münden fast 

immer in die Anwendung des Foralrechts. 

 

Mit der Anwendung der EU-ErbVO wird diese Frage 

an Bedeutung gewinnen, weil das Domizilprinzip 

jetzt die allgemeine Kollisionsnorm leitet. 

Möglicherweise sind die subsidiären 

Anknüpfungspunkte nach Art. 36.2 EU-ErbVO eine 

Lösung für Ausländer die in einer autonomen 

Gemeinschaft mit Foralrecht ihren Aufenthalt haben.
 

20

  
 

Auf jeden Fall wird diese Frage von der spanischen 

Rechtsprechung oder vom spanischen Gesetzgeber zu 

lösen sein. Bis dahin können wir noch nicht über eine 

einzige und umfassende Lösung sprechen. 

 

Nach diesen Erklärungen und gemäß Art. 21 und 36 

EU-ErbVO könnten wir die folgenden Fällen 

vorstellen: 

 

Fall 2 

 

Ein Deutscher mit Aufenthalt in Lloret de Mar, 

Catalunya, Spanien. Er ist verheiratet und seine 

Eltern wohnen in Deutschland. Er hat kein Kind und 

er stirbt ohne ein Testament errichtet zu haben.  

 

Gemäß Art. 21, 36 Eu-ErbVO wäre in diesem Fall 

das katalanische Gesetz anwendbar, also der Codi 

Civil de Catalunya, Llibre quart. 

 

Nach Art. 442-3.2 Cccat würde seine Frau die 

Alleinerbin sein und die Eltern würden ihr 

Pflichtteilsrecht über ein Viertel des Nachlasses 

bewahren. 

 

Fall 3 

 

Ein Deutscher mit Aufenthalt in Marbella, Andalucía, 

Spanien. Er ist verheiratet und seine Eltern wohnen 

in Deutschland. Er hat kein Kind und er stirbt ohne 

ein Testament errichtet zu haben.  

 

                                              
20

 Quinzà Redondo, P / Christandl, G.: Ordenamientos 

plurilegislativos en el Reglamento (EU) de Sucesiones con 

especial referencia al ordenamiento jurídico español, Indret 2013, 

18-19 
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Gemäß Art. 21, 36 Eu-ErbVO wäre in diesem Fall 

das spanische Gesetz anwendbar, also el Codigo 

Civil. 

Nach  Art. 935  und Art. 837Cc würden die Eltern 

des Erblassers die Erben sein  und  seine Frau nur 

den Nießbrauch der Hälfte des Nachlasses erben 

würde, als Recht des verwitweten Ehepartners. 

 

Wie wir schon feststellen können, sind die 

Ergebnisse in diesen Fällen, wegen des Aufenthaltes 

des Erblassers und damit aufgrund der Anwendung 

verschiedener Foralrechte, sehr unterschiedlich.  

 

II. Zusammenfassung 

 

Die EU-ErbVO stellt verschiedene Möglichkeiten für 

die Verfügung unseres Nachlasses dar. Man kann 

daher darüber nachdenken und entscheiden welches 

Recht günstiger für die jeweiligen Absichten und 

Zwecke ist. 

 

Mit der neuen Kollisionsnorm des Art. 21.1 EU-

ErbVO wird das Wohnsitzrecht des Erblassers das 

anwendbares Recht in Erbfällen. Dies stellt eine 

bedeutende Änderung für Spanien und Deutschland 

dar, deren Kollisionsnormen das 

Staatsangehörigkeitsrecht als anwendbares Recht für 

Erbfolge von Todes wegen bestimmen. Daher ist es 

sehr wichtig mit dem Rechtswahl des Art. 22 EU-

ErbVO zu rechnen, umso mehr im Fall so eines 

komplexen Staates wie Spanien, das mehr als ein 

Rechtssystem hat. 

 

Mit der neuen Kollisionsnorm des Art. 21.1 EU-

ErbVO wird das Wohnsitzrecht des Erblassers das 

anwendbares Recht in Erbfällen. Dies stellt eine 

bedeutende Änderung für Spanien und Deutschland 

dar, deren Kollisionsnormen das 

Staatsangehörigkeitsrecht als anwendbares Recht für 

Erbfolge von Todes wegen bestimmen. Daher ist es 

sehr wichtig mit dem Rechtswahl des Art. 22 EU-

ErbVO zu rechnen, umso mehr im Fall so eines 

komplexen Staates wie Spanien, das mehr als ein 

Rechtssystem hat 
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Erstattungsmöglichkeiten zu viel gezahlter Erbschaft- und Schenkungsteuern nach dem Urteil des EuGH 

vom 03.09.2014 (EU-Kommission / Spanien) 

 

Fernando Lozano*, Aurora Sánchez** und Claudia Cascant*** 

 

 

Mit seiner Entscheidung vom 3. September 2014 in 

der Rechtssache C-127/12
1

 stellte der Europäische 

Gerichtshof (im folgenden EuGH) fest, dass das 

Königreich Spanien gegen seine Verpflichtungen aus 

den Art. 21 und 63 des Vertrags über die 

Funktionsweise der Europäischen Union (AEUV) 

sowie Art. 28 und 40 des Abkommens über den 

Europäischen Wirtschaftsraum (EWR) verstoßen hat.  

 

Der Grundsatz der Kapitalverkehrsfreiheit sei 

insofern verletzt worden, dass Spanien in der 

steuerrechtlichen Behandlung von Schenkungen und 

Erbschaften Unterschiede zwischen in Spanien 

ansässigen und gebietsfremden Rechtsnachfolgern 

und Beschenkten, zwischen in Spanien ansässigen 

und gebietsfremden Erblassern sowie zwischen 

Schenkungen und ähnlichen Verfügungen über in 

und außerhalb Spaniens belegenes unbewegliches 

Vermögen eingeführt hat. 

                                              
1

 Datos de publicación en el DOUE. 

 

Daraufhin hat Spanien das Erbschaft- und 

Schenkungssteuergesetz (Ley del Impuesto sobre 

Sucesiones y Donaciones
2

, im folgenden LISD) in 

beispielloser Eile durch Gesetz 26/2014, vom 27. 

November
3

 mit Wirkung ab dem 1. Januar 2015 

geändert, mit dem erklärten Ziel, die vom oben 

genannten EuGH-Urteil festgestellte 

Ungleichbehandlung der Gebietsfremden bei der 

Besteuerung von Erbschaften und Schenkungen zu 

beseitigen.  

 

Im Folgenden werden die Hauptwirkungen des 

vorgenannten EuGH-Urteils dargestellt, insbesondere 

mit Blick auf die Möglichkeiten, die unter Geltung 

des für europarechtswidrig erklärten Gesetzes 

unrechtmäßig zu viel entrichteten Steuern 

zurückerstattet zu bekommen. Wir setzen uns 

                                              
2

 Ley 29/1987, de 18 de diciembre, BOE 19.12.1987. 
3

 BOE vom 28.11.2014. 

mailto:georginazuf@hotmail.com
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außerdem mit der Steuersituation bei nicht in Spanien 

bzw. in der EU/EWR ansässigen Erblassern und 

Beschenkten auseinander, da diese Fälle von der 

Neuregelung der LISD nicht betroffen sind, was die 

Ungleichbehandlung bei beschränkter Erbschaft- 

bzw. Schenkungsteuerpflicht in Spanien teilweise 

perpetuiert. 

 

I. Wirkung der Entscheidung: ex tunc und erga 

omnes  

 

Der spanische Gesetzgeber hat sich für den -sowohl 

rechtlich als auch politisch- einfachsten Weg 

entschieden, die Diskriminierung zwischen 

Ansässigen und Gebietsfremden zu beseitigen. 

Anstatt ein neues, für ganz Spanien einheitliches 

Ersbschaft- und Schenkungsteuergesetz zu 

verabschieden
4

, welches auch die innerspanischen 

Unterschiede in der Besteuerung beseitigt hätte, 

wurde die Möglichkeit –jedoch keine Pflicht- 

eingeführt, bei beschränkter Erb- und 

Schenkungssteuerpflicht das Steuerrecht der 

zuständigen Autonomen Gemeinschaft nach 

Maßgabe neuer Anknüpfungspunkte
5

 anzuwenden. 

 

Die Gesetzgebungshoheit der Autonomen 

Gemeinschaften wurde insofern nicht nur bestätigt, 

sondern sogar erweitert, da das regionale Steuerrecht 

nun auf Steuertatbestände angewendet wird bzw. 

werden kann, welche nach altem Recht aufgrund 

eines entsprechenden Anknüpfungspunktes
6

 stets 

gemäß der staatlichen Regelung zu versteuern waren. 

Für die Steuererhebung selbst bleibt allerdings nach 

der Reform der staatliche Fiskus zuständig, genauso 

wie das Steueraufkommen nach wie vor dem Staat 

zufliesst. 

 

Was die mögliche Anwendung des besprochenen 

EuGH-Urteils auf Altfälle anbelangt ist festzustellen, 

dass weder das Urteil selbst noch die neuen 

Vorschriften der LISD eine ausdrückliche Regelung 

für zurückliegende Fälle vor Urteilsverkündung bzw. 

vor Inkrafttreten der neuen LISD am 1. Januar 2015 

enthalten. Insofern muss auf das EU-Recht und 

insbesondere auf die Rechtsprechung des EuGH 

zurückgegriffen werden. 

                                              
4

 Ein entsprechender Vorschlag befand sich im sogenannten 

„Informe Lagares para la reforma fiscal”, eine im Jahr 2014 im 

Auftrag der spanischen Zentralregierung erstellte Stellungnahme 

mit Vorschlägen für eine umfassende Steuerreform. 
5

 Die neuen Anknüpfungspunkte sind in der neu verfassten 

zweiten Zusatzbestimmung des Gesetzes 29/1987, eingeführt 

durch Gesetz 26/2014, zu finden. Ausführlich hierzu Müller, 

Frank“ EuGH-Urteil wegen diskriminierender Schenkung- und- 

Erbschafsteuer Spanien” in INF III/2014, S. 172 ff.  
6

 Art. 32 des Gesetzes 22/2009, vom 18. Dezember, BOE 

19.12.2009.  

Der Ausgangspunkt ist der Grundsatz der 

Vorrangigkeit des Unionsrechts, der eine 

Anwendungspriorität gegenüber innerstaatlichen 

Regelungen statuiert, was vom EuGH bereits in 

seinem Urteil vom 15. Juli 1964 in der Rechtssache 

6/64 (Costa gegen ENEL) anerkannt wurde und vom 

spanischen Verfassungsgericht (Tribunal 

Constitucional, TC) bestätigt worden ist.
 7

 

 

Zusätzlich zu den vollstreckbaren Wirkungen seiner 

Urteile hat das EuGH wiederholt ihre ex-tunc-

Wirkung erklärt: Kraft des besprochenen EuGH-

Urteils ist die europarechtswidrige Regelung bereits 

ab dem Tag ihres Inkrafttretens nichtig. Auch die 

erste Kammer des TC hat sich ausdrücklich für eine 

absolute Rückwirkung in diesen Fällen 

ausgesprochen.
8

 Laut dem TC bindet das Prinzip der 

Vorrangigkeit des EU-Rechtes und verpflichtet die 

spanischen Gerichte wie die öffentliche Verwaltung 

und es wirkt ex tunc, d.h. ab dem Tag des 

Inkrafttretens der Norm, welche für 

europarechtswidrig erklärt wurde und nicht erst ab 

Urteilsverkündung. Es kann daher behauptet werden, 

dass der Anknüpfungspunkt der alten gesetzlichen 

Regelung, der auf die Gesetzgebung des Staates bei 

beschränkter Steuerpflicht verwiesen hat, absolut 

nichtig und seit Inkrafttreten der LISD nicht mehr 

anwendbar ist, obwohl er formell nicht aufgehoben 

wurde.  

 

Die reformierte LISD enthält allerdings keine 

Bestimmungen zur Rückwirkung für Altfälle. Sie 

wirkt damit weder auf die Steuertatbestände, die vor 

ihrem Inkrafttreten am 1. Januar 2015 verwirklicht 

wurden, noch auf die Steuererklärungen oder -

bescheide, die die alte Regelung angewandt haben 

zurück. 

 

Auf der anderen Seite wirkt das EuGH-Urteil vom 3. 

September 2014 erga omnes, d.h. auf jeden 

Steuerpflichtigen, unabhängig davon, ob sich sein 

Wohnsitz oder der des Erblassers in der EU/EWR 

oder außerhalb (in einem sogenannten Drittstaat) 

befindet, da sich der Urteilstenor nicht auf solche 

Fälle beschränkt. 

 

II. Neue Regelung bei beschränkter Steuerpflicht 

 

Die vom EuGH erzwungene Änderung der LISD 

zielt auf die Gleichbehandlung zwischen den 

Steuerpflichtigen mit Wohnsitz in der EU oder in 

einem EWR-Staat und denjenigen, die in Spanien 

                                              
7

 Ex Art. 93 der spanischen Verfassung, vgl. Erklärung vom TC 

1/2004 über den “ Vertrag über eine Verfassung für Europa”. 
8

 Urteil vom Tribunal Constitucional, Erste Kammer Nr. 

145/2012, vom 2. Juli, BOE 30.07.2012. 
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ansässig sind ab. Um dies zu erreichen, soll auf alle 

Steuerpflichtigen, und nicht nur auf in Spanien 

Ansässige, die Gesetzgebung der Autonomen 

Gemeinschaften Anwendung finden (können). 

 

Das neue Gesetz gilt aber nicht umfassend in jedem 

Fall der Nichtansässigkeit in Spanien: Wenn der 

Beschenkte (oder der Verstorbene) keinen Wohnsitz 

in einem Mitgliedsstaat der EU oder einem EWR-

Staat hat (bzw. hatte), gilt nach wie vor die staatliche 

Gesetzgebung. Dies ist bspw. der Fall bei einem 

Schweizer oder Deutschen -die Nationalität ist 

diesbezüglich irrelevant-, der in der Schweiz oder 

einem anderen Drittstaat, der weder Mitglied der EU 

noch des EWR ist, lebt und von seinen Eltern eine 

spanische Immobilie geschenkt bekommt. Würde er 

hingegen in Deutschland, Norwegen oder Spanien 

leben, würde er, egal welcher Nationalität er 

angehört, auch wenn seine Eltern in der Schweiz, der 

USA oder einem Nicht-Mitgliedsstaat der EU oder 

EWR leben, Anspruch auf die Anwendung der –in 

aller Regel günstigeren- Steuerregelungen der 

Autonomen Gemeinschaften haben. 

 

In diesem Sinne hat der Gesetzgeber alles andere als 

die Beseitigung der Diskriminierung aufgrund des 

Wohnsitzes erreicht. Eine Gleichbehandlung 

zwischen in Spanien und im spanischen Ausland 

Ansässigen Erblassern und Beschenkten ist nicht 

gewährleistet, solange das Steuergesetz am Wohnsitz 

des Erblassers oder Beschenkten in der EU/EWR 

anknüpft. Nach der neuen Erbschaft- und 

Schenkungssteuerregelung gilt für in Drittstaaten 

ansässigen Erblasser und Beschenkter nach wie vor 

die staatliche Regelung fort, was die Diskriminierung 

in solchen Fällen perpetuiert.  

 

Art. 63 Abs. 1 AEUV verbietet allerdings alle 

Beschränkungen des Kapitalverkehrs zwischen den 

Mitgliedstaaten sowie zwischen den Mitgliedstaaten 

und Drittländern, mit der Folge, dass sämtliche 

Steuertatbestände mit Bezug auf Drittländer unter 

den Schutz des EU-Rechtes fallen und keiner 

Diskriminierung unterliegen dürfen. 

 

Der EuGH hat in seinem Urteil vom 17. Oktober 

2013 in der Rechtssache C-181/12 (Fall Welte) 

erklärt, dass der Grundsatz der 

Kapitalverkehrsfreiheit auch auf Erbfälle 

anzuwenden ist, bei denen der Erblasser und der Erbe 

in der Schweiz, also in einem Drittstaat, leben, womit 

eine Diskriminierung in diesen Fällen ausgeschlossen 

wird.  

 

Obwohl die Reform des LISD dies nicht ausdrücklich 

bestimmt, kann aufgrund des Vorrangigkeitsprinzips 

und der Rechtsprechung des EuGH, insbesondere im 

Fall Welte, behauptet werden, dass die neuen 

Anknüpfungspunkte und somit die Gesetzgebung der 

Autonomen Gemeinschaften auch auf 

Steuertatbestände angewendet werden können, bei 

denen der Erblasser oder der Beschenkte in einem 

Drittland ansässig waren bzw. sind. Gleichermaßen 

sind die von der nun durch den EuGH bestätigten 

Diskriminierung Betroffenen befugt, die nach der 

alten LISD-Regelung unrechtmäßig zu viel bezahlten 

Erbschaft- und Schenkungssteuern zurück zu 

verlangen. 

 

III. Rückzahlung unrechtmäßig zu viel gezahlter 

Erbschaft- und Schenkungsteuern 
 

Um dem Urteil des EuGH Wirkung zu verschaffen, 

müssen die Folgen der gegen das Europarecht 

verstoßenden Regelung für alle Steuerpflichtigen, 

unabhängig davon, ob sie einen Wohnsitz in einem 

EU/EWR-Staat oder einem Drittstaat haben, beseitigt 

werden. 

 

Hierzu bestehen verschiedene Möglichkeiten, wobei 

wir uns im Folgenden auf die zwei 

Rückforderungswege konzentrieren, welche unserer 

Auffassung nach höhere Erfolgsaussichten 

versprechen. Bei der Wahl kommt es entscheidend 

darauf an, ob die steuerliche Verjährung bereits 

eingetreten ist (Amtshaftungsklage) oder nicht 

(Antrag auf Rückerstattung unrechtmäßig gezahlter 

Steuerbeträge). 

 

1. Verfahren zur Erstattung unrechtmäßig zu viel 

gezahlter Steuerbeträge 

 

Das verwaltungsrechtliche Verfahren zur 

Rückerstattung unrechtmäßig zu viel gezahlter 

Steuerbeträge (sogenannte „devolución de ingresos 

indebidos“) ist in den Art. 32, 120.3 und 221 der 

spanischen Abgabenordnung („Ley General 

Tributaria“
9

) geregelt. Die Rückerstattung kann von 

Amts wegen oder auf Antrag des Steuerpflichtigen 

auf Berichtigung der im Zuge der Selbstveranlagung 

abgegebenen Steuererklärung eingeleitet werden.  

 

Das Rückerstattungsverfahren ist innerhalb einer 

Frist von vier Jahren zulässig. Die Frist für die 

Einleitung des Verfahrens beginnt mit dem Ablauf 

der regulären Abgabefrist -1 Monat bei der 

Schenkungsteuer bzw. 6 oder 12 (bei 

Fristverlängerung) Monate bei der Erbschaftsteuer- 

bei Steuererklärungen, die fristgerecht abgegeben 

wurden bzw. am Tag deren Einreichung, wenn diese 

außerhalb der Frist erfolgt ist. Wurde die Frist zur 

Liquidation der Steuer durch amtliches Tätigwerden 

unterbrochen, beginnt die Frist zur Einleitung des 

                                              
9

 Gesetz 58/2003, vom 17. Dezember, BOE 18.12.2003. 
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Rückerstattungsverfahrens am Tag der 

Verjährungsunterbrechung. 

 

Zu beachten ist, dass dieses Verfahren nicht 

eingeleitet werden kann, wenn ein vorläufiger oder 

endgültiger Steuerbescheid vorliegt, der rechtskräftig 

geworden ist. 

 

Gemäß Artikel 128.4 der Verordnung 1065/2007 

vom 27. Juli
10

 hat die Verwaltung innerhalb von 

sechs Monaten über den Antrag zu entscheiden. Das 

Verfahren kann mit der Anerkennung des 

Rückerstattungsantrages in vollem oder teilweisen 

Umfang oder mit dessen Ablehnung enden, wobei ein 

Stillschweigen aufgrund gesetzlicher Fiktion als 

Ablehnung gilt. Wird dem Antrag ganz oder teilweise 

stattgegeben, sind steuerliche Verzugszinsen in Höhe 

von derzeit 4,375% von Amts wegen zu zahlen. 

 

Eine Mindermeinung
11

 zieht aus der Nichtigkeit der 

europarechtswidrigen Regelung die Konsequenz, 

dass sämtliche während ihrer Geltung abgegebenen 

Steuererklärungen und ergangenen Steuerbescheide 

nichtig seien, womit die seinerzeit bezahlten 

Steuerquoten vollständig zuzüglich Verzugszinsen 

auf Antrag der Steuerpflichtigen oder von Amts 

wegen zurückerstattet werden müssen. 

 

Wir sind jedoch der Auffassung, dass lediglich ein 

Rückerstattungsanspruch in Höhe des aufgrund der 

Anwendung der Steuerregelungen des Staates 

unrechtmäßig zu viel bezahlten Betrages besteht. Das 

Zentrale Finanzgericht (Tribunal Económico 

Administrativo Central-TEAC) in Madrid vertritt 

ebenfalls diese Meinung: In den Beschlüssen vom 16. 

Oktober und 27. November 2014
12

 wurde ein 

teilweiser Rückerstattungsanspruch zugunsten 

nichtansässiger Erben in Höhe der zu viel bezahlten 

Steuerbeträge unter Anwendung der 

Steuerregelungen der Autonomen Gemeinschaft 

anerkannt. 

 

2. Amtshaftungsklage gegen den Staat aufgrund 

des ISD 

 

Ist die Verjährungsfrist verstrichen, besteht auf der 

anderen Seite die Möglichkeit, eine 

                                              
10

 Real Decreto 1065/2007, vom 27. Juli, por el que se aprueba el 

Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de 

gestión e inspección tributaria y de desarrollo de las normas 

comunes de los procedimientos de aplicación de los tributos, 

BOE 05.09.2007. 
11

 Vertreten unter anderem vom valencianischen Notar und Autor 

einer Urteilsbesprechung dieses Falles für die spanische 

Steuerberatervereinigung AEDAF, Máximo Juárez González. 
12

 Beschluss des Zentralen Finanzgerichts vom 16. Oktober 2014 

(Vocalía 9ª) (RG 00/04666/2013). 

Amtshaftungsklage (sogenannte „acción de 

responsabilidad patrimonial del Estado“) wegen 

Verletzung des Gemeinschaftsrechts gegen den Staat 

zu erheben. Dieser Klageweg ist in den Art. 139-144 

des Gesetzes 30/1992, vom 26. November
13

 sowie im 

Königlichen Dekret 429/1993, vom 26 März
14

 

geregelt. Die Schadensersatzansprüche sind innerhalb 

eines Jahres nach Veröffentlichung des EuGH-Urteils 

im Amtsblatt der EU, das heißt vorliegend bis zum 

10. November 2015, geltend zu machen. 

 

Das Verfahren beginnt mit einem Antrag auf 

Anerkennung des Anspruches durch die Verwaltung, 

der beim spanischen Ministerialrat („Consejo de 

Ministros“) zu stellen ist. Sollte dem Antrag nicht 

stattgegeben werden, muss Klage innerhalb von zwei 

Monaten beim spanischen Obersten Gerichtshof 

(Tribunal Supremo) erhoben werden. 

 

Im Folgenden werden die Anforderungen an die 

Amtshaftungsklage nach der Rechtsprechung des 

EuGH
15

 untersucht: Als Erstes muss es Zweck der 

verletzten Vorschrift sein, dem Einzelnen Rechte zu 

verleihen. Des Weiteren muss ein hinreichend 

qualifizierter Verstoß gegeben sein; und Drittens 

muss ein Kausalzusammenhang zwischen der 

Rechtsverletzung des Staates und dem der 

geschädigten Person entstandenen Schaden bestehen. 

 

Mit Blick auf die gerichtliche Durchsetzung des 

Anspruches vor den spanischen Gerichten möchten 

wir uns folgend auf die zweite Voraussetzung 

konzentrieren, wonach die Verletzung des EU-

Rechtes hinreichend qualifiziert sein muss, da es 

unseres Erachtens nach gar keinen Zweifel daran 

gibt, dass die übrigen zwei Voraussetzungen 

vorliegen. Die Verletzung muss also hinreichend 

qualifiziert sein, damit die Schadensersatzklage 

erfolgreich ist. Das EuGH-Urteil Factortame III hat 

dazu einige Vergleichsmaßstäbe festgestellt. Dazu 

gehören "die Klarheit und Genauigkeit der verletzten 

Vorschrift, der Umfang des Ermessensspielraums, 

den die verletzte Vorschrift den nationalen oder 

Gemeinschaftsbehörden belässt, die Frage, ob der 

Verstoß vorsätzlich oder nicht vorsätzlich begangen 

oder der Schaden vorsätzlich oder nicht vorsätzlich 

zugefügt wurde, die Entschuldbarkeit oder 

Unentschuldbarkeit eines etwaigen Rechtsirrtums 

                                              
13

 BOE 27.11.1992. 
14

 Real Decreto 429/1993, vom. 26 März, por el que se aprueba el 

Reglamento de los procedimientos de las Administraciones 

públicas en materia de responsabilidad patrimonial, BOE 

04.05.1993. 
15

 Urteile vom 12.12.2006, Rechtssache C-446/04 (FII Group 

Litigation) und 07.09.2006, Rechtssache C-526/04 (Laboratoires 

Boiron). 
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und der Umstand, dass die Verhaltensweisen eines 

Gemeinschaftsorgans möglicherweise dazu 

beigetragen haben, dass nationale Maßnahmen oder 

Praktiken in gemeinschaftswidriger Weise 

unterlassen, eingeführt oder  aufrechterhalten 

wurden.
 16

  

 

Unseres Erachtens nach spielt hier die Tatsache eine 

zentrale Rolle, dass die nun für europarechtswidrig 

erklärte Regelung entgegen sich wiederholender 

Entscheidungen
17

 des EuGH in ähnlichen Fällen der 

Einschränkung der Kapitalverkehrsfreiheit durch 

erbschaft- und schenkungsteuerrechtliche 

Regelungen beibehalten und nicht abgeändert wurde. 

Spanien hat zudem die Aufforderungen der 

Europäischen Kommission, es solle die 

Anknüpfungspunkte der LISD ändern, da sie gegen 

Europarecht verstoßen, ignoriert und keine Lehren 

aus dem Urteil des EuGH vom 06.10.2009
18

, welches 

die Verletzung des EU-Rechtes hinsichtlich der 

Besteuerung der Kapitalerträge feststellte, gezogen.  

 

In Anbetracht dieser Umstände dürfte es dem 

Tribunal Supremo schwer fallen zu verneinen, dass 

es sich vorliegend um einen hinreichend 

qualifizierten Verstoß gegen das EU-Recht handelt, 

was in jüngster Vergangenheit zur Ablehnung aller 

Amtshaftungsklagen gegen die Diskriminierung 

Nichtansässiger bei der Besteuerung der 

Kapitalerträge geführt hatte: In seinem Urteil vom 

18. Januar 2012 (Dritte Kammer)
19

 behauptete das 

Tribunal Supremo in einer sehr umstrittenen 

Entscheidung, dass es dabei keine „offenkundige und 

schwerwiegende Missachtung des 

Ermessungsspielraums des Staates gegeben hätte“. 

 

In diesem Sinne ist der gerichtliche Klageweg bei 

verjährten Rückerstattungsansprüche eröffnet.  

 

IV. Schlussfolgerungen  
 

Das EuGH-Urteil vom 03.09.2014 wirkt unseres 

Erachtens nach ex tunc, d.h. es wirkt auf den 

Zeitpunkt des Inkrafttretens der gegen das 

Europarecht verstoßenden Normen der spanischen 

Erbschaft- und Schenkungsteuer zurück und erga 

omnes, gegenüber Jedermann, der davon betroffen 

                                              
16

 Urteil vom 05.03.1996 in den kumulierten Rechtssachen C-

46/93 und C-48/93 (Factortame III). 
17

 Urteile vom 22.04.2010 in der Rechtssache C-510/08 

(Mattner), 17.10.2013 in der Rechtssache C-181/12 (Welte) und 

04.09.2014 in der Rechtssache C-211/13 

(Kommission/Deutschland). 
18

 Rechtssache C-562/07 (Kommission/Spanien). 
19

 Verwaltungsgerichtliche Klage Nr. 588/2010 (LA LEY 

3748/2012). 

ist, unabhängig davon, ob der Erblasser oder der 

Steuerpflichtige einen Wohnsitz in der EU/EWR oder 

in einem Drittstaat hatte bzw. hat. 

 

Mit Blick auf die Präzedenzfälle, insbesondere 

hinsichtlich des Falles Welte (Rs. C-181/12) lässt 

sich behaupten, dass die neuen Anknüpfungspunkte 

der spanischen Erbschaft- und Schenkungsteuer zwar 

einen Fortschritt darstellen, der allerdings (noch) 

unzureichend ist und mit der Rechtsprechung des 

EuGH und den Grundprinzipien des Europarechts 

nicht in Einklang steht, da weiterhin nicht 

gerechtfertigte Unterschiede in der Besteuerung von 

Erbschaften und Schenkungen bei nicht in Spanien 

bzw. in der EU/EWR ansässigen Erblassern oder 

Beschenkten bestehen. 

 

In jedem Fall besteht die Möglichkeit, die aufgrund 

der diskriminierenden Vorschriften unrechtmäßig zu 

viel gezahlter Erbschaft- und Schenkungssteuern 

sowie Verzugszinsen durch Verwaltungs- oder 

gerichtliches Verfahren zurück zu fordern. 

 

In den Fällen, in denen die steuerliche Verjährung (4 

Jahre) noch nicht eingetreten ist, sollte die 

Rückerstattung des seinerzeit im Vergleich zu den 

Steuerregelungen der jeweiligen Autonomen 

Gemeinschaft unrechtmäßig zu viel gezahlten 

Steuerbetrages zuzüglich Verzugszinsen beantragt 

werden. Dieser Ansicht ist das TEAC selbst, die 

ersten positiven Entscheidungen liegen bereits vor, 

die Erfolgsaussichten sind dementsprechend hoch. 

 

Geht es hingegen um verjährte Ansprüche, können 

diese innerhalb eines Jahres seit Veröffentlichung des 

besprochenen EuGH-Urteils, d.h. bis 10. November 

2015, mit einer Staatshaftungsklage geltend gemacht 

werden. Die Anforderungen hierzu sind  unseres 

Erachtens nach erfüllt, eine Entscheidung vom 

Tribunal Supremo dazu liegt allerdings noch nicht 

vor.  
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Aktuelles Steuern Spanien 

 

Frank Müller* 

 

 

 

 

I. Ley de Reforma Fiscal 

 

Am 28. November 2014 wurde das spanische Gesetz 

zur Steuer ("Ley de Reforma Fiscal") im dortigen 

Staatsanzeiger ("Boletín Oficial del Estado") 

veröffentlicht. Es trat mit Wirkung zum 1. Januar 

2015 in Kraft und hat Auswirkungen auf die 

wichtigsten Steuerarten (Einkommensteuer, 

Körperschaftsteuer, Besteuerung nicht ansässiger 

Personen und Umsatzsteuer). 

 

Noch bei Amtsantritt des aktuellen spanischen 

Regierungspräsidenten Mariano Rajoy im Dezember 

2011 hatte dieser seine Absicht erklärt, Steuern zu 

senken. Im Hinblick auf das krisenbedingte 

Haushaltsdefizit waren dann in den Jahren 2012 und 

2013 tatsächlich erhebliche Steuererhöhungen und 

eine Vielzahl anderer steuerlicher Maßnahmen 

erfolgt. 

 

In 2014 teilte dann die Regierung ihren Plan mit, eine 

große Steuerreform anzugehen, die nicht etwa nur 

den Steuerzustand vor 2012 wieder herstellen, 

sondern vielmehr eine völlige Neuerung des 

Steuersystems zur Folge haben sollte, um - passend 

zum Wahljahr 2015 - nicht nur Lohn- und 

Einkommensteuer senken zu können, sondern 

insbesondere auch die Körperschaftsteuer. Letztere 

beträgt bislang bei Großunternehmen 30 Prozent, bei 

kleinen und mittleren 25 Prozent. 

 

Zum Zwecke des Entwurfs dieser Steuerreform 

wurde seitens des spanischen Finanzministeriums ein 

Expertenausschuss eingesetzt, der unter dem Namen 

seines Vorsitzenden als „informe Lagarés“ bekannt 

wurde. Diese Reform hatte vier wesentliche Ziele: 

die Haushaltskonsolidierung, Herbeiführung eines 

besseren Wirtschaftswachstums und einer höheren 

Beschäftigungsrate, zum Zwecke der 

Konjunkturverbesserung und die Einführung einer 

gerechteren Besteuerung und Entlastung der 

Familien. Gleichzeitig wird auch nach den 

Maßnahmen von 2012 und 2013 ein besonders hoher 

Wert auf den Kampf gegen Steuerbetrug gelegt, um  

denjenigen die Steuern zahlen, Gerechtigkeit zu 

zollen. 

 

Der Expertenausschuss schlägt eine erhebliche 

Senkung der Einkommensteuer vor, da diese die 

Wirtschaft antreibe, eine Körperschaftsteuer, die 

helfe, spanische Unternehmen zu rekapitalisieren, 

eine Reform der Umsatzsteuer, die den Konsum 

anregen solle, Veränderungen, die dem 

Umweltschutz dienen und die dazu führen sollen, 

dass insbesondere diejenigen zahlen müssen, die die 

Umwelt verschmutzen, eine Reform, mit der der 

Steuerbetrug bekämpft wird und die Beiträge zur 

Sozialversicherung reduziert werden, um 

Arbeitsplätze zu schaffen. 

 

Lagarés erklärte, die Vorschläge, die das Dokument 

enthalte, basierten ihrerseits auf Empfehlungen der 

Experten der Europäischen Kommission, des 

Internationalen Währungsfonds und der OECD, mit 

deren Delegierten verschiedene Treffen stattgefunden 

haben. Befolge man diese Vorschläge, so der 

Professor, würde dies zu einer zusätzlichen 

Steigerung des BIP um 0,5 % führen. 

 

Es folgt ein Überblick über die wesentlichen 

Änderungen, die sich aus der nun erfolgten 

Steuerreform ergeben. 

 

1. Im Bereich des Einkommensteuerrechts 

("Impuesto sobre la Renta de las Personas 

Físicas"): 

 

a) Tarif 

 

Der staatliche Höchststeuersatz wird von derzeit 52% 

auf 47% in 2015 und auf 45% im Jahr 2016 gesenkt. 

Zu beachten in diesem Zusammenhang ist, dass 

aufgrund entsprechender Regelungen die 

Gebietsautonomien diesen Satz anpassen können. So 

beträgt der derzeitige Satz in Katalonien nach wie vor 

56%, da die autonome Landesregierung von 

Katalonien ("Gobierno de la Generalitat") bislang 

keinen veränderten Höchststeuersatz bekanntgegeben 

hat.  
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Neuer Tarif für zu versteuerndes Einkommen ("Base imponible general"): 

 

Steuerbemessungsgrundlage Steuersatz 2015 Steuersatz 2016 

Bis 12.450,- € 20 % 19 % 

12.450 ,- € - 20.200,-€ 25 % 24 % 

20.200,- € - 34.000,-€ 31 % 30 % 

34.000,-€ - 60.000,- € 39 % 37 % 

60.000,- € und mehr 47 % 45 % 

 

Neuer Tarif für zu versteuernde Kapitalerträge ("Base del ahorro"): 

Steuerbemessungsgrundlage Steuersatz 2015 Steuersatz 2016 

Bis 6.000,- € 20 % 19 % 

6.000,- € - 50.000,- € 22 % 21 % 

50.000,- € 24 % 23 % 

 

b) Steuerschuldner: 

 

Ab dem 01. Januar 2016 werden Gesellschaften des 

bürgerlichen Rechts ("sociedades civiles") nicht mehr 

als Schuldner der Einkommensteuer betrachtet. Sie 

sind nunmehr der Körperschaftsteuer unterworfen. 

 

c) Steuerbefreite Einkünfte: 

 

- Abfindungen aufgrund einer Entlassung aus einem 

Arbeitsverhältnis unterliegen nur dann der 

Besteuerung, wenn sie einen Betrag von 180.000 

Euro übersteigen. Entsteht der Abfindungsbetrag aus 

längeren Zeiträumen (mehr als zwei Jahre), so wird 

die Höhe des zu versteuernden Abfindungsbetrags 

um 30% reduziert. Außerdem besteht die 

Möglichkeit, diesen Verringerungssatz auch auf 

solche Abfindungszahlungen anzuwenden, die über 

einen Zeitraum von mehreren Jahren verteilt 

empfangen werden. Diese Einschränkung der 

Steuerbefreiung findet weder Anwendung auf 

Abfindungen, die infolge Kündigungen vor dem 01. 

August 2014 bezogen werden, noch auf solche, die 

zwar nach besagten Datum erhalten werden, die 

jedoch aus behördlich genehmigten 

Entlassungsmaßnahmen ("Expediente de Regulación 

del Empleo", ERE) oder aus einer den 

Arbeitsbehörden gemeldeten Massenentlassung 

folgen, wenn die Genehmigung bzw. die Meldung 

vor dem 01. August 2014 erfolgte.  

 

- Die Steuerfreiheit der ersten 1.500 Euro von 

Dividenden und Gewinnbeteiligungen wird 

aufgehoben. 

 

d) Einkünfte aus Arbeitsverhältnissen: 

 

- Der Ermäßigungssatz für  Einkünfte, die über einen 

längeren Zeitraum von als zwei Jahren bezogen 

werden, sinkt von 40 % auf 30 %. Zudem tritt an die 

Stelle der erforderlichen Merkmale „unregelmäßig“ 

und „nicht wiederkehrend“ ein objektives Kriterium,  

 

dem zufolge die Ermäßigung nicht zur Anwendung 

kommt, wenn in den vorhergehenden fünf 

Veranlagungszeiträumen Einkünfte erzielt wurden, 

die über einen längeren Zeitraum als zwei Jahre 

generiert wurden und auf welche die höhere 

Ermäßigung angewandt wurde. 

 

- Die grds. steuerliche Ermäßigung auf 

Arbeitseinkünfte bleibt künftig ausschließlich den 

niedrigsten Einkommen vorbehalten. Als 

Entschädigung für diese Maßnahme besteht nun die 

Möglichkeit einen Festbetrag von 2.000,- Euro als 

abzugsfähige Ausgaben von den Arbeitseinkünften 

abzusetzen.  

 

- Einkünfte in Form von Sachbezügen: 

 

Aktien oder Beteiligungen am eigenen Unternehmen 

oder der Gruppe, die  unentgeltlich oder zu einem 

unter dem Marktwert liegenden Preis dem 

Arbeitnehmer übertragen werden, zählen nunmehr 

auch dann zum Arbeitslohn, wenn sie einen Wert von 

weniger als 12.000,- Euro aufweisen.   

Die Besteuerung der Nutzungsüberlassung von als 

energieeffizient zu qualifizierenden Fahrzeugen wird 

um 30 % reduziert. 

 

e) Einkünfte aus Immobiliarvermögen : 

 

Die Ermäßigung um 60 % von Einkünften aus der 

Vermietung von Wohnraum bleibt bestehen. Der 

Ermäßigungssatz von 100 % für  die Vermietung an 

Mieter zwischen 18 und 30 Jahren Alter mit geringen 

Einkünften entfällt. 

 

f) Gewerbliche Einkünfte: 

 

- Als gewerbliche Einkünfte werden solche Einkünfte 

angesehen, welche Geschäftsführer (Verwalter) von 

Berufsgesellschaften erzielen, an denen sie mit 25 % 

ihres Kapitals beteiligt sind.  
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- Das Kriterium des ausschließlich zum 

Geschäftsbetrieb der Vermietung und Verpachtung 

dienenden Lokals als Voraussetzung der Einstufung 

einer wirtschaftlichen Aktivität (Gewerbe) wird 

abgeschafft.  

 

- Die Reduktion um 20 % der positiven 

Nettoeinkünfte von Unternehmen, die Arbeitsplätze 

schaffen oder erhalten, deren Gesamtziffer sämtlicher 

Umsätze geringer als 5 Millionen Euro ist und die 

eine durchschnittliche Beschäftigungszahl von 

weniger als 25 Arbeitnehmern aufweisen, wird 

aufgehoben.  

 

g) Vermögenszuwachs und –Verlust: 

 

Die Übergangsbestimmung 9a, welche die 

Anwendung der sogenannten „coeficientes de 

abatimiento“, also eines Reduktionskoeffizienten  für 

die Berechnung des Vermögenszuwachses durch vor 

dem 31. Dezember 1994  erworbene Vermögensgüter 

regelte, wird teilweise aufgehoben. Die „coeficientes 

de abatimiento“ werden nur noch herangezogen, 

wenn der Anschaffungswert 400.000 Euro nicht 

übersteigt. Steuerpflichtig werden somit 

Vermögenszuwächse, welche insgesamt diesen 

Betrag übersteigen. 

 

- Der „coeficiente de correción monetaria“, mithin 

der Inflationskoeffizient für die Berechnung des 

Vermögenszuwachses durch Übereignung von 

Immobilien wird nicht mehr angewandt.  

 

- Zusätzlich zur Steuerbefreiung von 

Vermögenszuwächsen, die sich aus der Veräußerung 

des Hauptwohnsitzes des Steuerpflichtigen ergeben, 

besteht die Möglichkeit der steuerlichen 

Nichtberücksichtigung von Vermögenszuwächsen, 

die sich aus der Übertragung eines jeglichen 

Vermögensgutes ergeben, in Fällen, in denen der 

Steuerpflichtige älter als 65 Jahre ist und innerhalb 

einer Frist von 6 Monaten zu eine persönliche 

Leibrente bestimmt wird.  

 

- Ab 2015 wird die Gesamtheit der 

Vermögenszuwächse und der Vermögensverluste, 

ungeachtet ihrer Kurz- oder Langfristigkeit, Teil der 

Steuerbemessungsgrundlage, die sich aus den 

Einkünften aus Kapitalerträgen ergibt („base del 

ahorro“). 

 

h) Steuerfreibetrag für die Miete des 

gewöhnlichen Wohnsitzes:  

 

Die Abzugsfähigkeit der Miete des ersten Wohnsitzes 

des Steuerpflichtigen wird aufgehoben. Jedoch treten 

Übergangsbestimmungen in Kraft, denen zu Folge 

die Abzugsfähigkeit  weiterhin für Steuerpflichtige 

gilt, die vor dem 01. Januar 2015 einen Mietvertrag 

abgeschlossen haben und aufgrund dessen Beträge 

zahlen, die der Begleichung dieser Mietzahlung 

dienen.  

 

i) Altersvorsorge- und Sozialversicherungs-

beiträge: 

 

- Der maximal abziehbare Betrag von jährlichen 

Beitragszahlungen zur Altersvorsorge wird auf 8.000 

Euro gesenkt. 

 

- Die Steuerfreiheit der jährlichen Beitragszahlungen 

eines Ehepartners, dessen Einkommen unter 8.000 

Euro beträgt, steigt von jährlichen 2.000 auf 2.500 

Euro. 

 

-  Über den Betrag von Ansprüchen aus 

Beitragszahlungen, die mehr als 10 Jahre zurück 

liegen, kann vorzeitig verfügt werden (dies 

unbeschadet der Steuerpflichtigkeit entsprechender 

Erträge, über die bislang nicht vor dem Eintritt in die 

Rente verfügt werden konnte).  

 

- Die Anwendung der Übergangsbestimmungen, 

welche die Auszahlung von Beitragszahlungen 

begünstigte, indem die im Jahr des 

Versicherungsfalls oder in den zwei darauf folgenden 

Jahren bezogenen steuerbaren Leistungen um 40 % 

reduziert wurden, wird eingeschränkt. Dennoch gilt 

für bereits eingetretene Fälle das Folgende:  

 

Bei zwischen 2011 und 2014 eingetretenen 

Versicherungsfällen besteht die Möglichkeit der 

Auszahlung unter Anwendung der Ermäßigung um 

40 % acht weitere Jahre nach Eintritt des 

Versicherungsfalls fort. 

 

Für Versicherungsfälle, die im Jahr 2010 oder früher 

eingetreten sind, ist die um 40 % steuerermäßigte 

Auszahlung der Versicherungssumme noch bis zum 

31. Dezember 2018 möglich. 

 

j) Auszahlung von Aufgeld (prima de emisión): 

 

Die Auszahlung von Aufgeld, aus der Differenz 

zwischen Ausgabe- und Nominalwert einer 

Beteiligung, welches aus durch die Gesellschaft 

während des Zeitraumes der gehaltenen 

Beteiligungen gebildete Rücklagen entstanden ist, 

wird wie Einkünfte aus beweglichem 

Kapitalvermögen besteuert.  

 

k) Kapitalherabsetzung durch Anteilsrückgabe: 

 

Die Besteuerung der vom Gesellschafter erhaltenen 

Beträge folgt den Regeln, die auf Einkommen aus 

beweglichem Kapitalvermögen anzuwenden sind.  
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Die Grenze der Steuerbarkeit ist mit dem Betrag der 

Neubewertung der Anfangsinvestition im Moment 

der Kapitalherabsetzung erreicht. 

 

2. Im Bereich des Körperschaftsteuerrechts 

(„Impuesto sobre Sociedades“) 

 

a) Körperschaften, die sich mit der Vermietung von 

Immobilien beschäftigen, müssen nicht mehr wie 

bisher zwingend über ein Geschäftslokal verfügen, 

um als „kleines und mittelständiges Unternehmen“ 

(KMU, span. „PYME“) anerkannt zu werden. 

Voraussetzung ist nunmehr lediglich die 

Beschäftigung eines Arbeitnehmers in Vollzeit. 

Jedoch werden die besonderen Bestimmungen für die 

„PYME“ nicht auf Unternehmen angewendet, deren 

Zweck das reine Halten von Vermögenswerten ist, da 

diese nicht als wirtschaftliche Tätigkeit verstanden 

wird.  

 

b) Die spanischen BGB-Gesellschaften („sociedades 

civiles“), die bisher in den Anwendungsbereich des 

Einkommensteuerrechts fielen, sind ab dem 01. 

Januar 2016 Steuersubjekte des 

Körperschaftsteuerrechts.  

 

c) Die „tablas de amortización“  (Absetzung-für-

Abnutzung-Tabelle, AfA)  für materielles 

Anlagevermögen werden vereinfacht (sie sind bereits 

auf den steuerlichen Nettowert der Güter vom 01. 

Januar 2015 anzuwenden). 

 

Für die immateriellen Vermögenswerte mit 

bestimmter Lebensdauer, für welche ein 

Abschreibungszeitraum von 10 Jahren vorgesehen 

war, richtet sich der Abschreibungszeitraum nunmehr 

individuell nach ihrer Lebensdauer. Für 

Vermögenswerte mit unbestimmter Lebensdauer, für 

welche ein Abschreibungssatz von 2 % ihres 

Anschaffungspreises (1 % in Fällen von Geschäfts- 

oder Firmenwert) galt, beträgt der 

Abschreibungszeitraum nun 20 Jahre, während die 

2%- bzw. 1 % -Grenze weiter gilt, ohne dass der 

Erwerb entgeltlich, gruppenintern und unter 

Schaffung einer nicht verfügbaren Rücklage  erfolgt 

sein muss.  

 

Mit Hinblick auf die Abschreibungsfreiheit gelten 

diese Werte ab dem 01. Januar 2016 mit Ausnahme 

der Bestimmungen der königlichen Dekrete RD-Ley 

6/2010 und 13/2010 ohne jede Einschränkung. 

 

d) Verluste, die durch Wertminderung von 

Sachanlagen wie auch immateriellen 

Anlagevermögen (inklusive des Geschäfts- oder 

Firmenwertes), Immobilienanlagen, 

Kapitalinstrumenten und Schuldverschreibungen 

entstehen, sind nicht mehr absetzbar. Lediglich für 

Wertminderungen des Warenbestands und von 

Forderungen bleibt die Absetzbarkeit bestehen.  

 

e) Es bleibt bei der Nichtabsetzbarkeit von: 

 

- Bezügen aus Eigenmitteln „fondos propios“, als 

solche werden angesehen: (i) Vergütungen aus 

rückkauffähigen und/oder nicht zum Stimmrecht 

berechtigenden Aktien, und (ii)  Erträge aus 

partiarischen Darlehen innerhalb einer selben 

Gesellschaftergruppe.  

 

- Spenden und Zuwendungen, auch wenn sie nicht als 

solche bezeichnet werden. Daher sind abziehbar: (i) 

Ausgaben für Aufmerksamkeiten an Kunden oder 

Lieferanten, soweit sie angemessen und gerechtfertigt 

sind und eine Summe von 1 % des Nettoumsatzes im 

Veranlagungszeitraum nicht übersteigen, und (ii) die 

Vergütung von Geschäftsführern aufgrund ihrer 

Funktionen in der obersten Führungsebene oder 

aufgrund anderer Funktionen, die aus einem 

Arbeitsvertrag mit der Gesellschaft hervorgehen.  

 

f) Der maximal absetzbare Betrag  von 

Finanzierungskosten entspricht weiterhin 30 % des 

operativen Geschäftsgewinns, wobei die Ausgaben 

absetzbar sind, die 1 Millionen Euro nicht 

übersteigen. Allerdings wird für die Berechnung 

dieses Gewinns und hinsichtlich der zu 

berücksichtigen Dividenden eine Investition von 

mindestens 20 Millionen Euro (anstelle der bisher 

erforderlichen 6 Millionen) gefordert, wenn die 

Beteiligung weniger als 5 % des 

Gesellschaftskapitals darstellt.  

 

Die Frist von 18 Jahren für die Absetzung von 

Ausgaben, die in einem Steuerjahr nicht abgesetzt 

werden konnten, wird aufgehoben. 

 

Eingeführt wird eine zusätzliche Grenze für 

fremdfinanzierte Firmenkäufe („compras 

apalancadas) bezüglich der mit dem Anteilserwerb 

verbundenen finanziellen Aufwendungen. Diese gilt, 

wenn die erworbene Körperschaft im Laufe der 

nächsten vier Jahre Teil der Gruppe der erwerbenden 

Körperschaft oder Objekt einer Umstrukturierung 

wird und dabei die Aktivität der Gesellschaft die aus 

dem Erwerb herrührenden finanziellen 

Aufwendungen nicht trägt.  

 

g) Beschränkung des bisherigen Umfangs der 

Qualifizierung verbundener Operationen auf folgende 

Beziehungen:  

 

Gesellschafter – Gesellschaft, steigt von 5 % (1 % bei 

börsennotierten Gesellschaften) auf 25 %, seien diese 

börsennotiert oder nicht (ii) nicht auf spanischen 

Staatsgebiet ansässige Körperschaften mit ihren 
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Betriebsstätten.  

 

Vereinfachung der Dokumentationspflichten für 

Körperschaften, deren Umsatz 45 Millionen Euro 

nicht übersteigt. 

 

h) Aufhebung der auf die Veräußerung von 

Immobilien anzuwendenden Inflations-

steigerungsrate.  

 

i) Zur Vermeidung von Doppelbesteuerung wird die 

Absetzbarkeit von interner Doppelbesteuerung 

aufgehoben und eine einheitliche Behandlung von 

Dividenden und Wertsteigerungen aus Beteiligungen 

an in Spanien steuerlich ansässigen und nicht 

ansässigen Körperschaften eingeführt. Diese basiert 

auf einer Steuerbefreiungsregelung, die nur für 

signifikante Beteiligungen gilt (von mindestens 5 % 

des Gesellschaftskapitals oder einem 

Anschaffungswert von 20 Millionen Euro). Im Falle 

von Beteiligungen an steuerlich nicht ansässigen 

Körperschaften („entidades no residentes“) ist 

erforderlich, dass die Beteiligungskörperschaft 

Steuersubjekt und nicht aufgrund einer analogen 

Steuer im Ausland um einen nominalen Steuersatz 

von mindestens 10 % steuerbefreit ist. 

 

Entsprechend werden Dividenden und 

Wertsteigerungen, die auf der Einbringung ansässiger 

Körperschaften in solche, an denen keine 

bedeutsamen Anteile gehalten werden, vollständig 

steuerpflichtig, soweit sie nicht unter den 

Anwendungsbereich der neuen Steuerbefreiung 

aufgrund von Doppelbesteuerung fallen.  Die bisher 

bestehende Absetzungsmöglichkeit von 50 % wird 

aufgehoben.  

 

j) Ab dem 01. Januar 2016 ist die Möglichkeit zur 

Kompensation der negativen 

Steuerbemessungsgrundlagen ohne zeitliche 

Begrenzung und bis zu 1 Millionen Euro pro 

Veranlagungszeitraum eröffnet (zuvor bestand die 

sofort einsetzende zeitliche Grenze von 18 

unmittelbar und aufeinander folgenden Jahren) Wird 

dieser Betrag überschritten, greift ein quantitativer 

Grenzbetrag von 60 % (70 % ab dem 01. Januar 

2017) der Steuerbemessungsgrundlage, welche vor 

der Bildung von Kapitalreserven und ihrer 

Kompensation maßgeblich war. 

 

Bis zum 31. Dezember 2015 müssen die negativen 

Steuerbemessungsgrundlagen innerhalb der 

folgenden 18 Jahre kompensiert werden. Die 

Kompensation bei Körperschaften, deren 

Geschäftsvolumen 6.010.121,04 Euro übersteigt, 

wird auf 50 % der Steuerbemessungsgrundlage, die 

vor Bildung von Kapitalreserven und vor der 

besagten Kompensation maßgeblich war, begrenzt, 

wenn das Geschäftsvolumen zwischen 20 und 60 

Millionen Euro beträgt sowie auf 25 % bei einem 

Geschäftsvolumen von über 60 Millionen Euro. 

 

Es werden neue Beschränkungen hinsichtlich der 

Kompensation der Steuerbemessungsgrundlagen 

eingeführt zur Vermeidung des Erwerbs von 

Gesellschaften, zum alleinigen Zweck der 

Verrechnung ihrer Bemessungsgrundlagen. 

 

k) Progressive Reduzierung des aktuellen, 

allgemeinen Körperschaftsteuersatzes von 30 %: 

 

- Steuerjahre, die am 01. Januar 2015 begonnen 

haben: allgemeiner Steuersatz von  28 % ( 25 % für 

Körperschaften ohne Gewinnabsicht, 

Berufsunfähigkeitsversicherungen, 

Berufsvereinigungen,…) 

 

- Steuerjahre, die am 01. Januar 2016 begonnen 

haben: Allgemeiner Steuersatz von 25 %. 

 

l) Abzüge für Reinvestitionen außerordentlicher 

Gewinne, Investitionen in den Umweltschutz, 

Ausgaben für die eigene Ausbildung sowie sonstige 

reinvestierte Gewinne werden abgeschafft. 

 

Im Gegenzug dafür wird eine Rücklage geschaffen, 

durch welche die Steuerbemessungsgrundlage der 

Zunahme des Eigenkapitalbetrags der Körperschaft 

um 10 % des reduziert werden kann. Dazu muss 

diese für die nächsten fünf Jahre erhalten bleiben und 

für diesen Zeitraum eine nicht verfügbare Rücklage 

in Höhe des Abzugs geschaffen werden.  

 

Die Abzugssätze für Investitionen in Forschung und 

Entwicklung („I+D+i“) werden auf 25 % der 

Ausgaben im Veranlagungszeitraum (vorher 30 %) 

und auf 42 % des den Durchschnitt der letzten beiden 

Vorjahre übersteigenden Betrags (vorher 50%) und 

der Abzugsgrundlage reduziert. Ebenso wird die 

Abzugsgrundlage um den Gesamtbetrag aller 

empfangenen Subventionen vermindert (aktuell wird 

sie um 65 % der besagten Subventionen reduziert). 

Dennoch dürfen Abzüge weiterhin bis zu einem 

Betrag von maximal 5 Millionen Euro erfolgen.  

 

m) Neue Definition des steuerlichen Begriffs der 

Gruppe, für welche erforderlich ist, dass die Mehrheit 

der Stimmrechte bei den von der Konsolidierung 

umfassten Körperschaften vorliegen muss. Erlaubt ist 

dabei, dass solche Gesellschaften Teil der Gruppe 

sind, bei denen eine lediglich indirekte Beteiligung 

über andere Gesellschaften vorliegt, die nicht zur 

Gruppe gehören (diese Möglichkeit besteht (auch) im 

Falle von Körperschaften, bei den Beteiligungen 

durch nicht in Spanien ansässige oder durch in den 

autonomen Bundesländern País Vasco oder Navarra 
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ansässige Körperschaften vorliegen). 

 

n) Die bisher optionalen Sonderbestimmungen für 

Fusionen und Spaltungen haben nunmehr 

allgemeingültigen Charakter. 

 

Wenn die übernehmende Körperschaft zu mindestens 

5 % an dem Kapital der zu übernehmenden 

Körperschaft beteiligt ist, wird der positive Ertrag, 

der sich aus der Aufhebung der Beteiligung ergibt, 

nicht in die Steuerbemessungsgrundlage einbezogen 

(soweit es sich um Rücklagen der zu übernehmenden 

Körperschaft handelt). 

 

o) Sonderbestimmungen: 

 

- Die wirtschaftliche Tätigkeit teilweise 

steuerbefreiter Körperschaften ist selbst dann nicht 

steuerbefreit, wenn gemeinnützige Zwecke verfolgt 

werden. 

 

- Der Anwendungsbereich der Sonderbestimmungen 

für die „ETVE“ – Unternehmen 

(Holdingunternehmen für ausländische Wertpapiere, 

spanisch: „Entidades de tenencia de valores 

extranjeros“ ) wird  auf steuerbefreite Erträge, die 

von der Holding-Gesellschaft mit ständigem Sitz im 

Ausland erzielt wurden und an einen nicht ansässigen 

Gesellschafter ausgezahlt wurden, erweitert. 

 

- Die folgenden für kleine und mittelständige 

Unternehmen (KMU’s, spanisch „PYMES“, d.h. 

Unternehmen mit einem Geschäftsvolumen unter 10 

Millionen Euro) geltenden Steuerbegünstigungen 

werden aufgehoben: 

 

- Freie Abschreibungsmöglichkeit von 

geringwertigen Kapitalanlagen (mit einem Wert 

zwischen 601,01Euro und 12.020,24 Euro jährlich). 

- Beschleunigte Abschreibung  

 

- von zu reinvestierenden 

Vermögensgegenständen (im Steuerjahr 2015 

allerdings noch möglich). 

 

- Abzugsfähigkeit wegen Investition des 

Gewinns. 

 

- Der für Steuerjahre ab dem 1.1.2015 

anzuwendende Steuersatz wird auf 25 % der 

Steuerbemessungsgrundlage bis zu den ersten 

300.000 Euro und darüber hinausgehend auf 28 % 

festgesetzt. Für das Steuerjahr 2016 besteht ein 

Feststeuersatz von 25 %. 

 

Ungeachtet dessen wird die Möglichkeit eingeführt, 

die Steuerbemessungsgrundlage durch eine 

sogenannte „Ausgleichsrücklage“ (reserva de 

nivelación) um 10 % zu mindern. Voraussetzung 

hierfür ist die Bildung für einen Zeitraum von 5 

Jahren nicht verfügbarer Rücklagen zulasten der 

Gewinne, unter Hinzurechnung des Betrags der 

steuerlichen Ermäßigung zur 

Steuerbemessungsgrundlage während dieser fünf 

Jahre. 

 

II. Steueramnestie Rentner Spanien 

 

Mit Gesetz 26/2014 vom 27.11.2014 wurde eine 

beschränkte Steueramnestie für Bezieher 

ausländischer Renten und Pensionen eingeführt. 

Unter der Voraussetzung, dass die nicht erklärten und 

unverjährten Bezüge erklärt und abgeführt werden, 

ist ein Erlass einer Sanktion wie auch die Zahlung 

von Säumniszuschlägen oder Zinsen vorgesehen. Die 

üblichen Folgen verspäteter oder unterlassener 

Steuerzahlung in Spanien treten hiermit nicht ein. 

Aufgrund der steuerlichen Kontrollmechanismen und 

der Zusammenarbeit der europäischen 

Finanzbehörden hat das spanische Finanzministerium 

Kenntnis von Daten sowohl ausländischer, in 

Spanien lebender Rentner wie auch von 

heimgekehrten Emigranten, so auch aus Deutschland 

erhalten. 

  

Die Steuerpflicht deutscher Renten wurde durch das 

am 18.10.2012 in Kraft getretene neue 

Doppelbesteuerungsabkommen zwischen 

Deutschland und Spanien in einigen Punkten 

geändert. Die neuen Regelungen sind für Renten ab 

dem 01.01.2013 anwendbar. 

Für Personen, die ihren ständigen Wohnsitz in 

Spanien haben, werden die aus Deutschland 

bezogenen Ruhegehälter, Renten oder ähnliche 

Vergütungen grundsätzlich nur noch in Spanien 

besteuert. 

 

Die Einschränkung auf Bezüge aus unselbstständiger 

Arbeit sowie die Regelungen zur Steuerbefreiung für 

Bezüge aus Sondervermögen für selbstständige 

Arbeit existieren nicht mehr. 

  

Für deutsche Renten aus einem Beamtenverhältnis 

wurde hingegen eine neue Regelung eingeführt. Sie 

werden nur in Deutschland besteuert. Dies gilt nicht, 

wenn der Begünstigte die spanische 

Staatsangehörigkeit hat. Dann werden diese Renten 

nur in Spanien besteuert. Die Regelungen für Renten 

aus einem Beamtenverhältnis finden auch auf 

Ruhegehälter und ähnliche Vergütungen, die aus 

einem Dienstverhältnis mit dem Goethe-Institut oder 

dem Deutschen Akademischen Austauschdienst 

(DAAD) stammen, Anwendung. 

  

Für Rentenzahlungen, die vor dem 01.01.2013 erfolgt 

sind, gelten die Regelungen des alten 
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Doppelbesteuerungsabkommens. Bei Wohnsitz in 

Spanien waren danach alle Renten aus 

unselbstständiger Arbeit, die aus Deutschland 

bezogen wurden, in Spanien zu versteuern. Eine 

Ausnahme galt für staatliche Pensionen aus einem 

Beamtenverhältnis. Diese wurden nur in Deutschland 

besteuert. In Spanien waren sie von der Steuer 

befreit. 

 

Soweit die aus Deutschland bezogenen Renten in 

Spanien nach dem jeweils anwendbaren 

Doppelbesteuerungsabkommen steuerpflichtig sind 

und diese in den letzten Jahren nicht ordnungsgemäß 

deklariert wurden, sind die Sonderregelungen der 

spanischen Steuerverwaltung zu beachten, die mit 

dem Gesetz 26/2014 vom 27.11.2014 eingeführt und 

in der letzten Zeit vermehrt durch 

Aufforderungsschreiben des spanischen Finanzamtes 

potentiellen Steuerpflichtigen mitgeteilt wurden. 

 

Mögliche Sanktionen, Zuschläge und Zinsen für 

bislang nicht deklarierte Renten, die aus Deutschland 

bezogen wurden, können unter der Voraussetzung 

erlassen werden, dass bei der spanischen 

Steuerverwaltung bis zum 30.06.2015 ein  

entsprechender Antrag gestellt wird. Bis zu dieser 

Frist ist außerdem eine Erklärung abzugeben, in der 

die Einkommensteuer (IRPF) für die Zeiträume 

anzugeben ist, die am 01.01.2015 noch nicht verjährt 

waren. Diese Erklärung hat die korrekte Angabe 

sämtlicher erhaltener Pensionen zu enthalten, sofern 

diese nicht ausnahmsweise nach Art. 96 LIRPF 

freigestellt sind. Zusammen mit dieser Erklärung, 

jedenfalls aber binnen Frist, müssen die 

entsprechenden Steuersätze gezahlt werden. 

Ansonsten wird bei fruchtlosem Fristablauf ein 

Steuerverfahren eingeleitet und es können 

Sanktionen, Zuschläge und Zinsen in Ansatz 

kommen. 

 

Die Erklärung kann online oder bei allen Behörden 

oder Geschäftsstellen des spanischen Finanzamtes 

abgegeben werden. Die Einzahlung ist bei einer der 

autorisierten, kooperierenden Stellen (z.B. Banken, 

Sparkassen oder Kreditgenossenschaften) 

vorzunehmen. 

 

Online ist ein Formular auszufüllen, das auf der 

Website des spanischen Finanzamtes zu finden ist, 

welches aber auch in Papierform an eine der 

Behörden oder Zweigstellen der spanischen 

Finanzbehörden gesandt werden kann. 

 

Die Zahlung des Steuersatzes kann unmittelbar bei 

Abgabe der Erklärung oder zu einem anderen 

Zeitpunkt bis spätestens zum 30.06.2015 erfolgen, 

auch wenn sich die Erklärung auf einen vorigen 

Zeitpunkt bezieht. Ferner ist es möglich einen Antrag 

auf Fristverlängerung oder Stundung bzw. 

Teilzahlung zu stellen. 

Für Renten aus dem deutschen 

Sozialversicherungsrecht ab dem Jahr 2015 bzw. 

2030 wurde mit dem neuen 

Doppelbesteuerungsabkommen eine Sonderregelung 

zur begrenzten Besteuerung in Deutschland 

eingeführt: Renten aus der deutschen 

Rentenversicherung (DRV), mit Beginn nach dem 

31.12.2014, können auch in Deutschland mit 

maximal 5% ihres Bruttobetrages besteuert werden. 

Für Renten aus der DRV, die nach dem 31.12.2029 

beginnen, wird der Prozentsatz auf  maximal 10% 

des Bruttobetrages der Rente erhöht. 

 

Die Rente aus der DRV muss vollständig in der 

spanischen Steuererklärung angegeben werden. Zur 

Vermeidung einer Doppelbesteuerung wird die in 

Deutschland gezahlte Steuer aber bei der Berechnung 

der spanischen Steuer nach Art. 22 DBA 

angerechnet. 

 

Gleiches gilt für staatlich geförderte und andere 

Renten ab dem 01.01.2015, wenn sie über einen 

Zeitraum von mehr als zwölf Jahren aufgebaut 

wurden, auf geförderten Beiträgen beruhen, die nicht 

zu den steuerpflichtigen Einkünften aus 

nichtselbstständiger Arbeit in Deutschland gehörten, 

steuerlich abziehbar waren oder für die in anderer 

Weise eine staatliche Förderung gewährt wurde,  es 

sei denn, die Förderung wurde wegen Wegzuges aus 

Deutschland zurückgefordert. 

 

III. Aufforderungen zur Abgabe der 

Einkommensteuererklärung aus Immobilien in 

Spanien 

 

Eigentümer von Immobilien in Spanien erhielten in 

den ersten Wochen des Jahres 2015 Mahnungen zur 

Abgabe einer Steuererklärung. Konkret werden dabei 

in den Aufforderungsschreiben der spanischen 

Finanzbehörden Eigentümer in den Steuerjahren 

2010, 2011, 2012 und 2013 auf die Möglichkeit 

hingewiesen, die jeweiligen Steuerverhältnisse zu 

regulieren, bevor ein Prüfungsverfahren seitens des 

spanischen Finanzamtes eingeleitet werde. 

Steuerpflichtige die über keinen Nachweis für eine 

Erklärung der Einkommenssteuer (IRPF) bzw. 

Besteuerung von Nichtansässigen (IRNR) dieser 

Jahre verfügen, werden informiert, dass hierzu die 

Abgabe bzw. die Nachholung der versäumten 

Steuererklärung sowie die Bezahlung der dem 

Einkommen entsprechenden Beträge erforderlich ist. 

 

Bezüglich der Besteuerung von Nichtansässigen, 

denen die Durchführung der Selbstveranlagung 

(“autoliquidación modelo 210”) zusteht, wird darauf 

hingewiesen, dass die Vorlage für das Steuerjahr 
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2010 auf der Website des Finanzamtes (www.aeat.es) 

zu finden ist. Für Erklärungen nach dem 01.01.2011 

wird die  Selbstveranlagung im Formular 210 

unmittelbar auf der genannten Website durchgeführt. 

Für beide Fälle sind die notwendigen Dokumente auf 

der genannten Website über den folgenden Pfad zu 

finden: - Sede Electronico - Impuestos y tasas – 

Impuestos sobre la renta de No Residentes-Modelo 

210. No residentes sin EP – 

 

Es wird darauf hingewiesen, dass die Aufforderung 

aufgrund seitens des Katasters erhaltener 

Eigentümerinformationen erfolgt und dass bei 

Zweifeln sich an das Kataster zu wenden sei. 

 

Die Erledigung der Aufforderung hat innerhalb von 

zehn Werktagen (ohne Sonn- und Feiertage) ab deren 

Erhalt zu erfolgen und zwar entweder persönlich oder 

durch bevollmächtigten Vertreter bzw. durch 

Übermittlung der entsprechenden Dokumente auf  

postalischem oder telematischem Wege. 

 

Die Nichtbeachtung der Aufforderung kann als 

schwere Steuerordnungswidrigkeit gewertet werden, 

die eine Geldstrafe zur Folge hat. Die Aufforderung 

unterbricht des Weiteren die entsprechenden 

Verjährungsfristen. Sie eröffnet außerdem die 

Möglichkeit eines getrennten 

Steuersanktionsverfahrens bei entsprechenden 

Feststellungen im Rahmen des vorliegenden 

Verfahrens. 

 

Im Falle von bestehenden 

Rückerstattungsansprüchen, ist ein Antrag auf 

Verrechnung bei der zuständigen Steuerbehörde 

möglich, der mindestens folgende Angaben enthalten 

muss: 

 

- Vor- und Nachname/ Firmenname; Steuernummer; 

Steuersitz des Zahlungspflichtigen oder des 

Vertreters 

 

- Angabe der Schuld, deren Ausgleich beantragt wird 

unter Angabe des Betrages, der Herkunft und der 

Laufzeit bzw. Fälligkeit 

 

- Datum, Ort und Unterschrift des Antragstellers 

 

 

*Rechtsanwalt & Abogado, 

Fachanwalt für Steuerrecht,  

Fachanwalt für Handels- und 

Gesellschaftsrecht, Barcelona 

ra@abogadomueller.net 

 

 

 

 

Unternehmensübertragung und Sozialversicherungslasten im Konkurs  

Venta de empresa en concurso y deudas de Seguridad Social  
 

Ana Gómez Hernández* und/ y Clara Bassols Rheinfelder** 

 
Im Zentrum der Debatte steht konkret die Frage, ob die 

Gesellschaft, die ein sich im Insolvenzverfahren 

befindliches Unternehmen vollständig oder auch nur 

teilweise erwirbt, gesetzlich verpflichtet ist, für 

Sozialversicherungsschulden der insolventen Firma 

aufzukommen, welche vor dem Erwerb angefallen sind.  

 

 

Die Frage, wie eine solche Situation rechtlich behandelt 

werden soll, ist von großem Interesse, und hat in 

Spanien zu einer tiefgreifenden Kontroverse geführt, 

was zur Folge hatte, dass im September des 

vergangenen Jahres die entsprechende Passage im 

Insolvenzgesetz per Königlichem Dekret (Real Decreto 

Ley 11/2014) geändert wurde. Derzeit liegt der 

Gesetzestext dem Parlament vor, es ist aber nicht 

ausgeschlossen, dass noch weitere Änderungen 

hinzukommen.  

La cuestión a debate es en concreto si la entidad que 

compra la empresa o una parte de ella, dentro de un 

proceso concursal, está obligada por Ley a sumir las 

deudas de Seguridad Social anteriores a esa 

adjudicación.  

 

 

 

Es un tema jurídico de mucho interés, que ha sido muy 

controvertido en España y ha dado lugar a que en 

septiembre del 2014 se modificase el texto de la 

normativa relativa al concurso sobre este particular 

(mediante Real Decreto Ley 11/2014). Actualmente se 

encuentra esta última norma en el Parlamento y aún no 

se descarta que se vuelva a producir algún cambio de 

nuevo.  
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In der Zwischenzeit hat der Europäische Gerichtshof 

einen Beschluss zu einer vorentscheidungsbedürftigen 

Anfrage durch ein spanisches Handelsgericht 

(Gerichtentscheidung vom 28. Januar 2015, C-

688/2013) erlassen, hinsichtlich der Auslegung von 2 

Richtlinien – einerseits 2001/23/CE, über die 

Annäherung der Gesetzgebung der Mitgliedsstaaten zur 

Wahrung der Rechte der Arbeitnehmer im Fall der 

Übertragung von Unternehmen, Wirtschaftszentren 

oder Unter-nehmensanteilen und auf der anderen Seite, 

der Richtlinie 2008/094 zur Wahrung der Rechte der 

Arbeitnehmer im Fall der Insolvenz eines 

Unternehmens. 

 

Das spanische Arbeitsrecht sieht einerseits in Artikel 44 

des Arbeitnehmerstatuts vor, dass bei Schulden 

gegenüber der Sozialversicherung die die erwerbende 

Gesellschaft in die Schuldnerstellung nachfolgt, und 

andererseits verpflichtet Artikel 57 bis des 

Arbeitnehmerstatuts bei einer Unternehmensnachfolge 

im Zuge eines Insolvenzverfahrens zur Anwendung der 

Regelungen des Insolvenzgesetzes. Artikel 149.2 des 

Insolvenzgesetzes sieht seit September 2014 vor, dass 

der Erwerber  nicht von den 

Sozialversicherungsschulden des erworbenen 

Unternehmens freigestellt wird. 

 

In diesem Zusammenhang ist wichtig zu erwähnen, 

dass es bis zur Entscheidung des EuGH, zwischen den 

spanischen Handelsgerichten einen Konsens zur 

Auslegung des Gesetzes, in seiner gültigen Version gab, 

und zwar dergestalt, dass der Insolvenzrichter, den 

Umfang der zu übertragenden Produktionseinheit 

einschließlich der Arbeitsverhältnisse und der damit 

übergehenden arbeits- und sozialrechtlichen 

Verpflichtungen bestimmen musste. Demzufolge 

kommt der Erwerber einer Produktionseinheit für 

bestehende Verpflichtungen gegenüber der 

Sozialversicherung auf, nun aber mit der wichtigen 

Einschränkung, dass eine Schuldenübernahme auf 

diejenigen Arbeitsverträge begrenzt ist, die nach dem 

Willen der erwerbenden Partei ausdrücklich 

übernommen werden sollen, ohne dass eine 

Erweiterung auf die die Produktionseinheit betreffenden 

sonstigen Arbeitsverhältnisse möglich ist.  

 

Der Beschluss des EU-Gerichthofes hat Erstaunen 

ausgelöst, da er den Mitgliedsstaaten eine Befreiung der 

Erwerber von Produktionseinheiten von den Arbeits- 

und Sozialversicherungsschulden zulässt, die zum 

Zeitpunkt der Veräußerung oder Einleitung des 

Insolvenzverfahrens bestehen. Dies immer unter der 

Voraussetzung, dass der in der Verordnung 2008/094 

festgelegte Mindestschutzzu Gunsten der Arbeitnehmer 

im Insolvenzfall eingehalten wird. Darüber hinaus stellt 

der EuGH fest, dass eine Befreiung von den 

Mitgliedsstaaten, wie im Fall von Spanien,  nicht 

 

En el intervalo el Tribunal de Justicia acaba de resolver 

una cuestión prejudicial planteada por un Juzgado 

mercantil español (Auto de 28 Ene. 2015, C-688/2013), 

interpretando dos Directivas, la 2001/23/CE, relativa a 

la aproximación de las legislaciones de los Estados 

miembros relativas al mantenimiento de los derechos de 

los trabajadores en caso de traspasos de empresas, de 

centros de actividad o de partes de empresas y de otro 

lado, la Directiva 2008/094 relativa a la protección de 

los trabajadores  en caso de insolvencia del empresario. 

 

 

 

 

Debemos de partir de que en el derecho español, existe 

de un lado el art. 44 del ET que obliga a la sucesión de 

deudas de seguridad social a favor del adquirente; el art. 

57 bis del ET que obliga a aplicar la Ley Concursal 

cuando estemos ante una sucesión de empresa en caso 

de concurso, y de otro el artículo 149.2 de la LC, que 

claramente desde septiembre del 2014 no exonera al 

adquirente de las deudas de seguridad social que tuviera 

la empresa que asume. 

 

 

 

 

Es importante reseñar que hasta el Auto del TJUE 

existía consenso entre los Jueces mercantiles españoles 

en interpretar la Ley, en su versión vigente, de manera 

que el juez del concurso debe delimitar el perímetro 

constituido por la unidad productiva que se pretende 

enajenar, incluidos qué contratos laborales se 

transmiten con dicha unidad productiva, a los efectos de 

la sucesión de deudas laborales y de seguridad social. 

Por tanto, el adquirente asume las deudas de Seguridad 

Social si las hubiere, pero ahora con una limitación muy 

importante, sólo las deudas respecto de las relaciones 

laborales que efectivamente asuma, y no todas las del 

establecimiento a las que haga referencia. 

 

 

 

 

 

 

La sorpresa ha sido recibir el Auto del TJUE, dado que 

avala a los Estados Miembros si establecen la 

exoneración al adquirente de las deudas laborales y de 

Seguridad Social que tuviera el cedente en la fecha de 

venta o de declaración del concurso, siempre que se 

garanticen los mínimos imperativos que fija la Directiva 

2008/094 relativa a la protección de los trabajadores  en 

caso de insolvencia del empresario. También el TJUE 

dice que los Estados Miembros pueden perfectamente 

eludir esa exoneración, como ha hecho España, 

transfiriendo al adquirente esas cargas. 
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notwendigerweise aufzunehmen ist; d.h. den nationalen 

Gesetzgebungen steht es frei, zu regeln, dass sämtliche 

arbeits- und sozialversicherungsrechtlichen 

Verpflichtungen beim Erwerb eines Unternehmens aus 

dem Konkurs übergehen. 

 

 

Die Befreiung ist für Unter-nehmenserwerber 

zweifellos von großem Vorteil und wirkt zu Gunsten 

der Aufrechterhaltung von Arbeitsplätzen, was aus 

politischer und gesellschaftlicher Sicht gegenwärtig 

höchste Priorität hat. Vor allen Dingen in Spanien, wo 

sich seit Beginn der Krise die Arbeitslosigkeit auf 

höchstem Niveau bewegt während die berufstätige 

Bevölkerung spürbar abgenommen hat. 

 

 

 

 

 

 

 

 
Los efectos de una eventual exoneración para el 

comprador serían sin duda muy beneficiosos para el 

mantenimiento del empleo, objetivo político y social de 

primer nivel. Más si cabe en España que afronta desde 

la crisis una elevadísima cifra de desempleo así como 

una notoria pérdida de población ocupada. 

 

 

 

*Abogada, Monereo Meyer 

Marinel-lo Abogados, Madrid 

agomez@mmmm.es 

 

 

**Abogada, Monereo Meyer 

Marinel-lo Abogados, Barcelona 

cbassols@mmmm.es 

 

 

 

 

 

 

 

Kurzartikel / Artículo breves 

Die teilweise Abschaffung der Gerichtsgebühren in Spanien 

 

Günter Helbing* 

 

Seit dem 1. März 2015 müssen natürliche Personen 

für Klagen vor den Zivil- und Verwaltungsgerichten 

keine Gerichtsgebühren mehr zahlen. Die massive 

Kritik, die Interessenverbände von Rechtsanwälten, 

Prozessvertretern und Richtern seit zwei Jahren an 

der unpopulären Einführung solcher Gebühren übten, 

scheint Erfolg gezeigt zu haben. Eine Rolle spielte 

sicher auch, dass Ende des Jahres landesweite 

Wahlen anstehen. 

 

Der Ausnahmenkatalog für Gerichtsgebühren findet 

sich in Artikel 4 des spanischen Gesetzes u.a. über 

Gerichtsgebühren.
1
 In objektiver Hinsicht entfallen 

die Gerichtsgebühren in Verfahren zum 

Schutze der Menschenrechte und Grundfreiheiten, für 

den Insolvenzantrag des Gemeinschuldners, das 

Mahnverfahren und das mündliche Verfahren, wenn 

                                              
1

 Ley 10/2012, de 20 de Noviembre, neu gefasst durch Artikel 11 

R.D.-ley 1/2015, vom 27. Februar. 

der Streitwert geringer als EUR 2.000 ist, 

verwaltungsgerichtliche Verfahren wegen Untätigkeit 

der Verwaltung („silencio administrativo“), die 

Vollstreckung von Schiedssprüchen in 

Verbrauchersachen, die Klagen von 

Konkursverwaltern zugunsten der Konkursmasse  

und die erb- und familienrechtlichen Verfahren zur 

Auseinandersetzung von Vermögen. Subjektive 

Ausnahmetatbestände sind die eingangs erwähnte  

Befreiung für natürliche Personen, für juristische 

Personen, die Prozesskostenhilfe erhalten, den 

Vertreter des öffentlichen Interesses („ministerio 

fiscal“), sowie das spanische Parlament und die 

Parlamente der Autonomen Regionen. Die Befreiung 

von Gerichtsgebühren führt dazu, dass die 

Formblätter 696 nicht mehr bei Gericht eingereicht 

werden müssen. Ausländische natürliche Personen, 

die in Spanien Klage erheben wollten, müssen daher 

keine spanische Steuernummer mehr beantragen. 

mailto:agomez@mmmm.es
mailto:cbassols@mmmm.es
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Praktisch wichtig ist die nicht ausdrücklich im Gesetz 

genannte subjektive Befreiung für 

Hauseigentümergemeinschaften („comunidades de 

propietarios“). Auf eine Anfrage des Verbandes der 

Hausverwalter („Consejo General de Colegios de 

Administradores de Fincas”) hat die spanische 

Finanzverwaltung die verbindliche Auskunft 

gegeben, dass die Eigentümergemeinschaften keine 

eigene Rechtspersönlichkeit besitzen und daher im 

Hinblick auf Gerichtsgebühren natürlichen Personen 

gleichstehen.
2
 Auch Freiberufler und Selbständige 

(„autónomos“) sind als natürliche Personen von 

Gerichtsgebühren befreit, selbst wenn sie im Rahmen 

ihrer beruflichen Tätigkeit einen Prozess führen. 

 

Viele Stimmen fordern nunmehr, auch kleine und 

mittlere Unternehmen von Gerichtsgebühren zu 

befreien und Artikel 398 der spanischen ZPO über 

Kostenentscheidungen zu modifizieren. Hiermit ist 

aber zumindest in dieser Legislaturperiode nicht 

mehr rechnen. 

__________________________ 
2

 Dirección General de Tributos, consulta vinculante 

V0227-13 vom 29. Januar 2013. 

 

 

 

*Rechtsanwalt & Abogado 

B. Cremades y Asociados, 

Madrid 

g.helbing@cremades.com  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Gesetzentwurf zur Frauenquote 

Proyecto de ley sobre una cuota de mujeres 

 

Dr. Katharina Haneke M.A.* und/ y Nereida Sánchez Pérez, LL.M.** 

 

Das Bundeskabinett hat am 11.12.2014 den Entwurf für 

ein Gesetz für die gleichberechtigte Teilhabe von 

Frauen und Männern an Führungspositionen in der 

Privatwirtschaft und im öffentlichen Dienst 

beschlossen. Der vorgelegte Gesetzentwurf soll den 

Anteil von Frauen in den Führungsgremien von 

Wirtschaft und Verwaltung erhöhen. Für Aufsichtsräte 

von Unternehmen, die börsennotiert sind und der 

paritätischen Mitbestimmung unterliegen, gilt künftig 

eine Geschlechterquote von 30 Prozent. Die 

Quotenregelung greift damit bei Aktiengesellschaften 

und Kommanditgesellschaften auf Aktien mit mehr als 

2.000 Arbeitnehmern sowie bei Europäischen 

Aktiengesellschaften (SE), bei denen sich das 

Aufsichts- oder Verwaltungsorgan aus derselben Zahl 

von Vertretern der Anteilseigner und der Arbeitnehmer 

zusammensetzt. Die betroffen Unternehmen müssen die 

Quote ab 2016 für dann neu zu besetzende 

Aufsichtsratsposten beachten. Bei Nichterfüllung ist die 

quotenwidrige Wahl nichtig. Die für das 

unterrepräsentierte Geschlecht vorgesehenen Plätze 

bleiben rechtlich unbesetzt ("leerer Stuhl"). 

 

 

 

 

Unternehmen, die börsennotiert oder mitbestimmt sind, 

müssen darüber hinaus Zielgrößen zur Erhöhung des 

El Consejo de Ministros del Gobierno Federal de 

Alemania ha aprobado el 11.12.2014 el Proyecto de 

Ley para la Participación Igualitaria de Mujeres y 

Hombres en Puestos Directivos de la Economía Privada 

y de la Función Pública. El proyecto de ley presentado 

tiene como objetivo incrementar la cuota de 

participación de mujeres en los órganos directivos de la 

economía y la administración. Para los consejos de 

control de las empresas que cotizan en bolsa y que están 

sujetas a la cogestión paritaria de los empleados, se 

aplicará en el futuro una cuota de mujeres del 30 

porciento. La cuota afecta con esto a sociedades 

anónimas y sociedades en comandita por acciones con 

más de 2.000 empleados, así como a sociedades 

anónimas europesas (SE) en las que el consejo de 

control o de administración se componga del mismo 

número de representantes de los accionistas que de los 

empleados. Las empresas afectadas estarán obligadas a 

cumplir la cuota a partir de 2016 para aquellos puestos 

del consejo de control que se tengan que cubrir a partir 

de entonces. En caso de incumplimiento, la elección de 

cargos contraria a esta cuota será nula. Los puestos 

previstos para las mujeres se dejarán en ese caso 

vacantes desde el punto de vista jurídico. 

 

 

Aquellas empresas que cotizan en bolsa o sujetas a la 

cogestión de los empleados, estarán obligadas, además, 

mailto:g.helbing@cremades.com
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Frauenanteils in Aufsichttsräten, Vorständen und 

obersten Management-Ebenen festlegen und darüber 

öffentlich berichten. Betroffenen sind neben 

Aktiengesellschaften und Kommanditgesellschaften auf 

Aktien auch GmbHs, eingetragene Genossenschaften 

und Versicherungsvereine auf Gegenseitigkeit mit in 

der Regel mehr als 500 Arbeitnehmern. Eine 

Mindestzielgröße ist nicht vorgesehen; die 

Unternehmen können sie selbst setzen und sich an ihren 

Strukturen ausrichten. Die in 2015 erstmals 

festzulegende Frist zur Erreichung der Zielgrößen darf 

nicht länger als zwei Jahre sein. Auch für den 

öffentlichen Dienst enthält der Gesetzentwurf 

Regelungen, die ab 2016 eine Geschlechterquote von 

mindestens 30 Prozent für alle Neubesetzungen 

sicherstellen sollen. 

 

a establecer objetivos para el incremento de la 

participación de las mujeres en consejos de control, 

consejos de administración y órganos de alta dirección, 

así como a comunicar estos objetivos públicamente. 

Esto afecta, además de a las sociedades anónimas y a 

las sociedades en comandita por acciones, también a las 

sociedades de responsabilidad limitada, cooperativas 

inscritas y compañias de seguros mutuos con, por regla 

general, más de 500 empleados. El proyecto no 

establece un objetivo mínimo; las empresas lo pueden 

determinar libremente y en función de sus estructuras. 

El plazo para la consecución de los objetivos, que 

deberá determinarse por primera vez en 2015, no podrá 

ser superior a dos años. El proyecto de ley también 

contiene reglas aplicables a la función pública, que a 

partir de 2016 tendrá que garantizar una cuota de 

mujeres de un mínimo del 30 porciento en todos los 

nuevos puestos que se cubran. 

 

 

 

*Rechtsanwältin 

CMS Hasche Sigle, Hamburg 

Katharina.haneke@cms-hs.com 

 

 **Rechtsanwätin 

CMS Hasche Sigle, Düsseldorf 

Nereida.Sanchez@cms-hs.com 

 

 

 

 

 

 

Änderungen der Bewertung von Hypotheken in einem spanischen Insolvenzverfahren 

 

Philipp von Wolffersdorff* 

 

 

 

Im Rahmen des am 27. Februar 2015 verabschiedeten 

Königlichen Gesetzesdekrets 1/2015 über 

Maßnahmen für eine zweite Chance, über die 

Verringerung der Finanzierungsbelastungen und über 

andere Sozialmaßnahmen („RDL 1/2015“) hat der 

spanische Gesetzgeber verschiedene Änderungen und 

Klarstellungen im Hinblick auf die Bewertung von 

Hypotheken auf spanischen Grundstücken im 

Rahmen eines spanischen Insolvenzverfahrens 

eingeführt. Um diese Änderung zu verstehen, müssen 

wir kurz die Entwicklung der Bewertung von 

Hypotheken im Rahmen eines spanischen 

Insolvenzverfahrens darstellen: 

 

- Im Jahr 2014 hatte der spanische Gesetzgeber 

zunächst im März für außergerichtliche 

Refinanzierungsvereinbarungen und im September 

auch für das eigentliche Insolvenzverfahren eine neue 

Bewertungsregel für dinglich besicherte Forderungen 

eingeführt. Danach werden diese Forderungen nur 

noch bis zu einem Betrag in Höhe von 9/10 des 

Wertes des Sicherungsgutes als besonders 

privilegierte Forderungen behandelt. Die Bewertung 

erfolgt zu dem sog. Zeitwert („valor razonable“) 

wobei dieser Wert grds. durch ein 

Sachverständigengutachten zu ermitteln ist. Die 

Erstellung eines neuen Gutachtens ist allerdings dann 

nicht erforderlich, wenn es bereits ein Gutachten gibt, 

wobei der ursprüngliche Gesetzeswortlaut nahelegte, 

dass dieses Gutachten nicht älter als sechs Monate 

sein durfte. 

 

- Im November 2014 haben die Handelsrichter 

von Madrid nach einer gemeinsamen Beratung 

verschiedene (nicht verbindliche) Kriterien zur 

Auslegung von Streitfragen einiger der im Rahmen 

der Reformen 2014 geänderten Rechtsnormen 

veröffentlicht. Im Hinblick auf die Bewertung von 

mailto:Katharina.haneke@cms-hs.com
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Immobilien und Hypotheken haben Sie unter 

anderem festgestellt, dass (i) der Nachweis des 

Wertes einer Sicherheit eine Obliegenheit des 

Gläubigers ist unter Vorlage des entsprechenden 

Wertgutachtens aber (ii) dieses Gutachten, sofern es 

von einer durch die spanische Zentralbank für 

Immobilienbewertungen zugelassenen Bewertungs-

firma erstellt wurde (und nicht nur von irgendeinem 

Sachverständigen), auch älter als sechs Monate sein 

konnte, weil die gesetzlich vorgesehene Frist von 

sechs Monaten nur für Gutachten von anderen 

Sachverständigen gelten sollte. 

 

In dem nun erlassenen RDL 1/2015 hat der spanische 

Gesetzgeber die entsprechende Norm des spanischen 

Insolvenzgesetzes  - Artikel 94 Absatz 5 - wieder 

geändert und ausdrücklich geregelt, dass eine 

besondere Bewertung von Immobilien im Rahmen 

eines Insolvenzverfahrens zur Ermittlung des 

Zeitwertes und damit auch der Höhe der besonders 

privilegierten Forderung dann nicht erforderlich ist, 

wenn ein Gutachten einer bei der spanischen 

Zentralbank zugelassenen Bewertungsfirma vorliegt, 

welches aber nicht älter als zwölf Monate sein darf, 

gerechnet ab dem Tag der Eröffnung des 

Insolvenzverfahrens. 

 

Für die Bewertung von fertiggestellten 

Wohnimmobilien sind Sonderregeln bezüglich der 

Bewertung eingeführt worden, hier kann ein 

aktualisierter Wert zum Ansatz kommen, wenn das 

Wertgutachten nicht älter als sechs Jahre ist. 

Für andere Sachen und Rechte - also insbesondere 

Fahrzeuge, Maschinen und ähnliche Güter  - reicht 

zum Nachweis des Wertes das Gutachten eines 

gewöhnlichen Sachverständigen aus, welches 

allerdings nicht älter als sechs Monate sein darf. Kein 

Gutachten ist erforderlich, wenn es um Pfandrechte 

an Konten oder Geld geht. 

 

Daneben hat der Gesetzgeber aber auch klargestellt, 

dass die Kosten für die zu erstellenden Gutachten von 

der Insolvenzmasse zu tragen sind und von dem 

Honorar des Insolvenzverwalters abgezogen werden. 

Nur wenn der Gläubiger mit dem festgestellten Wert 

nicht einverstanden ist und ein Gegengutachten 

beantragt oder wenn der Gläubiger aufgrund von 

neuen Umständen eine Neubewertung verlangt, muss 

er die Kosten des Gutachtens tragen. 

 

Das zunächst nur von dem Ministerrat erlassene RDL 

1/2015 wurde inzwischen vom spanischen Parlament 

genehmigt wird aber nun - wie auch schon die 

Reformen im letzten Jahr - in einem nachgeschalteten 

parlamentarischen Verfahren wie ein Gesetzentwurf 

behandelt, so dass eine Änderung der Normen in 

diesem Verfahren noch möglich ist. 

 

 

 

*Rechtsanwalt & Abogado 

Monereo Meyer Marinel-lo Abogados 

Madrid 

phwolffersdorff@mmmm.es 

 

 

 

 

 

 

Die Gesetzesreform und die neue unternehmerische Selbstkontrolle 

 

Bárbara Román Méndez* 

 

„Die heutige Gesellschaft duldet nicht länger 

unethische Unternehmen. Das Gesetz legt 

mittlerweile Pflichten der Selbstregulierung und 

Kontrolle strafrechtlicher Risiken für alle Arten von 

Unternehmen fest”  

  

Die Wirtschaftskriminalität bringt gravierende 

Schäden für die gesamte Gesellschaft mit sich, stellen 

doch sowohl die Probleme im Inneren der großen 

Konzerne wie auch die mangelnde Kontrolle der 

unternehmerischen Tätigkeit eine kommerzielle und 

rechtliche Unsicherheit dar, die Unternehmer, 

Verbraucher und der Staat vermeiden müssen. 

 

Das moderne Wirtschaftsstrafrecht und die 

Verantwortlichkeitssysteme von Unternehmen 

entstehen infolge der Notwendigkeit, zu 

kontrollieren, dass sich diese dem freien Wettbewerb 

unterstellen, sowie insbesondere, um Korruption zu 

vermeiden, und dies nicht nur im öffentlichen Sektor, 

sondern auch bei privatwirtschaftlichen Geschäften. 

Die Korruption im Wirtschaftsverkehr generiert 

wirtschaftliche Ineffizienz und wirkt der Investition 

in Forschung, Entwicklung, neuen Technologien, 

usw. entgegen. 

  

Mit dem Organgesetz 5/2010 vom 22. Juni, welches 

vom nordamerikanischen System inspiriert ist, wird 

eine juristische Person zu einem Subjekt gemacht, 

das strafrechtlich belangt werden kann, womit dem 

historischen Grundsatz societas delinquere non 

potest (Handelsgesellschaften können keine 
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Straftaten begehen) ein Ende gesetzt wird. Somit 

gleicht sich Spanien an die meisten europäischen 

Ländern an, indem die strafrechtliche Verantwortung 

juristischer Personen durch ein System errichtet und 

ausgestaltet wird, das die bestehenden Vorschriften 

in den Bereichen des Steuer-, Handels-, Arbeits- 

Verwaltungs- oder Umweltrechts durch eine 

strafrechtliche Regelung ergänzt. So kannte unser 

Recht konkret bereits eine Vorstufe von rechtlichen 

Anforderungen an juristische Personen bezüglich der 

Kontrolle ihrer Beschäftigten, wie etwa folgende: 

 

 Kapitalgesellschaftengesetz, Gesetz Nr. 54 vom 

12. Dezember 2003,  

 

 Gesetz der Reform des rechtlichen Rahmens für 

die Verhütung von Gefahren am Arbeitsplatz, 

Gesetz Nr. 10 vom 28. April 2007 

 

 Gesetz der Verhütung von Geldwäsche und der 

Finanzierung des Terrorismus  

 

 Einheitlicher Code der Good Governance 

börsennotierter Aktiengesellschaften 

  

Man kann also nicht sagen, dass es bis dato keine 

strafrechtliche Kontrolle der Handlung von 

Unternehmen gegeben hätte: Diese Kontrolle erfolgte 

allerdings über Sanktionsformeln, die „abhängig“ 

waren von Straftaten natürlicher Personen; zudem 

hatten sie einen rein ökonomischen Inhalt. Das neue 

System der strafrechtlichen Haftung von juristischen 

Personen hingegen sieht eine strafrechtliche 

Bestrafung von juristischen Person als solche in ihrer 

Gesamtheit vor (sogar ohne irgendeine natürliche 

Person zu verurteilen), anhand eines vollkommen 

neuen Strafkatalogs, wenn eine Reihe von konkreten 

im o. g. Gesetz vorgesehenen Umständen gegeben 

ist. 

 

Die neue unternehmerische Selbstkontrolle 
  

Der Staat ist sich der Schwierigkeit bewusst, ein 

neues Inspektionssystem einzuführen, welches das 

Bestehen und die praktische Umsetzung von 

Überwachungen strafrechtlicher Risiken prüft; das 

Entstehen eines stereotypisierten 

Zertifizierungsmarkts zweifelhaften Nutzens soll 

vermieden werden. Daher hat das Gesetz sich dafür 

entschieden, von juristischen Personen zu fordern, 

dass sie eine Reihe von Maßnahmen aufstellen, die 

darauf abzielen, die eigene „Selbstkontrolle” 

sicherzustellen und die auf folgenden grundlegenden 

Instrumenten fußen: 

a) Die Implementierung eines Ethikcodes für 

juristische Personen: hierbei handelt es sich um die 

sogenannten „Business Ethics“, „Integrity Codes“, 

„Codes of Conduct“, „Corporate Social 

Responsibility“ 

  

b) Die Pflicht, dass juristische Personen neue interne 

Kontrollsysteme namens „Compliance-Progamme“, 

„Risk Management“, „Value Management“ und 

„Corporate Governance“ vorsehen. 

  

In der Praxis bedeutet dieser Wandel, dass der Staat 

eine „regulierte Selbstregulierung” mit dem Ziel 

einführt, dass juristische Personen das Gesetz achten, 

anhand eines Systems der Zusammenarbeit zwischen 

dem öffentlichen Recht und der privaten 

Selbstregulierung, die als letztendlichen Zweck die 

Einbindung der juristischen Personen bei der 

Prävention von Straftaten in ihrem Inneren hat, 

indem von allen ihr zugehörigen natürlichen 

Personen gefordert wird, einen Ethikcode und die 

internen Kontrollprozesse einzuhalten. 

 

Diese Compliance-Programme sind demnach das 

Paket an Maßnahmen, das darauf abzielt, dass alle 

Mitarbeiter eines Unternehmens die strafrechtlichen 

Gebote und Verbote tatsächlich einhalten, und dass 

es im Falle einer Zuwiderhandlung möglich ist, den 

Täter ausfindig zu machen und zu bestrafen. Wenn 

also eine Handelsgesellschaft effizient alle Elemente 

der Selbstkontrolle zur wirksamen Prävention des 

Begehens von unerlaubten Handlungen aufgestellt 

hat, wirkt sich die Mitarbeit dieser 

Handelsgesellschaft bei der neuen gesetzlichen 

Anforderung in einer Minderung oder gar Befreiung 

von der Verantwortung und Schuld des 

Unternehmens an der Straftat aus, die Gegenstand der 

strafrechtlichen Ermittlung ist. D.h. wenn alle 

effizienten und rechtlich geforderten 

Kontrollmaßnahmen umgesetzt wurden, kann die 

juristische Person nicht strafrechtlich haftbar 

gemacht werden, und darüber hinaus wird nach 

Artikel 31 bis Strafgesetzbuch jedwede 

strafrechtliche Haftung gemildert, wenn diese 

Kontrollmaßnahmen noch vor der entsprechenden 

Hauptverhandlung eingeführt wurden und wirksam 

zur Verhütung und Aufdeckung von Straftaten sind, 

die in der Zukunft mit den Mitteln und unter der 

Deckung der juristischen Person begangen werden 

könnten. 

 

 

 

*Abogada 

Santiago de Compostela 

roman@rsv-kanzlei.com 
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Der Erbvertrag, der beste verbündete des Familienunternehmens 

Pacto sucesorio, el mejor aliado de la empresa familiar 

 

Cristina de Canals* 

 

Die Planung der Nachfolge eines 

Familienunternehmens ist eine der Hauptsorgen unserer 

Unternehmer. Einer der häufigsten Fehler dieser Art der 

Unternehmen ist die fehlende Planung der Nachfolge 

und die Vermeidung möglicher Konflikte. Wie kann 

das Geschäft an die nächste Generation übertragen 

werden, ohne seinen Fortbestand zu gefährden oder 

sogar Spannungen und Feindschaften in der Familie zu 

erzeugen?  In diesem Artikel erzählen wir Ihnen von 

einem noch wenig verwendeten Instrument: Der 

Erbvertrag. 

 

1. Was ist ein Erbvertrag?  
 

Es handelt sich um ein Hilfsmittel, um die Übertragung 

des Familienvermögens zu regeln, da das zukünftige 

Erbe mittels eines Vertrages bestimmt wird, in dem die 

Parteien nicht nur den Erben bestimmen, sondern auch 

einzelne Erbzuweisungen vornehmen können. Dies 

muss in einer öffentlichen Urkunde festgehalten 

werden. 

 

2. Wer kann den Vertrag aufsetzen?  
 

Dieses Instrument ist nicht auf dem gesamten 

spanischen Staatsgebiet zulässig, sondern nur in 

Navarra, Bizkaia, Aragon, auf den Balearen, in Galicien 

und Katalonien. 

 

Aus diesem Grund können Erbverträge nur von jenen 

Personen aufgesetzt werden, die nach 

gemeinspanischem Recht in einer der vorgenannten 

Regionen ansässig sind. Um eine solche zivilrechtliche 

Gebietszugehörigkeit zu erhalten, reicht es nicht, einen 

Wohnsitz in den genannten Regionen zu haben, man 

muss dort mindestens 2 Jahre wohnen und den 

ausdrücklichen Willen darlegen, dieser Region 

anzugehören. Sollten Sie mehr als 10 Jahre ansässig 

sein, ist eine solche Erklärung nicht notwendig.  

 

3. Wozu dient ein Erbvertrag? Was kann ich in den 

Vertrag aufnehmen?  
 

Viele grundlegende Aspekte für die weitere 

Entwicklung des Familienunternehmens können 

geregelt werden: Der Vertrag kann zur Benennung des 

Erben verwendet werden; weiterhin können konkrete 

Elemente des Erbes bestimmten Begünstigten 

zugewiesen werden (z.B. Aktien oder Immobilien des 

Familienunternehmens).   

 

Darüber hinaus kann der Vertrag für die Auferlegung 

bestimmter Pflichten oder Bestimmungen für die 

Planificar la sucesión de una empresa familiar es una de 

las mayores preocupaciones de nuestros empresarios. 

Uno de los errores más frecuentes de este tipo de 

empresas era la falta de planificación del conflicto y de 

la sucesión, es decir cómo traspasar el negocio a la 

siguiente generación sin poner en peligro su 

continuidad ni crear fricciones o enemistades entre 

parientes. En este artículo les hablaremos de un 

instrumento todavía poco utilizado: el pacto sucesorio. 

 

 

1. ¿Qué es un Pacto Sucesorio?  

 

Es un vehículo para organizar la transmisión del 

patrimonio familiar, pues nos permite ordenar la 

herencia futura mediante un contrato en el que las 

partes pueden nombrar heredero y también realizar 

atribuciones particulares de herencia. Debe formalizarse 

necesariamente en escritura pública. 

 

 

 

2. ¿Quién puede otorgarlo?  

 

Este instrumento no puede utilizarse en todo el 

territorio nacional, pues sólo se admite en Navarra, 

Vizcaya, Aragón, Baleares , Galicia y Cataluña. 

 

Por tanto, solamente podrán otorgar Pactos Sucesorios 

válidos las personas que tengan vecindad civil en 

alguno de los citados territorios. Para adquirir la 

vecindad civil no basta con residir en un territorio, hay 

que permanecer allí durante 2 años y declarar 

expresamente la voluntad de acogerse a esta vecindad; 

o bien residir durante más de 10 años, sin necesidad de 

efectuar ninguna manifestación.  

 

 

 

 

3. ¿Para qué sirve un Pacto Sucesorio? ¿Qué puedo 

incluir en él?  

 

Son muchos los aspectos que podemos regular y que 

resultan fundamentales para el futuro desarrollo de la 

empresa familiar: podemos utilizarlo para designar 

heredero; también para asignar elementos concretos a 

de la herencia a ciertos beneficiarios (por ejemplo: las 

acciones de la empresa familiar o inmuebles).  

 

 

Además, el Pacto puede utilizarse para imponer 

obligaciones o condiciones a quienes hemos designado 
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Empfänger einiger Güter dienen. So könnte z.B. 

bestimmt werden, dass der Sohn, der das 

Familienunternehmen übernimmt, gleichzeitig auch den 

Posten des Geschäftsführers bekleiden muss, es kann 

verlangt werden, dass das Familienunternehmen 

fortgeführt und gepflegt werden muss oder auch, dass 

bestimmte Geschäftsbereiche nicht voneinander 

getrennt werden dürfen und in ihrer Gesamtheit 

übertragen werden müssen. 

 

Weiterhin ist es nicht unüblich, Elemente mit in den 

Vertrag aufzunehmen, die als Folge des beabsichtigten 

Unternehmenszwecks Auswirkungen auf bestimmte, 

damit in Verbindung stehende Familienangehörige 

haben. Ein Beispiel wäre die Gewährleistung, dass in 

Rente gehende Familienangehörige oder 

Witwen/Witwer der Familienmitglieder, die Teil des 

Unternehmens waren, ein würdiges Leben führen 

können. Dabei verpflichtet man die Begünstigten des 

Vertrages, darauf achtzugeben, dass sie die vereinbarte 

Pflege, Aufmerksamkeit und Bezüge erhalten.  

 

Der Erbvertrag geht über einfache wirtschaftliche 

Aspekte hinaus, bei der kalte und feste Regeln für die 

Übertragung eines Familienunternehmens aufgestellt 

werden.  Hiermit können auch soziale oder sogar 

Beistandselemente eingebunden werden, die das 

Wohlergehen des engsten Familienkreises 

gewährleisten. Gleichzeitig versichert man sich, dass 

das Unternehmen in die Hände derjenigen Personen 

fällt, die wir als dafür am besten geeignet betrachten. 

 

4. Müssen die Unterzeichner des Vertrages zur 

Familie gehören? Und die Begünstigen?  
 

Die unterzeichnenden Personen des Erbvertrages 

müssen zueinander in einem bestimmten 

Verwandtschaftsverhältnis stehen: Ehepartner, 

eingetragene Lebenspartnerschaften, Verwandte in 

gerader aufsteigender (Eltern, Großeltern ...) oder 

absteigender Linie (Kinder, Enkel...) oder Verwandte 

der Seitenlinie bis zum vierten Grad 

(Cousins/Cousinen, Onkel/Tanten und Neffen/Nichten). 

Sogar die Schwiegerfamilie kann mit in den Erbvertrag 

aufgenommen werden, denn per Gesetz ist die 

Ausfertigung mit den direkten Verwandten des Partners 

(Schwiegereltern) und bis zum zweiten Grad 

(Schwager) möglich. 

 

Demgegenüber kann Begünstiger des Vertrages 

praktisch jeder sein, sowohl die Ausstellenden selbst, 

oder dritte, verwandte oder nicht verwandte Personen.  

 

5. Unterschied zum Testament  
 

Es einen gravierenden Unterschied zwischen beiden 

Instrumenten! Das Testament ist ein unilaterales 

como receptores de algunos bienes, por ejemplo: que el 

hijo que vaya a recibir el negocio familiar tenga que 

ocupar el cargo de administrador de la empresa; 

obligarlo a mantener y dar continuidad a la empresa 

familiar o bien exigir que ciertas ramas del negocio se 

mantengan indivisas, debiendo transmitirse en su 

integridad. 

 

 

 

También es muy habitual incluir en el Pacto elementos 

que, como consecuencia del destino que diseñemos para 

la empresa familiar, tendrán efectos colaterales para 

ciertos familiares a ella vinculados. Por ejemplo: 

asegurar que los parientes que se jubilen, o las 

viudas/os de los familiares que trabajaron en la 

empresa, mantendrán un nivel de vida digno, obligando 

a los favorecidos en el Pacto a velar para que reciban 

los cuidados, atenciones y retribuciones que se 

estipulen.  

 

 

El Pacto Sucesorio va más allá de ser un mero elemento 

corporativo, que establece frías y rígidas reglas de 

transmisión del negocio familiar. Nos permite 

incorporar elementos de carácter social, asistencial 

incluso, con el objetivo de conseguir el bienestar del 

núcleo familiar, a la par que nos aseguramos que la 

empresa estará en manos de las personas que 

consideramos más adecuadas. 

 

 

4. ¿Los firmantes del Pacto deben ser familia? ¿y los 

beneficiarios?  

 

Las personas que firman el Pacto Sucesorio deben tener 

un vínculo de parentesco entre sí: cónyuges, parejas de 

hecho, parientes en línea directa ascendiente (padres, 

abuelos …) o descendiente (hijos, nietos …) o parientes 

en línea colateral hasta cuarto grado (primos, tíos y 

sobrinos). Incluso podemos implicar a la familia 

política en el Pacto Sucesorio, pues la ley permite 

otorgarlo con los parientes de nuestra pareja en línea 

directa (suegros) y colateral hasta el segundo grado 

(cuñados). 

 

 

 

 

Sin embargo, el favorecido por lo pactado puede ser 

cualquiera, ya sean los mismos otorgantes o terceras 

personas, sean o no familiares.  

 

5. Diferencia al testamento  
 

Hay una diferencia clave entre ambas figuras. El 

testamento es un acto unilateral, sólo depende de la 
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Dokument, das vom Willen des Unterzeichnenden 

abhängig ist. Sollte diese eine Person ihre Meinung 

ändern und ein neues Testament aufsetzen, wäre das 

vorangehende ungültig. Der Erbvertrag allerdings ist 

per se ein Vertrag, er hängt damit nicht nur vom Willen 

eines Unterzeichnenden, sondern von dem aller 

Unterzeichnenden oder den rechtlichen Gründen für 

ihre Auflösung ab.  

 

Auf diese Weise gibt der Erbvertrag die Sicherheit, dass 

das Unterzeichnete auch eingehalten wird, wenn sich 

der Todesfall ereignet, während man bei einem 

Testament erst dann Klarheit hat, wenn die letzte und 

damit gültige Fassung vorliegt. 

 

Fallbeispiele:  
 

 Ein Unternehmer unterzeichnet mit dem von 

ihm als am geeignetsten für die Führung des 

Unternehmens betrachteten Sohn einen Erbvertrag. 

Damit wird erreicht, dass der für die Aufgabe 

bestimmte Sohn sich ab diesem Zeitpunkt mit der 

entsprechenden Sicherheit, Motivation und dem 

Vertrauen, der ihm die unwiderrufliche Entscheidung 

seines Vaters gibt, vollständig an der Geschäftsführung 

beteiligt und sich sicher sein kann, dass er in 

unbestimmter Zukunft das Eigentum an dem 

Unternehmen, in dem er nun arbeitet, erhält. 

 

 Drei Brüder, die gemeinsam das Eigentum an 

einem Familienunternehmen halten, das sie von ihrem 

Vater und Gründer geerbt haben, unterzeichnen einen 

Erbvertrag, um festzulegen, wer von ihren Kindern die 

Nachfolge in diesem Geschäft antreten wird, um damit 

zu verhindern, dass sich das Eigentum übermäßig 

verteilt. 

 

 Ein Ehepaar, das gemeinsam das Eigentum an 

einem Familienunternehmen hält, setzt einen Erbvertrag 

auf, um zu bestimmen, dass die Aktien des 

Unternehmens für den Fall, dass die Ehe aufgelöst wird, 

an die gemeinsamen Kinder übergehen und Kinder, die 

die Ehepartner mit jeweils anderen, zukünftigen 

Partnern haben könnten, davon ausgenommen sind. 

 

 

 

voluntad de quien lo firma, que puede cambiar de 

opinión al minuto siguiente y otorgar un nuevo 

testamento que deje sin efecto el anterior. En cambio, el 

Pacto Sucesorio es un contrato, no depende de un solo 

firmante sino de todos ellos, de forma que sólo se podrá 

modificar y revocar por acuerdo de todos los que lo 

firmaron o bien por las causas legales para resolverlo.  

 

 

Así pues, el Pacto Sucesorio da la seguridad que lo 

firmado se va a cumplir cuando se produzca el 

fallecimiento, mientras que el testamento siempre será 

una incógnita hasta que se abra el último que el 

causante otorgó. 

 

Casos reales:  
 

 Un empresario firma un Pacto Sucesorio con 

aquél de sus hijos que considera más válido para dirigir 

la empresa. Con ello conseguimos que el hijo 

designado se implique de lleno desde ese momento en 

la gestión del negocio, con la seguridad, la confianza y 

la motivación que supone saber que la decisión de su 

padre es irrevocable y que, en el futuro, él accederá a 

la propiedad de la empresa en la que está trabajando. 

 

 

 

 

 Tres hermanos que comparten la propiedad de 

una empresa familiar, heredada de su padre y 

fundador, firman un Pacto Sucesorio para acordar 

quienes de sus respectivos hijos les sucederán en el 

negocio, para evitar así que se disperse en exceso la 

propiedad. 

 

 

 Cónyuges propietarios de empresa familiar que 

otorgan un Pacto Sucesorio para acordar que, si 

eventualmente se rompiera el matrimonio, las acciones 

de la empresa familiar se transmitirían a sus hijos 

comunes y no a los que puedan tener en el futuro con 

otras personas. 

 

 

 

 

 

 

 

*Abogada 

Socia de Estudi Jurídic Sánchez & de 

Canals, Barcelona 

cristina.decanals@estudi-juridic.com 
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Kongressbeitrag / Ponencia del Congreso 

 

La Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 3 de septiembre de 2014  
(C-127-12) y la modificación de la normativa del ISD* 

 
J. Javier Pérez-Fadon Martinez** 

 

I. Introducción
*

 

 

El 3/9/2014, el Tribunal de Justicia de la Unión 

Europea (TJUE) ha fallado contra España en el litigio 

que mantenía con la Comisión Europea (CE) respecto 

al tratamiento en nuestro país a los contribuyentes y 

causantes que no tuvieran su residencia fiscal en 

territorio español y de los bienes no sitos en España, 

en cuanto al Impuesto sobre Sucesiones y 

Donaciones (ISD), lo que ha conllevado a la 

modificación de la normativa del ISD, que, 

indirectamente, ha afectado también al Impuesto 

sobre el Patrimonio (IP). 

 

Este asunto comenzó con una Carta de 

emplazamiento de la CE al Gobierno de España, de 

11/7/2007, en la que se comunicaba la 

incompatibilidad de la normativa española del ISD 

con la normativa comunitaria y con la del Acuerdo 

del Espacio Económico Europeo (EEE). Entendía la 

CE que la regulación del ISD vulneraba la libre 

circulación de personas y de capitales contenidos en 

los artículos 18 y 56 del Tratado constitutivo de la 

UE (actuales artículos 21 y 63 del Tratado de 

Funcionamiento de la Unión Europea [TFUE]) y los 

artículos 28 y 40 del Acuerdo EEE. España no 

admitió tal criterio, al  considerar que la normativa 

española del ISD no vulneraba los citados preceptos 

del Derecho de la UE, por lo que la CE remitió un 

Dictamen motivado, de 7/5/2010, en los mismos 

términos que los de la Carta de emplazamiento. 

 

La CE, con posterioridad, a la vista de las 

modificaciones legales introducidas por España en el 

ámbito de la regulación de la financiación de las 

Comunidades Autónomas (CCAAA), principalmente, 

la nueva Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que 

se regula actualmente el sistema de financiación de 

las Comunidades Autónomas de régimen común y 

Ciudades con Estatuto de Autonomía y se modifican 

determinadas normas tributarias, suspendió estas 

actuaciones hasta analizar la nueva regulación estatal. 

 

Con fecha 16/2/2011, la CE  remitió un nuevo 

Dictamen motivado, que mantenía los mismos 

                                              
*

 Ponencia del Mini-Congreso celebrado en Madrid el 7 de marzo 

de 2015 

argumentos que el anterior, literalmente, consideró 

que: 

 

“El Reino de España ha incumplido las obligaciones 

que le incumben con arreglo a los artículos 21 y 63 

del TFUE y a los artículos 28 y 40 del Acuerdo sobre 

el EEE al introducir diferencias, en el trato fiscal 

dispensado a las donaciones y sucesiones, entre los 

causahabientes de donaciones, sucesiones y 

disposiciones similares de bienes residentes en 

España y los no residentes; entre los causantes 

residentes en España y los no residentes; y entre las 

donaciones y disposiciones similares de bienes 

inmuebles situados dentro y fuera de España.”  

 

El Gobierno español mantuvo su total discrepancia 

con el criterio transcrito y, por eso, la CE interpuso 

una demanda ante el TJUE, con fecha 7/3/2012, que 

ha dado lugar a la Sentencia de 3/9/2014 (Asunto C-

127-12), objeto de este análisis.  

 

II. El  Planteamiento de la Sentencia 

 

La demanda presentada ante el TJUE se basó en las 

mismas razones que las expuestas respecto a la Carta 

de emplazamiento y a los Dictámenes motivados, 

antes resumidos, es decir, considerar que la 

normativa española vulneraba los principios de 

libertad de movimientos y de establecimiento de las 

personas y de libertad de movimientos de capital en 

el ámbito de la UE y del Acuerdo EEE, y, para 

justificarlo, acompañó su demanda con ejemplos 

referidos al tratamiento de los no residentes fiscales 

en España con respecto a los residentes en la 

Comunidad de Madrid. 

 

El ISD español es un tributo estatal cedido a las 

Comunidades Autónomas (CCAA), incluyendo 

capacidad normativa en algunos aspectos del tributo, 

las CCAA tienen competencias para fijar, entre otros, 

los elementos determinantes del tributo,  que van 

desde la cuantía de la base liquidable hasta la cuota a 

ingresar, compartiendo dichas competencias con el 

Estado, según se establece en la Constitución 

Española, la LOFCA y, actualmente, la Ley 22/2009, 

de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de 

financiación de las Comunidades Autónomas de 

régimen común y Ciudades con Estatuto de 

Autonomía y se modifican determinadas normas 

tributarias. 
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La casi totalidad de las CCAA de régimen común 

han establecido en este tributo sus propias 

regulaciones de reducciones de la base imponible, 

tarifas, coeficientes multiplicadores, deducciones y 

bonificaciones de la cuota, etc., creando un sistema 

de exigencia del tributo distinto en cada una de las 

CCAA en función de la residencia fiscal de 

causantes, causahabientes o de dónde radiquen los 

bienes transmitidos sujetos al ISD, la CA de Madrid 

es la que mejor trato ha establecido para los 

obligados al pago del ISD. 

 

Teniendo en cuenta todo lo anterior, la CE apeló a la 

comparación del tratamiento de los obligados 

tributarios por obligación real, que tributan al Estado, 

frente a los de la CA de Madrid, que para 

determinados grupos de parentesco –grupos I y II de 

parentesco de la Ley del ISD- prácticamente ha 

suprimido el pago efectivo del tributo. 

 

El Gobierno de España contestó a la demanda, en 

primer lugar, solicitando su inadmisión, por 

considerar que no concretaba ni determinada cuáles 

eran los argumentos que llevaban a la CE a 

considerar que la normativa española del ISD 

vulneraban los preceptos de la UE. Además, 

defendiendo que la normativa española de este 

tributo, que da lugar a diferencias de trato entre los 

residentes de cada CA y entre estos y los no 

residentes, respondía al reparto constitucional de la 

potestad tributaria, avalado por la jurisprudencia del 

TJUE, concretamente en la conocidísima Sentencia 

Azores (Sentencia del TJUE de 6 de septiembre de 

2006, Portugal contra Comisión, Asunto C-88/03), 

por último, a que la condición de no residente es una 

característica objetiva que justifica un diferente trato, 

dado que solo se tributa por parte de la herencia, 

frente a los residentes que deben tributar por toda su 

herencia mundial, lo que limita la progresividad del 

impuesto. 

 

III. Resumen del contenido de la sentencia 

 

En primer lugar, el TJUE no acepta la inadmisión de 

la demanda solicitada por España porque aunque 

reconoce que el escrito de demanda presenta lagunas 

en su argumentación, considera que en conjunto el 

objeto y fin de la misma están delimitadas, por lo que 

rechaza la solicitud de inadmisión, observando que la 

demanda se dirige, solamente, contra las normas 

estatales del ISD. 

 

Sobre el fondo del asunto, el TJUE entiende que dado 

que la CE no ha acreditado en absoluto de qué 

manera afecta la legislación estatal a las garantías 

conferidas por el artículo 21 TFUE, relativas a la 

libertad de movimientos de personas y a su 

establecimiento en cualquier Estado miembro, y, ni 

siquiera, ha demostrado nexo alguno entre esta 

disposición y la legislación discutida, no procede 

examinar el presente recurso a la luz del artículo 

21 TFUE. 

 

Por el contrario, en lo que respecta a la libertad de 

movimientos de capitales, sí considera que los 

impuestos sucesorios, que consistan en la transmisión 

mortis causa a una o varias personas, al igual que el 

trato fiscal de las donaciones, cualesquiera que sean 

los bienes transmitidos, están comprendidos en el 

ámbito de aplicación de las disposiciones del TFUE 

relativas a los movimientos de capitales, salvo en los 

casos en que sus elementos constitutivos estén 

circunscritos al interior de un solo Estado miembro 

(como se establece en la sentencia Mattner, 

EU:C:2010:216, apartado 20, y demás jurisprudencia 

sobre este extremo). 

 

El TJUE considera que, según su jurisprudencia, 

constituyen restricciones de los movimientos de 

capitales las medidas nacionales que hagan disminuir 

el valor de la herencia o de la donación de un 

residente de un Estado distinto de aquel en cuyo 

territorio se grave la sucesión o la donación, o de un 

residente de un Estado distinto de aquel en cuyo 

territorio se encuentran los bienes afectados y que 

grava la sucesión o la donación de éstos (en materia 

de sucesión, las sentencias Jäger, C-256/06, 

EU:C:2008:20, apartado 31, y Welte, 

EU:C:2013:662, apartado 23, y, en materia de 

donación, la sentencia Mattner, EU:C:2010:216, 

apartado 26). 

 

En el presente caso, el TJUE entiende que los 

artículos 32 y 48 de la Ley 22/2009 prevén la 

posibilidad de que las CCAA establezcan cierto 

número de reducciones fiscales, que sólo se aplican 

en caso de conexión exclusiva con el territorio de 

esas Comunidades por parte del causante, 

contribuyente o los bienes que se transmitan, por lo 

que la sucesión o la donación en la que intervenga un 

causahabiente o un donatario o un causante que no 

reside en el territorio español, o también una 

donación o una sucesión que tenga por objeto 

inmuebles situados fuera del territorio español, en 

todos estos supuestos, los contribuyentes no pueden 

aplicarse los beneficios fiscales de las CCAA, por lo 

que el valor de esas transmisiones se reducirá, por lo 

que la legislación estatal española mencionada 

constituye una restricción de la libre circulación de 

capitales, prohibida en principio por el artículo 

63 TFUE, apartado 1. 

 

Tampoco acepta el TJUE que las diferencias entre 

residentes y no residentes en el ISD respondan a 

diferencias objetivas, por lo que rechaza el 

argumento sobre tal diferenciación y a su correlativo 
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darles un  distinto  tratamiento fiscal en este 

impuesto. 

 

Sobre la vulneración de lo dispuesto en el artículo 40 

del Acuerdo EEE, dice el TJUE que, tengan o no 

Convenios de intercambio de información con 

España, si se ha determinado, con base en lo 

dispuesto en el artículo 63 TFUE, la existencia de 

una restricción a la libre circulación de capitales, ha 

de fallarse en el mismo sentido en relación con el 

artículo 40 del Acuerdo EEE, toda vez que las 

disposiciones de este último artículo tienen el mismo 

alcance jurídico que las disposiciones idénticas, en 

sustancia, del artículo 63 TFUE (sentencia 

Comisión/Alemania, C-600/10, EU:C:2012:737, 

apartado 27). 

 

Según lo expuesto, concluye el TJUE que debe 

apreciarse que la legislación española constituye una 

restricción prohibida por el artículo 40 del 

Acuerdo EEE. Con dicha argumentación, limita el 

alcance de lo dispuesto a los países de la UE y del 

Acuerdo EEE, en ese sentido, el fallo, literalmente, 

establece: 

 

“1. Declarar que el Reino de España ha incumplido 

las obligaciones que le incumben en virtud de los 

artículos 63 TFUE y 40 del Acuerdo sobre el Espacio 

Económico Europeo de 2 de mayo de 1992, al 

permitir que se establezcan diferencias en el trato 

fiscal de las donaciones y las sucesiones entre los 

causahabientes y los donatarios residentes y no 

residentes en España, entre los causantes residentes y 

no residentes en España y entre las donaciones y las 

disposiciones similares de bienes inmuebles situados 

en territorio español y fuera de éste.  

2. Desestimar el recurso en todo lo demás. 

3. Condenar en costas al Reino de España.” 

 

A lo anterior cabe añadir como comentario casi 

inmediato, por una parte, la paradoja de que habiendo 

establecido el TJUE que solo uno de los preceptos de 

la UE ha sido vulnerado por la normativa española, el 

resultado es que la misma debe ser modificada en su 

integridad y, por otra, que la Sentencia no se 

pronuncia sobre el alcance temporal de su fallo, por 

lo que habrá de aplicarse lo establecido por la 

doctrina del propio Tribunal y por la normativa 

española sobre este extremo.  

 

IV.  La normativa española para cumplimentar el 

fallo – la modificación de la Ley del ISD 

 

«Disposición adicional segunda. Adecuación de la 

normativa del Impuesto a lo dispuesto en la Sentencia 

del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, de 3 de 

septiembre de 2014 (asunto C-127/12), y regulación 

de la declaración liquidación de los contribuyentes 

que deban tributar a la Administración Tributaria del 

Estado.  

 

 Uno. Adecuación de la normativa del Impuesto a lo 

dispuesto en la Sentencia del Tribunal de Justicia de 

la Unión Europea, de 3 de septiembre de 2014.  

 

1. La liquidación del impuesto aplicable a la 

adquisición de bienes y derechos por cualquier título 

lucrativo en los supuestos que se indican a 

continuación se ajustará a las siguientes reglas:  

 

a) En el caso de la adquisición de bienes y derechos 

por herencia, legado o cualquier otro título sucesorio, 

si el causante hubiera sido residente en un Estado 

miembro de la Unión Europea o del Espacio 

Económico Europeo, distinto de España, los 

contribuyentes tendrán derecho a la aplicación de la 

normativa propia aprobada por la Comunidad 

Autónoma en donde se encuentre el mayor valor de 

los bienes y derechos del caudal relicto situados en 

España. Si no hubiera ningún bien o derecho situado 

en España, se aplicará a cada sujeto pasivo la 

normativa de la Comunidad Autónoma en que resida. 

 

b) En el caso de la adquisición de bienes y derechos 

por herencia, legado o cualquier otro título sucesorio, 

si el causante hubiera sido residente en una 

Comunidad Autónoma, los contribuyentes no 

residentes, que sean residentes en un Estado miembro 

de la Unión Europea o del Espacio Económico 

Europeo, tendrán derecho a la aplicación de la 

normativa propia aprobada por dicha Comunidad 

Autónoma.  

  

c) En el caso de la adquisición de bienes inmuebles 

situados en España por donación o cualquier otro 

negocio jurídico a título gratuito e «intervivos», los 

contribuyentes no residentes, que sean residentes en 

un Estado miembro de la Unión Europea o del 

Espacio Económico Europeo, tendrán derecho a la 

aplicación de la normativa propia aprobada por la 

Comunidad Autónoma donde radiquen los referidos 

bienes inmuebles.  

 

d) En el caso de la adquisición de bienes inmuebles 

situados en un Estado miembro de la Unión Europea 

o del Espacio Económico Europeo, distinto de 

España, por donación o cualquier otro negocio 

jurídico a título gratuito e «intervivos», los 

contribuyentes residentes en España tendrán derecho 

a la aplicación de la normativa propia aprobada por la 

Comunidad Autónoma en la que residan.  

 

e) En el caso de la adquisición de bienes muebles 

situados en España por donación o cualquier otro 
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negocio jurídico a título gratuito e «intervivos», los 

contribuyentes no residentes, que sean residentes en 

un Estado miembro de la Unión Europea o del 

Espacio Económico Europeo, tendrán derecho a la 

aplicación de la normativa propia aprobada por la 

Comunidad Autónoma donde hayan estado situados 

los referidos bienes muebles un mayor número de 

días del período de los cinco años inmediatos 

anteriores, contados de fecha a fecha, que finalice el 

día anterior al de devengo del impuesto.  

 

2. A efectos de lo dispuesto en este artículo, se 

considerará que las personas físicas residentes en 

territorio español lo son en el territorio de una 

Comunidad Autónoma cuando permanezcan en su 

territorio un mayor número de días del período de los 

cinco años inmediatos anteriores, contados de fecha a 

fecha, que finalice el día anterior al de devengo.  

 

3. Cuando en un solo documento se donen por un 

mismo donante a favor de un mismo donatario 

distintos bienes o derechos y por aplicación de las 

reglas expuestas en el apartado 1 anterior resulte 

aplicable la normativa de distintas Comunidades 

Autónomas, la cuota tributaria a ingresar se 

determinará del siguiente modo:   

 

a) Se calculará el tipo medio resultante de aplicar al 

valor del conjunto de los bienes y derechos donados 

la normativa del Estado y la de cada una de las 

Comunidades Autónomas en las que radiquen o estén 

situados parte de tales bienes y derechos.  

 

b) Se aplicará al valor de los bienes y derechos que 

radiquen o estén situados en cada Comunidad 

Autónoma el tipo medio obtenido por la aplicación 

de su normativa propia, de lo cual se obtendrá una 

cuota tributaria a ingresar, correspondiente a dichos 

bienes y derechos.  

 

Dos. Regulación de la declaración-liquidación de los 

contribuyentes que deban tributar a la Administración 

Tributaria del Estado.  

 

Los contribuyentes, que deban cumplimentar sus 

obligaciones por este impuesto a la Administración 

Tributaria del Estado, vendrán obligados a presentar 

una autoliquidación, practicando las operaciones 

necesarias para determinar el importe de la deuda 

tributaria y acompañar el documento o declaración en 

el que se contenga o se constate el hecho imponible. 

Al tiempo de presentar su autoliquidación, deberán 

ingresar la deuda tributaria resultante en el lugar, 

forma y plazos determinados reglamentariamente por 

el Ministro de Hacienda y Administraciones 

Públicas.»  

 

Estas modificaciones se han introducido mediante un 

cambio de la disposición adicional segunda de la Ley 

del ISD, recogida en la  disposición final tercera de la 

Ley 26/2014, de 27 de noviembre, por la que se 

modifican la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del 

Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, el 

texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta 

de no Residentes, aprobado por el Real Decreto 

Legislativo 5/2004, de 5 de marzo, y otras normas 

tributarias. 

 

Las modificaciones que se han aprobado en la 

normativa del ISD afectan, exclusivamente, como se 

deduce de la Sentencia analizada, a la normativa 

española estatal, sin que se tengan que modificar las 

normas de las CCAA, puesto que el TJUE así lo ha 

determinado, validando de esa forma las diferencias 

regulatorias autonómicas. 

 

Lo dispuesto en el aparatado Uno es consecuencia 

directa del fallo de la Sentencia, lo dispuesto en el 

apartado Dos, es una manifestación indirecta del 

fallo, que se basa, además, en que en la normativa del 

ISD, ya preveía que se debía de tender a la 

autoliquidación obligatoria en todos los casos.  

 

La modificación, solamente, afecta a los causantes o 

contribuyentes no residentes en España que sean 

residentes de un Estado miembro de la UE o del EEE 

o a la transmisión de bienes inmuebles situados en 

uno de estos países. 

 

Se articula un tratamiento especial para dichos no 

residentes que supone la opción de aplicarse, además 

de la normativa estatal, la normativa de la 

Comunidad que, según las nueva reglas aprobadas le 

puedan corresponder, es una opción del 

contribuyente. En este caso, la aplicación debe ser 

efectuada por el propio contribuyente y en su 

totalidad, no cabe que opte por la tarifa estatal y los 

coeficientes multiplicadores autonómicos. 

 

La residencia de los diversos sujetos de las 

transmisiones gratuitas se determinarán en cuanto a 

ser residentes en España mediante las reglas 

establecidas para ello en la normativa del Impuesto 

sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF) y la 

determinación de su residencia en las CCAA 

mediante la recogida en esta disposición adicional 

segunda de la Ley del ISD y lo dispuesto en cuanto a 

este extremo en la Ley 22/2009. 

 

Las modificaciones concretas del apartado Uno, 

empezando por el número 1, el mismo se refiere a los 

supuestos de transmisiones gratuitas, tanto mortis 

causa, como inter vivos y se divide a su vez en varios 

casos, así en la letra a) se establece que si el causante 

de una sucesión mortis causa no hubiera sido 
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residente fiscal en nuestro país, siéndolo en cualquier 

otro país miembro de la UE o del EEE, los 

contribuyentes por el ISD podrán optar por aplicarse, 

bien la normativa estatal o bien la normativa estatal y 

la aprobada por la Comunidad Autónoma (CA) en 

cuyo territorio se encuentre el mayor valor de los 

bienes y derechos del caudal relicto sitos en España. 

 

Este primer supuesto, en mi opinión, se refiere a todo 

tipo de bienes y derechos del caudal relicto, tanto 

inmuebles, como muebles, incluidos los derechos y 

demás bienes inmateriales, así como las obligaciones 

que se adquieran en la sucesión, puesto que no dejan 

de ser parte del caudal relicto para los herederos. Por 

el contrario, no se tendrán en cuenta los seguros de 

vida que deban acumularse a la herencia para su 

liquidación por el ISD, ya que no forman parte del 

reiteradamente citado caudal relicto, mientras que el 

mayor valor estará referido al valor real de los 

mismos –bienes + derechos – obligaciones-, que es el 

criterio de valoración de este impuesto. 

 

En cuanto a donde están situados los bienes 

inmuebles, será donde radiquen, si fueran muebles en 

donde se encuentren efectivamente situados en el 

momento del devengo del ISD, tratándose de una 

cuestión de hecho que podrá ser probado por 

cualquier medio admitido en Derecho, a este 

respecto, recuérdese lo establecido en el artículo 18.2 

del Reglamento del ISD, aprobado por el Real 

Decreto 1629/1991, de 8 de noviembre, que 

establece: 

 

4. A efectos de lo previsto en el número anterior se 

consideran situados en territorio español:  

 

a) Los bienes inmuebles que en él radiquen.  

 

b) Los bienes muebles afectados permanentemente a 

viviendas, fincas, explotaciones o establecimientos 

industriales situados en territorio español y, en 

general, los que habitualmente se encuentren en este 

territorio aunque en el momento del devengo del 

Impuesto estén fuera del mismo por circunstancias 

coyunturales o transitorias.” 

 

En estos mismos casos de causantes no residentes en 

España, si no hubiera bien alguno situado en España, 

se podrá aplicar cada sujeto pasivo la normativa de la 

Comunidad en que la resida, por lo que en este 

supuesto, cada sucesor podrá optar por una normativa 

autonómica que puede ser distinta de la de los demás 

sucesores. 

 

La letra b) se ocupa de los casos de sucesión en los 

que los causantes hubieran tenido su residencia fiscal 

en España, determinada de acuerdo con lo previsto en 

el IRPF, en cuyos casos, los contribuyentes no 

residentes fiscales en nuestro país, que sean 

residentes en un Estado miembro de la UE o del 

EEE, podrán optar por la aplicación de la normativa 

aprobada por la Comunidad Autónoma de residencia 

del causante, en este supuesto, determinada de 

acuerdo con lo previsto en la Ley 22/2009 –donde 

hubiera residido más tiempo de los últimos cinco 

años antes de su muerte-. 

 

Por tanto, para establecer la residencia fiscal del 

causante en la CA en que hubiera estado viviendo, 

cuando el mismo no hubiera residido menos de cinco 

años en España, deben combinarse los dos criterios 

expuestos anteriormente, de tal forma que, si sólo, 

hubiera residido un año en España, será residente en 

la CA en que hubiera estado más tiempo, porque será 

en la que ha estado residiendo más tiempo de los 

últimos cinco años. 

 

Por lo que respecta a la letra c), se trata de no 

residentes fiscales en España que residan en un 

Estado miembro de la UE o del EEE, que adquiera 

por donación o por otro negocio gratuito e inter vivos 

algún bien inmueble radicado en nuestro país, en 

cuyo caso cuando tribute por el ISD podrá optar por 

aplicarse la normativa de la CA en la que esté 

radicado el inmueble de que se trate. 

 

La letra d) del mismo número 1 de este artículo se 

refiere a los supuestos de la adquisición de bienes 

inmuebles situados en un Estado miembro de la UE o 

del EEE, distinto de España, por donación o 

cualquier otro negocio jurídico a título gratuito e inter 

vivos, los contribuyentes residentes en España 

tendrán derecho a la aplicación de la normativa 

propia aprobada por la Comunidad Autónoma en 

dónde tengan su residencia fiscal. 

 

La residencia fiscal en España se tiene cuando se 

haya estado durante más de 183 días en nuestro país 

y la de residencia autonómica en donde hubiera 

estado durante más tiempo de los últimos cinco años, 

por lo que la combinación de ambos criterios 

resuelve si una persona es o no residente en nuestro 

país y en que CA tiene su residencia, en este caso, 

como se concluyó para el caso de las sucesiones, si 

hubiera estado sólo un periodo de 183 días en 

territorio español, ese será el territorio autonómico de 

residencia. En otro ejemplo si de dichos 183 días 

hubiera vivido 92 días una CA y 91 en otra CA, será 

en la primera de estas dos CCAA donde tenga su 

residencia fiscal. 

 

En cuanto a la letra e) del mismo número 1, se 

establece como regla aplicable que, cuando se 

adquieran por parte de contribuyentes no residentes 
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en territorio español bienes muebles situados en 

España por donación o cualquier otro negocio 

jurídico a título gratuito e inter vivos, los 

contribuyentes no residentes, que sean residentes en 

un Estado miembro de la UE o del EEE, tendrán 

derecho a la aplicación de la normativa propia 

aprobada por la CA donde hayan estado situados los 

referidos bienes muebles un mayor número de días 

del período de los cinco años inmediatos anteriores, 

contados de fecha a fecha, que finalice el día anterior 

al de devengo del impuesto, incluyendo una regla 

cautelar por la que se establece una fijación de los 

bienes en el momento del devengo similar a la que se 

establece en la Ley 22/2009 para las personas y la 

delimitación de la residencia fiscal autonómica, para 

evitar  que los contribuyentes moviendo de lugar los 

bienes muebles elijan donde tributar.  

 

En el número 2 del mencionado apartado Uno se 

recoge una de las reglas para poder aplicar la 

reforma, es la conciliación de los criterios que 

regulan la residencia fiscal en España, que como se 

ha dicho es la de la normativa del IRPF, cuya 

principal delimitación se basa en que las personas 

hayan permanecido más de 183 días del año natural  

en territorio español, si bien, la Ley del IRPF añade 

como criterios subordinados al anterior los 

siguientes: que radique en España el núcleo principal 

o la base de sus actividades o intereses económicos, 

de forma directa o indirecta o cuando, de acuerdo con 

los criterios anteriores, resida habitualmente en 

España el cónyuge no separado legalmente y los hijos 

menores de edad que dependan de aquél. 

 

Lo anterior debe conciliarse con la residencia en el 

territorio de una CA, cuando permanezcan en su 

territorio un mayor número de días del período de los 

cinco años inmediatos anteriores, contados de fecha a 

fecha, que finalice el día anterior al de devengo. 

 

El número 3 del apartado Uno de este  precepto trata 

de los supuestos en que en un sólo documento se 

incluyan varias donaciones de bienes de un mismo 

donante al mismo donatario, para evitar que su 

liquidación individual minore el tipo que hubiera sido 

aplicable en el caso de que se hubieran realizado las 

donaciones con aplicación de varias normativas –

estatal y autonómicas-, para lo cual: 

 

Se calculan de forma separada los tipos medios 

resultantes de aplicar al conjunto de los bienes la 

normativa del Estado para el bien inmueble situado 

en un tercer país y la de la CA cuya normativa 

resultase aplicable, que será la de residencia del 

donatario, para el bien inmueble sito en la UE o en el 

EEE, después, se aplican, respectivamente, los tipos 

medios resultantes al bien inmueble sito en un tercer 

país, es decir, el tipo medio resultante de la 

aplicación de la LISD y al bien inmueble sito en la 

UE o en el EEE, que será el  tipo medio resultante de 

la aplicación de la normativa de la CA de residencia 

del donatario, si este ha optado por ello. 

 

En otro orden de cosas, obsérvese que no hay 

referencia al caso de percibir indemnizaciones, rentas 

o cantidades por causa de seguros de vida no 

acumulables a la herencia, porque en dicho caso no 

ha existido nunca discriminación, puesto que tales 

supuestos no han sido cedidos a las CCAA, por lo 

que antes y ahora son competencia exclusiva del 

Estado que es el único que ha regulado su exacción 

por el ISD, tratándose igual a los residentes y a los no 

residentes que lo sean en cualquier país. 

 

Tampoco se hace referencia al actual régimen de 

beneficios fiscales de Ceuta y Melilla, porque la 

regulación de los mismos, determina que no produce 

discriminación negativa para los no residentes, 

aplicándose en los mismos supuestos a residentes y 

no residentes. 

 

El apartado Dos se ocupa de establecer un nuevo 

sistema obligatorio de declaración para los obligados 

tributarios ante la Administración General del 

Estado, en cumplimiento de lo dispuesto en la propia 

normativa del citado impuesto, es una innovación que 

deriva indirectamente del fallo de la Sentencia del 

TJUE y de la propia normativa del ISD. 

 

En efecto, la disposición transitoria décima de la Ley 

29/1987, del ISD, ya anunciaba, como sistema único 

y obligatorio de este impuesto, el procedimiento de 

autoliquidación en la gestión de este tributo como 

meta a conseguir para facilitar dicha tarea. Ahora se 

establece en esta reforma dicho sistema para todos 

los contribuyentes que deban cumplimentar sus 

obligaciones a la Administración Tributaria del 

Estado, es decir, no solo los afectados por lo 

dispuesto en el apartado  Uno antes examinado, sino 

de todos los que tengan que declarar ante la Agencia 

Estatal de Administración Tributaria (AEAT).  

 

Por eso, dichos contribuyentes vendrán obligados a 

presentar una autoliquidación, practicando las 

operaciones necesarias para determinar el importe de 

la deuda tributaria y acompañar el documento o 

declaración en el que se contenga o se constate el 

hecho imponible.   

 

Cuando presenten su autoliquidación, deberán 

ingresar la deuda tributaria resultante en el lugar, 

forma y plazos determinados reglamentariamente por 

el Ministro de Hacienda y Administraciones 

Públicas. 
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De la norma anterior se deduce que se aplica a todos 

los contribuyentes obligados ante la Administración 

Tributaria del Estado, tengan o no derecho a aplicarse 

las reglas establecidas como consecuencia de la 

Sentencia que se analiza, por lo que deberán ser los 

propios contribuyentes, los que en su caso opten por 

aplicarse la normativa del Estado y de las CCAA que 

de acuerdo con lo previsto en el apartado Uno de esta 

disposición adicional pudieran serles de aplicación, 

lo que determinará en fase  de comprobación si se 

aplica o no la legislación de alguna CA.  

 

Sobre las formas y lugar de presentación de las 

autoliquidaciones obligatorias se ha aprobado 

recientemente la Orden HAP/2488/2014, de 29 de 

diciembre, por la que se aprueban los modelos 650, 

651 y 655 de autoliquidación del Impuesto sobre 

Sucesiones y Donaciones, y se determina el lugar, 

forma y plazo para su presentación. 

 

El apartado Dos se ocupa de establecer un nuevo 

sistema obligatorio de declaración para los obligados 

tributarios ante la Administración General del 

Estado, en cumplimiento de lo dispuesto en la propia 

normativa del citado impuesto, es una innovación que 

deriva indirectamente del fallo de la Sentencia del 

TJUE y de la propia normativa del ISD. 

 

En efecto, la disposición transitoria décima de la Ley 

29/1987, del ISD, ya anunciaba, como sistema único 

y obligatorio de este impuesto, el procedimiento de 

autoliquidación en la gestión de este tributo como 

meta a conseguir para facilitar dicha tarea. Ahora se 

establece en esta reforma dicho sistema para todos 

los contribuyentes que deban cumplimentar sus 

obligaciones a la Administración Tributaria del 

Estado, es decir, no solo los afectados por lo 

dispuesto en el apartado  Uno antes examinado, sino 

de todos los que tengan que declarar ante la Agencia 

Estatal de Administración Tributaria (AEAT).  

 

Por eso, dichos contribuyentes vendrán obligados a 

presentar una autoliquidación, practicando las 

operaciones necesarias para determinar el importe de 

la deuda tributaria y acompañar el documento o 

declaración en el que se contenga o se constate el 

hecho imponible.   

 

Cuando presenten su autoliquidación, deberán 

ingresar la deuda tributaria resultante en el lugar, 

forma y plazos determinados reglamentariamente por 

el Ministro de Hacienda y Administraciones 

Públicas. 

 

De la norma anterior se deduce que se aplica a todos 

los contribuyentes obligados ante la Administración 

Tributaria del Estado, tengan o no derecho a aplicarse 

las reglas establecidas como consecuencia de la 

Sentencia que se analiza, por lo que deberán ser los 

propios contribuyentes, los que en su caso opten por 

aplicarse la normativa del Estado y de las CCAA que 

de acuerdo con lo previsto en el apartado Uno de esta 

disposición adicional pudieran serles de aplicación, 

lo que determinará en fase  de comprobación si se 

aplica o no la legislación de alguna CA.  

 

 Sobre las formas y lugar de presentación de las 

autoliquidaciones obligatorias se ha aprobado 

recientemente la Orden HAP/2488/2014, de 29 de 

diciembre, por la que se aprueban los modelos 650, 

651 y 655 de autoliquidación del Impuesto sobre 

Sucesiones y Donaciones, y se determina el lugar, 

forma y plazo para su presentación. 

 

V. El ámbito temporal de aplicación de la 

Sentencia 

 

La Sentencia no establece nada respecto al ámbito de 

aplicación  temporal de la misma y de la 

modificación de la norma española, que, asimismo, 

se ha analizado en este trabajo, tampoco se pronuncia 

sobre sus efectos temporales, salvo que entrará en 

vigor el 1/1/2015. 

 

Dicha Sentencia, al no establecer si debe aplicarse 

desde la fecha de la misma o de forma retroactiva, ha 

de comenzarse por constatar que la misma no se 

pronuncia expresamente sobre su efectividad 

temporal, por lo que, no existiendo en la normativa 

de la UE regulación sobre esta materia, ha de 

estudiarse cuál sea la jurisprudencia del TJUE en este 

extremo. 

 

Sobre lo anterior, con base en lo dispuesto en la 

Resolución de la Dirección General de Tributos, 

2/2005, de 14 de noviembre (BOE 22-11-2005), que 

da solución a esta cuestión, el TJUE viene 

estableciendo, en aplicación del «efecto directo» y de 

la «primacía» del Derecho comunitario, que el 

incumplimiento de normas de la UE tiene efectos «ex 

tunc», por lo que el Estado miembro, no debe seguir 

aplicando la normativa declarada incompatible y, 

además, tiene la obligación de adoptar las 

disposiciones para que pueda tener pleno efecto en su 

territorio el Derecho comunitario vulnerado (en este 

sentido ver las Sentencias de 22 de junio de 1989 

Fratelli Constanzo 103/88 Rec. p. 1839, apartado 33 

y de 19 de enero de 1993, Comisión/Italia, C-101/91, 

Rec. P-I-191, apartado 24.) 

 

El mismo Tribunal, respecto a los posibles efectos 

retroactivos y, en concreto, a  la posible devolución 

de los ingresos indebidamente satisfechos por los 

contribuyentes, reconoce que, al no existir normativa 
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comunitaria relativa a este aspecto, debe aplicarse la 

que corresponda según el ordenamiento jurídico 

interno de cada Estado, a quién compete regular 

dichos aspectos, sin que pueda ser menos favorable 

que la de recursos semejantes de naturaleza interna 

(principio de equivalencia) ni, tampoco, el que dicha 

normativa interna haga imposible o muy difícil en la 

práctica el ejercicio de los derechos conferidos por el 

ordenamiento jurídico comunitario (principio de 

efectividad) (sobre este extremo, véanse las 

Sentencias de 15 de septiembre de 1988, Edis, C-

231/96, Rec. p. I-4951, apartado 34 y de 17 de junio 

de 2004, Recheio-Casch & Carray, C-30/02, aún sin 

publicar, apartado 17). 

 

Aunque los efectos sean «ex tunc» y los 

procedimientos deban ser los establecidos 

internamente, el TJUE reconoce que pueden 

establecerse límites a su aplicación. En este sentido, 

la jurisprudencia del propio Tribunal ha reconocido 

expresamente dichos límites, como denegar la 

revisión de lo actuado cuando haya transcurrido un 

plazo razonable de tiempo (Sentencia de 17 de 

noviembre de 1998, Aprile, C-228/96, Rec. p. I-7141, 

apartado 19), permitiendo el establecimiento de 

plazos prescriptivos para reclamar, para garantizar la 

seguridad jurídica del sistema interno (Sentencias de 

9 de febrero de 1999, Dilexport, C-343/96, Rec. p. I-

579, apartado 26, o la de 11 de julio de 2002, Marks 

& Spencer, C-62/00, Rec, p. I-6325, apartados 34 y 

siguientes). 

 

Aplicando la jurisprudencia anterior, resumida en los 

epígrafes anteriores, a casos específicos, se podría 

concluir respecto a las posibles situaciones que una 

Sentencia como la que se analiza daría lugar a las 

siguientes soluciones temporales: 

 

1. En aquellas situaciones en los que se hubiera 

dictado liquidación administrativa provisional o 

definitiva y ésta hubiese devenido firme, no podrá 

procederse a la devolución de los ingresos 

indebidamente ingresados por la vía de 

reclamaciones de cualquier tipo. 

 

2. Cuando se hubiera dictado liquidación 

administrativa que no hubiese devenido firme, habrá 

que estar a la resolución o sentencia que ponga 

término al procedimiento. 

 

3. En los demás supuestos que pudieran darse en la 

práctica, la solicitud deberá referirse a ejercicios no 

prescritos, como se desprende del artículo 66 de la 

Ley General Tributaria, que limita la posibilidad de 

exigir la devolución de ingresos indebidos más allá 

del plazo de cuatro años de prescripción. 

 

4. Por tanto, ha de concluirse que la sentencia tiene 

un efecto retroactivo limitado a las situaciones 

jurídicas a las que sea aplicable y respecto de las que 

no hubiera cosa juzgada, prescripción, caducidad o 

efectos similares, respetando, por tanto, las 

situaciones jurídicas firmes en aras de la seguridad 

jurídica. 

 

No obstante lo anterior, esas limitaciones vigentes en 

el ámbito estrictamente tributario, que se han 

enumerado, no pueden obstar a que los perjudicados 

por la regulación tributaria estatal, que hubiera sido 

declarada vulneradora de la normativa de la UE, 

puedan reclamar el perjuicio que consideren haber 

sufrido mediante solicitud de la responsabilidad 

patrimonial del Estado legislador, que debe de 

efectuarse en el plazo de un año a contar desde la 

fecha de la sentencia, extensible, en su caso, a las 

sanciones,  intereses, recargos, etc., que pudieran 

haberse impuesto y que no sean revisables según el 

Derecho tributario. 

 

En la disposición adicional segunda de la Ley 

29/1987, ni en la reforma del IRPF y otros impuestos, 

se ha establecido nada respecto a los efectos de dicha 

reforma que no sea que entrará en vigor el día 1 de 

enero de 2015, por lo que cabe preguntarse qué 

efectos debiera de tener dicha reforma del ISD y el 

nuevo tratamiento que se establece para los supuestos 

que se regulan en su apartado Uno, así como desde 

cuando es exigible la obligación de autoliquidación 

del ISD. 

 

Una interpretación, que fuera, simplemente, literal 

pudiera dar a entender que los efectos de la nueva 

regulación se proyectan, únicamente, hacia delante en 

el tiempo, pero dado que la nueva regulación se ha 

aprobado para adecuar la normativa del ISD a los 

principios y preceptos comunitarios, en mi opinión 

debe, asimismo tener los mismos efectos respecto a 

los supuestos aun no firmes y cerrados que estén 

pendientes de resolución. 

 

En aplicación de tal interpretación, en las 

autoliquidaciones presentadas en fase de 

comprobación, solicitudes de liquidación pendientes 

de tramitar, procedimientos en fase de requerimiento 

o trámite de alegaciones, procedimientos en los que 

se hayan practicado liquidaciones parciales o se 

hayan concedido aplazamientos o fraccionamientos 

y, también, declaraciones presentadas después de la 

Sentencia y antes de que entre en vigor esta 

modificación y se encontrasen pendientes de 

liquidación, así como las autoliquidaciones 

presentadas en el mismo período y otras situaciones 

similares en los que no haya todavía actos 

resolutorios, deberá de aplicarse lo establecido en la 

Ley, para evitar aplicar normas anteriores que han 
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sido declaradas vulneradoras del Derecho 

comunitario y, además, que luego podrían ser 

reclamadas por los interesados con efectos, sin duda, 

a su favor. 

 

Por último, respecto a desde cuándo debe 

considerarse que es obligatoria la autoliquidación, 

podría decirse que desde que se autoliquide el 

impuesto que se ha devengado tras la entrada en 

vigor del apartado Dos de la disposición adicional 

segunda, es decir, para los que se devenguen tras el 1 

de enero de 2015, pero parece más lógico, exigir, 

también, tal forma de declaración para todas aquellas 

declaraciones que se presentes tras el 1 de enero de 

2015. En este último sentido se ha pronunciado la 

Orden HAP/2488/2014, de 29 de diciembre, citada. 

 

VI.  Modificación del tratamiento de los no 

residentes en el Impuesto sobre el Patrimonio 
 

Como consecuencia indirecta del fallo de la 

Sentencia de 3 de septiembre de 2014,  se ha 

modificado, también, el tratamiento fiscal regulado 

en la normativa del Impuesto sobre el Patrimonio (IP) 

en España. No obstante lo anterior, hay que hacer 

constar que sobre este impuesto, la CE había iniciado 

un procedimiento Piloto, que consisten en un trámite 

que se efectúa con anterioridad a la posible remisión 

de una Carta de emplazamiento, sirviendo a la CE 

para solicitar información, datos y parecer de 

cualquier Estado miembro de la UE sobre un asunto 

determinado, para evitar, precisamente, tener que 

proceder oficialmente a plantear un expediente de 

vulneración del Derecho comunitario, expediente que 

la CE decidió dejar en suspenso en esta vía hasta que 

se dictara la Sentencia sobre el ISD que se comenta 

en este trabajo.  

 

En la disposición final cuarta de la Ley 26/2014, de 

27 de noviembre, por la que se modifican la Ley 

35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la 

Renta de las Personas Físicas, el texto refundido de la 

Ley del Impuesto sobre la Renta de no Residentes, 

aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2004, de 

5 de marzo, y otras normas tributarias, se ha 

introducido una modificación de la Ley 19/1991, de 6 

de junio, del Impuesto sobre el Patrimonio, con 

entrada en vigor a partir del 2015. Dicha 

modificación consiste en establecer un nuevo 

tratamiento fiscal para los no residentes fiscales en 

España, en los términos de la regulación de este 

extremo en la normativa del IRPF, que sean 

residentes fiscales en otros países miembros de la UE 

o del EEE, literalmente dicha modificación tiene la 

siguiente redacción: 

 

“Disposición final cuarta. Modificación de la Ley 

19/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre el 

Patrimonio.  

 

Se añade una nueva disposición adicional cuarta a la 

Ley 19/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre el 

Patrimonio, con la siguiente redacción:  

 

«Disposición adicional cuarta. Especialidades de la 

tributación de los contribuyentes no residentes que 

sean residentes en un Estado miembro de la Unión 

Europea o del Espacio Económico Europeo. 

 

Los contribuyentes no residentes que sean residentes 

en un Estado miembro de la Unión Europea o del 

Espacio Económico Europeo tendrán derecho a la 

aplicación de la normativa propia aprobada por la 

Comunidad Autónoma donde radique el mayor valor 

de los bienes y derechos de que sean titulares y por 

los que se exija el impuesto, porque estén situados, 

puedan ejercitarse o hayan de cumplirse en territorio 

español.” 

 

De la transcrita modificación se deducen, en primer 

lugar que se limita su aplicación a los contribuyentes 

que no sean residentes fiscales en España, siéndolo 

en cualesquiera de los otros Estados miembros de la 

UE o del EEE, por lo que un no residente que lo 

fuera en un Estado tercero no tendría derecho a la 

posible aplicación de estas especialidades. Además, 

como en el caso de la modificación del ISD, se trata 

de un derecho de opción que el propio sujeto pasivo 

del IP debe ejercitar, es decir, que no es obligatorio 

que se aplique la normativa de la CA en donde 

radique el mayor valor de los bienes y derechos de 

que sean titulares, como en el caso del ISD, sobre 

este extremo, no es impensable que, en un momento 

dado, algunas CCAA pudieran tener un régimen 

fiscal menos favorable que el del Estado, por lo que 

no sería conveniente aplicar su normativa. 

 

En mi opinión cuando se refiere en este caso al 

mayor valor de los bienes y derechos en una 

determinada CA, deben cuantificarse por las reglas 

establecidas para el IP, que no siempre se refieren al 

valor real como en el caso del ISD, sino que 

establece en su regulación formas de cuantificación 

específicas, como por ejemplo para los inmuebles, 

que deben valorarse por el mayor de los siguientes 

tres valores, el de adquisición, el catastral o el 

comprobado a efectos de otro tributo. Además, en la 

determinación del mayor valor no solo se deberán 

tener en cuenta los bienes y derechos, sino también 

las cargas y deudas que sean deducibles para calcular 

el patrimonio de las personas físicas a los efectos de 

este tributo. 
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Por último, al no ser este tributo objeto de la 

Sentencia del TJUE que se analiza no cabe solicitar 

devolución de ingresos indebidos por este tributo ni, 

tampoco, solicitar la responsabilidad del Estado 

legislador, pues su modificación, aunque inspirada en 

el fallo de la Sentencia citada, no deriva de la misma, 

sino de la decisión de España de abordar tal 

modificación. 

 

VII. Resumen 

 

España ha sido condenado por el TJUE, dado que su 

normativa estatal sobre el ISD se ha considerado que  

vulneraba los artículos 63 del TFUE y 40 del 

Acuerdo EEE, al tratar de forma 

discriminatoriamente negativa a los no residentes 

fiscales en España y en los supuestos de adquisición 

de bienes no situados en España frente a los 

residentes en nuestro país. 

 

Para cumplir con dicha Sentencia del TJUE, se ha 

modificado la normativa del ISD, en el sentido de 

establecer un nuevo tratamiento en el ISD para los no 

residentes que lo sean en cualesquiera otro Estado 

miembro de la UE o del EEE, de tal forma que los 

mismo podrán, en cada supuesto, aplicar la normativa 

de la CA que corresponda, según los puntos de 

conexión que articulan este nuevo régimen, sin que 

este nuevo tratamiento alcance a los no residentes de 

países terceros o a bienes situados en territorios de 

Estados que no sean miembros de la UE o del EEE. 

 

En lo que hace a la eficacia temporal de la Sentencia 

y de la nueva normativa sobre el ISD, al no 

establecerse en ninguna de ellas, nada sobre sus 

posibles efectos, la jurisprudencia del propio TJUE 

ha establecido que corresponde a cada Estado 

miembro regular tales aspectos, aunque con ciertos 

límites. 

 

Respecto a lo anterior, se establece que preceptos que 

establezcan que los actos firmes no pueden ser 

recurridos ordinariamente, sin que sean de aplicación 

los extraordinarios de revisión, al no cumplir el fallo 

de la Sentencia del TJUE los requisitos de los 

mismos, y la posibilidad de establecer legalmente 

plazos de preclusión en los que poder recurrir, como 

la prescripción en defensa de la seguridad jurídica 

son, totalmente, aceptables siempre que no sean 

procedimientos desiguales a los demás de la 

normativa interna. 

 

Sin embargo, tanto en el caso de actos firmes, como 

de procedimientos que establezcan que no se pueda 

reclamar por las vías ordinarias del ordenamiento 

interno, en ningún caso, pueden excluir la posibilidad 

de la reclamación de la responsabilidad patrimonial 

del Estado legislador. 

 

En cuanto a la nueva normativa del ISD, su entrada 

en vigor ha sido fijada el 1 de enero de 2015, pero no 

es menos cierto que al tratarse de la adaptación de la 

regulación del Impuesto al fallo de la Sentencia 

citada, no cabe duda, que debe aplicarse a todos los 

actos de liquidación y revisión de cualquier tipo que 

no sean firmes, puesto que en caso contrario, podrían 

dar lugar a procedimientos de reclamación posterior. 

 

Por último, en lo que respecta al ámbito temporal, la 

obligación de presentar declaración-autoliquidación 

en el ISD para todos los contribuyentes que deban 

cumplimentar sus obligaciones con la Administración 

Tributaria Estatal, se considera que debe hacerse 

desde el 1 de enero de 2015, aunque el devengo sea 

anterior, siempre que el obligado no hubiera aun 

presentado declaración antes de esa fecha. 

 

Además de lo anterior, se ha hecho referencia a la 

modificación similar efectuada en la normativa del 

Impuesto sobre el Patrimonio, que ha establecido 

parecidas especialidades del tratamiento de los no 

residentes fiscales en España que lo sean en un país 

miembro de la UE o del EEE. En este caso, como en 

el ISD, no se incluyen los residentes en países 

terceros no integrantes de la UE o del EEE. 

 

En este tributo, la determinación del mayor valor del 

patrimonio de las personas físicas deberá efectuarse 

de acuerdo con la regulación del IP, que no siempre 

cuantifica la base imponible por referencia al valor 

real. 

 

Por lo que hace a su eficacia temporal, en este 

supuesto, al no ser la modificación adaptación del 

fallo, aunque es cierto que la CE tenía abierto un 

expediente Piloto basado en los mismos argumentos 

que los Dictámenes motivados sobre el ISD, 

suspendiendo su tramitación hasta que fallase el 

TJUE, no cabe decir que sea una adaptación a dicho 

fallo, por lo que sólo tendrá efectos desde su entrada 

en vigor el 1 de enero de 2015. 

 

 

 

 

** Inspector de Hacienda del 

Estado; Doctor en Derecho por la 

U.C.M. 
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I. Stellvertretung und Auftrag, Urteil  des 

Tribunal Supremo 116/2015 vom 22.  Januar 

2015.   

 

Stellvertretung und Auftrag, Auslegung des 

Artikels 1738 CC, Wirksamkeit des 

Vertretergeschäftes ggü. gutgläubigen Dritten bei 

Tod des Vollmachtgebers oder Widerruf der 

Stellvertretung, Unwirksamkeit des 

Vertretergeschäftes bei Überschreitung der 

Grenzen der Beauftragung, Haftung des 

Stellvertreters gegenüber dem gutgläubigen 

Dritten.  

 

Das Urteil des Tribunal Supremo beruht auf 

folgendem Sachverhalt:  

 

Der Beklagte war von seiner Mutter per notarieller 

Generalvollmacht als deren Bevollmächtigter bestellt 

worden. Die Vollmacht wurde im Mai 1999 erteilt 

und am 14. Juni 2000 von der Vollmachtgeberin 

durch notariell beurkundete Erklärung widerrufen. 

Dem Bevollmächtigten wurde der Widerruf am 20. 

Juni 2000 zugestellt, jedoch wurde im Zuge dessen 

vom Beklagten die erste Ausfertigung der notariellen 

Generalvollmacht nicht an die Vollmachtgeberin 

zurückgegeben.  

 

Der Beklagte hatte unter Verwendung der besagten 

Generalvollmacht in Vertretung seiner Mutter 

insgesamt drei notariell beurkundete 

Darlehensverträge unterzeichnet und damit 

einhergehend umfangreiche Darlehenssicherheiten 

bestellt. Die beiden ersten Darlehen wurden vor 

Widerruf der Vollmacht am 6. August 1999 und am 

2. September 1999 bestellt. Das dritte Darlehen 

wurde am 26. Juli 2000 bestellt, also nach Widerruf 

der Vollmacht und in Kenntnis des Vertreters vom 

Widerruf.   

 

Die Kläger klagen auf Nichtigkeit der drei notariell 

beglaubigten Darlehensverträge und der hierfür 

bestellte Sicherheiten.  

 

Zunächst grenzt das Gericht den Widerruf der 

Spezialvollmacht vom Widerruf einer 

Generalvollmacht ab. 

 

Beim Widerruf einer Spezialvollmacht nach Artikel 

1734 Código Civil muss den in der Vollmacht 

benannten Dritten, mit denen der Bevollmächtige im 

Namen des Vollmachtgebers Rechtsgeschäfte 

vornehmen kann, der Widerruf zwingend mitgeteilt 

werden. Werden die Dritten nicht vom Widerruf in 

Kenntnis gesetzt, können sie weiterhin auf die 

Gültigkeit der Vollmacht vertrauen.  

 

Anders verhält es sich beim Widerruf einer 

Generalvollmacht, in denen die Dritten 

Vertragspartner nicht explizit aufgeführt sind.  Im  

Zuge dessen beschäftigt sich das Gericht mit Artikel 

1738 Codigo Civil. Nach der Norm sind alle 

Rechtshandlungen des Beauftragten/Stellvertreters 

gegenüber Dritten wirksam, die vom Beauftragten in 

Unkenntnis des Ablebens des Vollmachtgebers oder 

in Unkenntnis sonstiger Erlöschungsgründe 

vorgenommen wurden, solange der Dritte dem 

Stellvertreter gegenüber gutgläubig war. 

 

Bisher wurde von der Rechtsprechung des Tribunal 

Supremo der Wortlaut des Artikel 1738 Código Civil 

dahingehend verstanden, daß für die Wirksamkeit des 

vom Stellvertreter geschlossenen Rechtsgeschäftes 

kumulativ die Unkenntnis des Vertreters bezüglich 

des Erlöschens der Vollmacht vorliegen muss und 

daneben auch noch der gute Glaube des Dritten 

bezüglich der Wirksamkeit der Vollmacht bestehen 

muss. Im hier dargestellten Urteil wird die bisherige 

Rechtssprechung nochmals bestätigt, wonach sowohl 

auf Seiten des Vertreters als auch des Dritten 

Unkenntnis über das Erlöschen der Vollmacht bzw. 

gute Glaube kumulativ gegeben sein muss.     

 

Das Urteil des Tribunal Supremo erkennt im 

vorliegenden Fall lediglich die Nichtigkeit des dritten 

Darlehens, welches vom Stellvertreter unterzeichnet 

wurde, als die Vollmacht bereits widerrufen war und 

der Vertreter den Widerruf kannte. Der gute Glaube 

der Dritten bezüglich der Wirksamkeit der Vollmacht 

ist daher irrelevant.  Insofern gibt das Tribunal 

Supremo dem Schadensersatzanspruch des Dritten 

gegen den Stellvertreter aus Artikel 1729 Código 

Civil den Vorrang vor dem Gutglaubensschutz der 

dritten Vertragspartei.    

 

Nach Ansicht des Verfassers spiegelt sich im Urteil 

der geringe Stellenwert wieder, den das Recht der 

Stellvertretung im spanischen Codigo Civil besitzt. In 

Ermangelung eindeutiger Rechtnormen, die etwa den 

§§ 164 ff BGB entsprechen, werden vorrangig die 
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Artikel 1709 bis 1739 Código Civil herangezogen, in 

welchen das Mandat, also der „Auftrag“, geregelt ist. 

Aufgrund der hohen Bedeutung der Stellvertretung 

und verschiedener Formen der Bevollmächtigung im 

modernen Wirtschaftsverkehr stösst der 

Regelungsgehalt des Código Civil sehr schnell an 

seine Grenzen. Auch die oftmals hinzugezogenen 

Grundsätze der „gestión de negocio ajeno“ aus 

Artikel 1888 ff Código Civil  helfen zur 

Lückenfüllung nicht weiter.  

 

Insbesondere verwundert der geringe Schutz von 

gutgläubigen Dritten in der spanischen 

Rechtsprechung. Dies gilt speziell in solchen Fällen, 

in denen vom Stellvertreter notariell beurkundete 

Vollmachten zum Abschluß des Vertretergeschäfts 

vorgelegt werden. Der Verweis der Rechtsprechung 

auf die Stellvertreterhaftung aus Artikel 1729 Código 

Civil bei Unwirksamkeit des Rechtsgeschäftes des 

vollmachtlosen Vertreters ist ungenügend und 

unzeitgemäss. Der gutgläubige dritte Vertragspartner 

ist dabei regelmässig schutzlos gestellt. Der dritte 

Vertragspartner hat keine rechtliche Möglichkeit, die 

Wirksamkeit einer vom Stellvertreter vorgelegten 

notariellen Vollmacht zu überprüfen, um sich 

dadurch im Falle eventueller Leistungserbringungen 

an den Vollmachtgeber über dessen (Schein-) 

Stellvertreter gegen eine möglicherweise 

widerrufenen Vollmacht abzusichern. Hier besteht 

dringender Handlungsbedarf durch eine 

Gesetzesreform oder Wiedereinführung eines 

öffentlichen Registers für notarielle 

Generalvollmachten, in welchem die 

Generalvollmachten auf deren Widerruf überprüft 

werden können. Insbesondere müssen die 

gesetzlichen Anforderungen an die Kenntnis des 

gutgläubigen Dritten von Rechtshandlungen im 

Innenverhältnis Vollmachtgeber- Stellvertreter 

heruntergeschraubt werden.        

 

II. Verbraucherschutzrecht, Urteil des Tribunal 

Supremo TS 638/2014 vom 24. November 2014.  

 

Mißbräuchliche Vertragsklauseln im Kaufrecht 

bei Kündigung und Rückabwicklung eines Im-

mobilienkaufvertrages wegen Nichterfüllung des 

Käufers, zu den Voraussetzung einer 

unverhältnismässig hohen Vertragstrafe zu 

Lasten des Käufers, Abwägung der Höhe der 

Vertragsstrafe mit tatsächlichem 

Nichterfüllungsschaden beim Verkäufer.  

 

Die Kläger erwarben durch privaten 

Immobilienkaufvertrag im Jahre 2006 von einer 

Baufirma eine noch im Bau befindliche Wohnung 

zum Preis von 187.220,- €. Die Wohnung sollte laut 

mündlicher Zusage der Verkäufer bis November 

2008 fertiggestellt und die notarielle Beurkundung 

des Immobilienkaufvertrages nebst Übergabe bis zu 

diesem Zeitpunkt stattfinden. Bis zum mündlich 

vereinbarten Erfüllungsdatum mussten die Käufer 

erhebliche Anzahlungen auf den Kaufpreis leisten 

iHv. 47.100,- €. 

 

Im privaten Kaufvertrag selbst findet sich kein von 

den Parteien vereinbartes Erfüllungsdatum. Vielmehr 

ist die Vertragsklausel, in der vom 

Erfüllungszeitpunkt gesprochen wird, sehr allgemein 

formuliert. Weiterhin wurde in Klausel 5 des 

Vertrages vereinbart, daß für den Fall der 

Nichtzahlung die Verkäuferin berechtigt ist, den 

Kaufvertrag wegen Nichterfüllung zu kündigen und 

als Nichterfüllungsschaden 60% des bis zu diesem 

Zeitpunkt von den Käufern auf den Kaufpreis 

anbezahlten Betrages einzubehalten. Für den Fall der 

Nichterfüllung durch die Verkäuferin sah die 

Vertragsklausel vor, daß lediglich die bis zu diesem 

Zeitpunkt von den Käufern anbezahlten Beträge 

nebst Zinsen rückerstattet werden müssen.  

 

 Nach Unterschrift des privaten Kaufvertrages 

forderten die Käufer die Aushändigung  der 

Bürgschaft oder Versicherungspolice von der 

Verkäuferin, zu deren Abschluss die Baufirma 

verpflichtet war, um die von den Käufern 

anbezahlten Beträge abzusichern. Die Aushändigung 

erfolgte nicht.  

 

Im Juli 2008 kündigten die Käufer den Kaufvertrag 

und forderten die Rückzahlung der anbezahlten 

Beträge. Die Baufirma teilte im September 2008 mit, 

die Wohnung sei zu 95% fertiggestellt und es werde 

zu keiner Verzögerung bei der Übergabe kommen. 

Die Käufer leisteten daraufhin im Oktober 2008 nicht 

die Anzahlungsrate iHv. 450,- € der vereinbarten 

Vorauszahlungen. Bis zu diesem Zeitpunkt hatten die 

Käufer bereits 34.150,- € anbezahlt.  

 

Im November 2008 forderte die Baufirma die Käufer 

zur Zahlung der Rate auf und drohten für den Fall der 

Nichtzahlung mit Kündigung, wobei lediglich 40% 

des anbezahlten Betrages an die Käufer 

zurückgegeben werden sollte. Die Käufer bestanden 

weiterhin auf der Kündigung wegen Nichterfüllung.   

 

Im Anschluss daran veräussert die Baufirma die 

Wohnung an Dritte und zahlte den Klägern des 

vorliegenden Falles lediglich 40% des auf den 

Kaufvertrag anbezahlten Betrages zurück, dies sind 

13.660,- €. 

 

Die Kläger fordern in ihrer Klage die Rückzahlung 

der vollen Anzahlung und berufen sich hierbei auf 

Nichtigkeit der Vertragsklausel, die einen Einbehalt 

von 60% durch die Verkäuferin vorsieht.  
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Im  vorliegenden Urteil des Tribunal Supremo wird 

zunächst festgestellt, daß diejenigen Vertragsklauseln 

nichtig sind, die lediglich einen 

Schadensersatzanspruch zu Lasten des Verbrauchers 

wegen Nichterfüllung vorsehen, aber für den Fall der 

Nichterfüllung durch den Unternehmer keine 

Sanktionen bestimmen. Dies ergebe sich aus der alten 

Fassung des Artikels 10 bis des Gesetzes 26/1984 

para la Defensa de Consumidores y Usuarios, heute 

Artikel 82 ff. des Real Decreto Legislativo 1/2007  

vom 16. November.  

 

Im vorliegenden Fall muß die von den Klägern 

beanstandete Vertragsklausel jedoch auch im Lichte 

einer möglich fehlenden Gegenseitigkeit der 

vertraglichen Verpflichtungen untersucht werden.  

Die gerichtliche Inhaltskontrolle, ob eine 

Vertragsklausel mißbräuchlich ist, erfolgt im 

spanischen Recht anhand der Kombination 

Generalklausel des Artikel 82, Abs. 1 mit der 

sogenannten „schwarzen Liste“ der Artikel 85 bis 90, 

in denen solche von Vertragsklauseln aufgeführt 

sind, die in jedem Fall als nichtig anzusehen sind. 

Aus diesem Grunde ist bei der Prüfung des 

Mißbräuchlichkeit zunächst die „schwarze Liste“ 

durchzuarbeiten und erst danach auf die 

Generalklausel des Artikels 82, Abs. 1 

zurückzugreifen.  

 

Artikel 87, Abs. 2 des neu gefassten Gesetzes spricht 

von mißbräuchlichen Vertragsklauseln, die es dem 

Unternehmer erlauben, die vom Verbraucher 

anbezahlten Beträge bei Nichterfüllung 

einzubehalten, jedoch für den Fall der Nichterfüllung 

beim Unternehmer keine gleichwertige 

Schadensersatzpflicht vorsieht. Das Tribunal 

Supremo hält Artikel 87, Abs. 2 nicht in Fällen von 

Vertragsstrafen für anwendbar, welche sogenannte 

„arras penitenciales“ sind, da hierdurch Artikel 87, 

Abs. 2 des Verbraucherschutzgesetzes die 

Regelungen des Codigo Civil aus Artikel 1454 CC 

verdrängen würde. Dies war vom spanischen 

Gesetzgeber bei der Umsetzung des Artikels 3.3. der 

Directiva Comunitaria 1993/15/CEE nicht 

beabsichtigt.  

 

Das Tribunal Supremo untersucht daraufhin einen 

möglichen Verstoß gegen Artikel 87 Abs. 4 und 

verneint diesen, da im vorliegenden Fall der 

Verbraucher die Nichterfüllung zu vertreten hat und 

nicht der Unternehmer. Ein Verstoß gegen Artikel 

86, Abs. 5 wird ebenfalls verneint, da die Klausel 

nicht das Kündigungsrecht des Verbrauches bei 

Nichterfüllung des Unternehmers einschränkt. 

Weiterhin sieht das Gericht auch keinen Verstoß 

gegen Artikel 86, Abs. 1, da die Schadens-

ersatzansprüche des Verbrauchers wegen 

Nichterfüllung des Unternehmers ebenfalls nicht 

eingeschränkt werden.  

 

Bei der Prüfung der Mißbräuchlichkeit nach Artikel 

85, Abs. 6 wird auf das Vorliegen einer 

unverhältnismässig hohen Vertragsstrafe abgestellt. 

Die Frage der Unverhältnismässigkeit ist nicht im 

Wege einer abstrakten Prüfung zu beantworten, 

sondern konkret und auf den Einzelfall bezogen. 

Hierbei ist die Höhe der Vertragsstrafe mit dem im 

Einzelfall zu beziffernden Schaden zu vergleichen. 

Die Höhe des Schadens muß von den Parteien 

bewiesen werden. Im vorliegenden Fall vergleicht 

das Gericht die im Vertrag vereinbarte Vertragsstrafe 

mit der Höhe des tatsächlichen 

Nichterfüllungsschadens auf Seiten der Beklagten. 

Insbesondere kommen hierbei die von der Beklagten 

gemachten Aufwendungen für Werbung, 

Maklercourtagen, der Wertverlust der Immobilie 

durch die Wirtschaftskrise, die Zinskosten des 

Baudarlehens  und die Kosten der 

Eigentümergemeinschaft sowie allgemeine 

Verwaltungskosten zum Tragen. Hierdurch wurde ein 

hoher Nichterfüllungsschaden von der Beklagten 

bewiesen, so daß nicht von einer unverhältnismässig 

hohen Vertragsstrafe gesprochen werden kann.  

 

Die Prüfung des Vertrages  im Lichte der 

Generalklausel des Artikels 82, Abs. 1 ergibt 

ebenfalls kein Ungleichgewicht zwischen 

Unternehmer und Verbraucher, welches als 

mißbräuchlich anzusehen ist. Bei dieser Prüfung sind 

die Eigenschaften der einzelnen Dienstleistungen und 

Waren zu prüfen sowie alle Begleitumstände zum 

Zeitpunkt der Unterschrift des Vertrages. Das Gericht 

hält im konkreten Fall die verschieden hohen 

Vertragsstrafen bei Nichterfüllung des Kaufvertrages 

durch die Parteien für gerechtfertigt. Die vom 

Verkäufer des Immobilienkaufvertrages gemachten 

Aufwendungen im Zeitraum zwischen Unterschrift 

des privaten Vertrages und der Übergabe der 

Wohnung sind weitaus höher als die auf Seiten des 

Käufers. Somit bewirkt die Nichterfüllung des 

Immobilienkaufvertrages im Hinblick auf die Natur 

des Vertragsgegenstandes unterschiedlich schwere 

Konsequenzen beim Käufer einerseits und beim 

Verkäufer andererseits. Nach Ansicht des Tribunal 

Supremo bleibt der Käufer bei Nichterfüllung durch 

den Verkäufer regelmässig von gravierenden 

finanziellen Folgen befreit. Beim Verkäufer entsteht 

durch die anfallenden Kosten für Werbung, 

Maklercourtagen, Zinsen und mögliche Wertverluste 

regelmässig ein höherer Nichterfüllungsschaden. 

Dieser Schaden wurde auch im konkreten Fall 

bewiesen, eine unterschiedlich hohe 

Schadensersatzpauschale für den Rücktritt durch eine 

der Vertragsparteien ist daher laut Tribunal Supremo 
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gerechtfertigt. Die Vertragsklauseln sind daher 

wirksam.  

 

III. Ausservertragliche Haftung/ deliktische 

Haftung, Urteil des Tribunal Supremo 642/2014 

vom 6. November 2014. 

 

Zu den ausservertraglichen Haftungsansprüchen 

des Verkehrs-teilnehmers bei der Kollision 

mehrerer Fahrzeuge im Straßenverkehr, zu 

Fragen des Mitverschuldens und Haftungs-

verteilung, Umfang und Höhe des Schadensersatz- 

und Schmerzensgeld-anspruches.  

 

Dem Urteil des Tribunal Supremo liegt folgender 

Sachverhalt zugrunde:  

 

Der Kläger fuhr mit seinem LKW auf der Autobahn 

und blieb wegen Benzinmangels auf der rechten Spur 

liegen. An der Haltestelle gab es praktisch keinen 

Standstreifen oder sonstige Haltemöglichkeit rechts 

neben der Fahrbahn, so daß der LKW auf der rechten 

Fahrspur stand und die Spur blockierte. Die 

Haltestelle befand sich an einer gut übersichtlichen 

Stelle der Autobahn, so daß das liegengebliebene 

Fahrzeug schon von weitem von den herannahenden 

Fahrzeugen erkennbar war. Der Kläger schaltete das 

Warnblinklicht des LKW und des Anhängers ein. Er 

versäumte es jedoch, ein Warndreieck aufzustellen. 

Einige Fahrzeuge fuhren problemlos an dem LKW 

vorbei, während sich der Kläger selbst auf der 

Fahrbahn zwischen Zugmaschine und Anhänger 

aufhielt. Nach circa 10 Minuten nahte der Beklagte 

auf der rechten Fahrspur mit seinem LKW heran, der 

Beklagte sah den LKW des Klägers, erkannte jedoch 

nicht, dass dessen Fahrzeug stand. Im letzten 

Augeblick riß der Beklagte seinen eigenen LKW 

nach links, jedoch gelang es ihm nicht, am LKW des 

Klägers vorbeizufahren und er kollidierte hinten 

links. Durch den Aufprall wurde der LKW des 

Klägers nach vorne mitgerissen und erfasste den 

zwischen der Zugmaschine und dem Anhänger des 

liegengebliebenen LKW stehenden Kläger. Der 

Kläger wurde dabei schwer verletzt. Beim Beklagten 

wurden im Blut Cannabis Spuren gefunden, jedoch 

wurde festgestellt, daß dessen Fahrtüchtigkeit 

dadurch nicht beeinträchtigt war.  

 

Der Kläger fordert vom Beklagten Schadensersatz 

und Schmerzensgeld, die Übernahme der ärztlichen 

Behandlungskosten nach Heilung, sowie 

Schadensersatz wegen verminderter 

Erwerbsfähigkeit.  

 

In erster Instanz wurde ein Mitverschulden des 

Klägers am Unfall ausgeschlossen und der Klage voll 

stattgegeben. Dieses Urteil wurde in zweiter Instanz 

teilweise aufgehoben und auf ein Mitverschulden des 

Klägers zu 50% erkannt. Infolgedessen wurde auch 

der Anspruch auf Schadensersatz wegen 

verminderter Erwerbsfähigkeit und Übernahme der 

ärztlichen Behandlungskosten für die 

Folgeerkrankungen des Unfalles  abgelehnt.  

 

Das Tribunal Supremo erkennt im vorliegenden Fall 

ein Mitverschulden des Klägers am Unfall von 30% 

und auf ein Mitverschulden des Beklagten von 70%.  

 

Zunächst erkennt das Tribunal Supremo ein 

fahrlässiges Verhalten des Klägers, welches bei der 

Minderung der Höhe der Ansprüche aus dem Real 

Decreto Legislativo 8/2004 vom 29.10. führt. Das 

fahrlässige Verhalten besteht im Nichtaufstellen des 

Warndreiecks. Ausserdem wird der Umstand, daß 

sich der Kläger auf der Fahrbahn zwischen 

Zugmaschine und  Anhänger des Liegengebliebenen 

LKW aufhielt, als fahrlässig und somit 

anspruchsmindernd eingestuft. Der Kläger ist hierbei 

auch nicht als Fußgänger zu behandeln, der vom 

Beklagten übersehen wurde.  

 

Zum Anspruchsumfang erkennt das Tribunal 

Supremo, daß der Beklagte laut Artikel. 1.6 des 

Anhangs der Ley de Responsabilidad Civil auch zur 

Übernahme der zukünftigen ärztlichen 

Behandlungskosten sowie Rehabilitations-

massnahmen, Medikamente und orthopädischer 

Geräte verpflichtet ist, auch wenn der eigentliche 

Heilungsprozess schon abgeschlossen ist, wobei 

dieser Anspruch auf 70% zu reduzieren ist.  

 

Nach Ansicht des Verfassers muss das Urteil des 

Tribunal Supremo als verfehlt bezeichnet werden. 

Dies gilt insbesondere hinsichtlich Feststellung der 

Höhe des Mitverschuldens. Selbst in 

höchtrichterlicher Instanz wird mit keinem Wort der 

Umstand gewürdigt, daß der Kläger auf der 

Autobahn wegen Benzinmangels zum Stehen kam. 

Nach der hier vertretenen Ansicht  besteht darin eine 

grobe Sorgfaltspflichtverletzung des Klägers im 

Strassenverkehr. Das Liegenbleiben wegen 

Benzinmangels, insbesondere an einer Stelle der 

Autobahn ohne Standstreifen, ist unstreitig „conditio 

sine qua non“ für den nachfolgenden  Auffahrunfall 

an der (wiederum vom Kläger) ungesicherten 

Unfallstelle.  

 

Die anfängliche schwere Pflichtverletzung des 

Klägers im Strassenverkehr löst die spätere 

Kausalkette der schädigenden Ereignisse erst aus. 

Diese Pflichtverletzung ergibt sich aus Artikel 9.1 

Real Decreto Legislativo 339/1990 vom 2. März, 

wonach die Verkehrsteilnehmer verpflichtet sind, 

„sich im Strassenverkehr so zu verhalten, dass sie 

den Strassenverkehr nicht unnötig behindern, keine 
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Gefahren, Nachteile oder Störungen für Menschen 

hervorrufen oder materielle Schäden verursachen“ . 

 

 Das Befahren einer Autobahn mit einem LKW durch 

einen Berufskraftfahrer ohne ausreichenden 

Tankvorrat ist heutzutage nicht zu rechtfertigen, da 

praktisch alle 15 bis 20 km die Möglichkeit besteht, 

das Fahrzeug zu betanken. In der logischen 

Gesamtschau, insbesondere im Hinblick auf die 

Dichte des europäischen Tankstellennetzes, 

erschliessen sich dem Verfasser keinerlei  Gründe, 

warum ein Berufskraftfahrer seinen LKW bis auf den 

letzten Tropfen Benzin leerfährt, um dann auf der 

Autobahn zum Stehen zu kommen. Eine schlichte 

Kontrolle der Tankuhr hätte genügt, das für den 

Unfall kausale Ereignis zu vermeiden. Dies hat der 

Kläger grob fahrlässig oder sogar wissentlich 

versäumt. Dies alles, gepaart mit der nicht vom 

Kläger abgesicherten Unfallstelle, führt im 

vorliegenden Fall sogar zu einem Hauptverschulden 

des Klägers am schädigenden Ereignis und zu einer 

ganz erheblichen weiteren Anspruchsminderung.   

 

IV. Ausgleichsanspruch nach Artikel 7 der 

FluggastrechteVO 261/04, Urteil 736/2014 

Juzgado de lo Mercantil Nr. 1 de Granada, vom 

16.2.2015. 

 

Zu den Entschädigungsansprüchen der Fluggäste 

wegen Verspätung des Fluges aufgrund 

aussergewöhnlicher  Umstände, zu den 

Voraussetzungen von Artikel 5, Abs. 3 der 

FluggastrechteVO EG 261/04.   

 

Die Kläger hatten vier Flüge von Malaga nach Cork 

gebucht, deren Abflug für 6.50 Uhr und die Ankunft 

um 10.35 Uhr vorgesehen war. Der Abflug 

verzögerte sich auf 9.54 Uhr und die Ankunft in Cork 

auf 13.42 Uhr. Die Kläger fordern in Ihrer Klage eine 

Ausgleichszahlung gemäss  Artikel 7 der Verordnung 

von 400,- € pro Passagier, insgesamt 1.600,- €.  

 

Das Gericht beschäftigt sich im Urteil mit den 

Anforderungen an das Vorliegen des 

Exkulpationsgrundes von Artikel 5, Abs. 3 der VO, 

wonach ein Ausgleichsanspruch dann entfällt, wenn 

die Annullierung auf aussergewöhnliche Umstände 

zurückgeht, die sich auch nicht hätten vermeiden 

lassen, wenn alle zumutbaren Maßnahmen ergriffen 

worden wären.  

 

Hierbei nimmt das erstinstanzliche spanische Gericht 

ausführlich Bezug auf die Rechtssprechung des 

EuGH zu Artikel 5, Abs. 3, und stellt fest, daß die 

Norm eng auszulegen ist. Nicht alle 

aussergewöhnlichen Umstände haben in diesem 

Zusammenhang Exkulpations-wirkung, die 

Beweislast für das Vorliegen der 

Tatbestandsvoraussetzungen liegt bei der 

Fluggesellschaft. Darüberhinausgehend muss die 

Fluggesellschaft beweisen, daß trotz  aller technisch 

und wirtschaftlich zumutbaren Massnahmen, die 

durch die aussergewöhnlichen Umstände hervor-

gerufene Verspätung des Fluges nicht hätte 

vermieden werden können. Bei den 

aussergewöhnlichen Umständen handelt es sich 

mithin um Geschehnisse, die nicht im  

Zusammenhang mit dem normalen und geordneten 

Luftfahrtverkehrsbetrieb einhergehen und welche 

gänzlich der Kontrolle der Fluggesellschaft entfallen.  

 

Ein gewöhnlicher technischer Defekt, der bei der 

Wartung eines Flugzeuges auftritt, ist jedoch nach 

Ansicht des Gerichtes und nach europäischer 

Rechtsprechung nicht als ein aussergewöhnlicher 

Umstand im Sinne der Norm anzusehen. Technische 

Defekte liegen beim Luftfahrtverkehr an der 

Tagesordnung und in der Natur der Sache.  Die 

Fluggesellschaft muss jederzeit auf diese 

gewöhnlichen technischen Defekte im Zuge der 

Flugzeugwartung eingestellt sein und diese selbst 

oder durch Dritte beheben können.   Lediglich ein 

Herstellerdefekt an einem Flugzeug, der während des 

Flugbetriebes vom Flugzeughersteller an die 

Fluggesellschaft mitgeteilt wird, kann einen 

technischen Mangel darstellen, der als 

aussergewöhnlicher Umstand die Voraussetzungen 

von Artikel 5, Abs. 3 erfüllt und den 

Haftungsausschluss bewirkt.    

 

 

 

 

 

* Rechtsanwalt und Abogado 

Kanzlei RCH Legal, Marbella 

c.hofer@rchlegal.com 
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Buchbesprechungen/ Reseñas bibliográficas 

 

  

Ignacio Czeguhn / Francesc Puértolas (Hrsg.), Die 

spanische Verfassung von 1812. Der Beginn des 

europäischen Konstitutionalismus – La 

Constitución española de 1812. El comienzo del 

constitucionalismo europeo, Edition Rechtskultur 

Bd. 14, H. Gietl Verlag & Publikationsservice 

GmbH, Regenstauf 2014, 232 S., ISBN 978-3-

86646-421-6, Euro 49,-- 

 

Der Band geht auf eine Tagung zurück, die offenbar 

2013 (vgl. S. 158: „en este año 2013”, das Vorwort 

schweigt dazu) zum 200jährigen Bestehen der 1812 

verkündeten Verfassung von Cádiz in Berlin 

stattgefunden hat. Eher systematisch-

kontextualisierende Beiträge stehen neben 

Mikrostudien zu einzelnen Institutionen und 

Konstellationen. Die meisten Beiträge sind in 

spanischer Sprache verfasst, hinzukommen Beiträge 

in deutscher oder englischer Sprache. 

 

Bernecker, einer der besten Kenner der spanischen 

Geschichte in Deutschland, bringt Glanz und Elend 

des spanischen Konstitutionalismus im 19. 

Jahrhundert auf den Punkt. Sánchez Andrés 

betrachtet insbesondere die Phase von 1808 bis 1823, 

Ramos Santana unter dem Blickwinkel von Nation 

und Souveränität die Phase von 1808 bis 1810. 

Müßig fokussiert die Bedeutung der Verfassung von 

Cádiz im Kontext des europäischen 

Frühkonstitutionalismus. Martínez befasst sich in 

seinem besonders lesenswerten Aufsatz mit dem 

Beitrag der Verfassung von Cádiz zur spanischen 

sowie zur gesamteuropäischen 

Verfassungsüberlieferung. Sotelo fragt nach den 

Fernwirkungen der Verfassung von 1812 

insbesondere auf die heutige spanische politische 

Situation. Der Pressefreiheit (Pérez Juan), der 

Bildung (Ruiz Resa), den Machtbegrenzungen 

zulasten des Königs (Orza Linares), dem Staatsrat 

(Gómez Rivero), der Unabhängigkeit der Justiz 

(Sánchez Aranda), der öffentlichen Meinung (Cantos 

Casenave) und den Aus- und Wechselwirkungen auf 

die Situation in den iberoamerikanischen Ländern 

(Ruiz Rodríguez) gelten eigene Beiträge. Löhnig 

fragt nach dem Widerhall der Entstehung und des 

Scheiterns der Verfassung von Cádiz im Spiegel der 

bayerischen Presse. 

 
Der Band ist sehr verdienstvoll, weil er die 

Bedeutung der Verfassung von 1812 in Erinnerung 

ruft. Die spanische Geschichte (nicht nur die des 19. 

Jahrhunderts) und speziell die Bedeutung der 

Verfassung von Cádiz gehören nicht unbedingt zum 

Allgemeinwissen in Deutschland. Insofern wirbt der 

Band dafür, einerseits Spaniens Beitrag für das 

Verständnis des heutigen Verfassungsdenkens 

wahrzunehmen, andererseits das spanische 19. 

Jahrhundert als prototypische Konstellation 

gescheiterter Modernisierung zu begreifen; zu deren 

Langzeitfolgen zählen der Bürgerkrieg, die 

franquistische Unterdrückung und die transición nach 

Francos Tod, die die dos Españas – die schroffe 

Aufteilung Spaniens in ein „rechtes“ und ein „linkes“ 

politisch-ideologisches Lager (hierzu Kühn, Kampf 

um die Vergangenheit als Kampf um die Gegenwart. 

Die Wiederkehr der „zwei Spanien“, 2012) – in 

einem dauerhaft prekären Gleichgewicht miteinander 

arrangiert hat (dazu auch Rixen, Juristenzeitung [JZ] 

2013, S. 864 [869]). 

 

Gleichwohl wäre es für ein deutsches Publikum sehr 

hilfreich gewesen, wenn ein einführender Beitrag die 

verworrene historische Lage im Spanien des 19. 

Jahrhunderts zusammenfassend erläutert hätte. Die 

„Kleine Geschichte Spaniens“ (hrsgg. von 

P. Schmidt, Ausgabe 2004, S. 253 ff., 273 ff., 314 ff., 

329 ff.) und vertiefende Studien Berneckers (z.B. 

„Sozialgeschichte Spaniens im 19. und 20. 

Jahrhundert“, 1990) helfen hier weiter. Die 

Verfassung von 1812 hat formal nur wenige Jahre 

und praktisch kaum gegolten. Mit ihrer Mischung aus 

Liberalität, demokratischer Herrschaftslegitimierung 

und -limitierung und ihrer punktuellen Achtung der 

Tradition (zur hervorgehobenen Rolle der 

katholischen Kirche vgl. Art. 12 der Verfassung von 

Cádiz) wurde sie im Laufe der spanischen Geschichte 

zu einem verfassungspolitischen Referenzmodell. 

Ihre eigentümliche Situierung zwischen schwacher 

faktischer Wirksamkeit und starker ideenpolitischer 

Langzeitwirkung auch außerhalb Spaniens lässt sich 

ohne Sinn für die ideologischen, ökonomischen und 

sozialen Spannungen im Spanien des langen, bis ins 

20. Jahrhundert hineinragenden 19. Jahrhunderts 

kaum nachvollziehen. Die Verfassung von 1812 ist 

zwar ein Dokument liberalen Verfassungsdenkens, 

aber letztlich ist sie (insoweit – trotz aller 

Unähnlichkeit – mit der Paulskirchenverfassung 

vergleichbar) mehr ein konzeptioneller Vorgriff auf 

liberale Zeiten, die in Spanien verlässlich erst mit der 

Verfassung von 1978 eine Chance bekommen haben. 

 

Der Band, dem man ein intensiveres language editing 

und ein genaueres Korrektorat gewünscht hätte 

(gleich der erste Satz des Vorworts beginnt mit einem 

Schreibfehler: der Akzent auf Cádiz wird falsch 

gesetzt), ist eher etwas für Spanienliebhaber. Dazu 

trägt auch der stolze Preis für ein bescheiden 

aufgemachtes Paperback bei, das nur deshalb auf 232 

Seiten kommt, weil die letzten vier Seiten der 
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Verlagswerbung dienen. Dennoch: Wer an Spaniens 

(Verfassungs-)Geschichte interessiert ist und über 

Vorwissen verfügt, wird den Band mit Gewinn lesen.  

Prof. Dr. Stephan Rixen, Universität Bayreuth  

 

 

Pablo Meix Cereceda, Descentralización de la 

enseñanza y derechos fundamentales. Un estudio 

comparado entre España y Alemania, Instituto 

Nacional de Administración Pública (INAP), 

Madrid 2013, 330 S., ISBN 978-84-7088-935-9, 17 

Euro (auch als e-book erhältlich, 

http://inap.publidisa.com) 

 

Der deutsch-spanische Rechtsvergleich steht auf der 

Agenda wissenschaftlicher Themen nicht besonders 

weit oben. Das öffentliche Recht, namentlich das 

Verfassungsrecht, hat als komparativer Gegenstand 

eine gewisse Hoch-Zeit in den 1980er und frühen 

1990er Jahren erlebt, nicht zuletzt weil die 

Verfassung von 1978 vielfältige Impulse des 

Grundgesetzes (GG) aufgenommen hat; die seinerzeit 

junge Generation der Verfassungsrechtler hatte das 

GG intensiv studiert (vgl. Rixen, JZ 2013, S. 864 

m.w.N.). Die Rechtsprechung des spanischen 

Tribunal Constitucional (TC) hat im 

Zusammenwirken mit der spanischen 

Verfassungsrechtslehre über nunmehr fast vierzig 

Jahre der Constitución Española (CE) eine eigene 

Interpretationsgeschichte verliehen, die aus deutscher 

Sicht die „Chance eines Re-Imports transformierten 

grundgesetzlichen Denkens“ (Rixen, JZ 2013, S. 

873) eröffnet. Anders ausgedrückt: Im Spiegel der 

CE können wir das GG besser verstehen.  

 

Zu den wissenschaftlich kaum beachteten, aber 

praktisch enorm relevanten Themen des 

Verfassungsrechts in Deutschland gehören das 

Bildungs- bzw. das Schulverfassungsrecht. Diesem 

Feld gilt die Studie von Pablo Meix Cereceda, der an 

der Universidad de Castilla-La Mancha (UCLM) 

lehrt. Die Arbeit besteht aus einer Einleitung sowie 

fünf Teilen, ein 20seitiges Literaturverzeichnis sowie 

ein zweiseitiges Abkürzungsverzeichnis treten hinzu. 

Vorgeschaltet ist ein Geleitwort des Betreuers der 

Dissertation, Luis Martín Rebollo von der 

Universidad de Cantabria, wo die Arbeit im Jahre 

2012 als Dissertation angenommen wurde. 

 

Ausgangspunkt des Vergleichs ist die Einsicht, dass 

sowohl in Deutschland als auch in Spanien 

dezentralisierte politische Systeme bestehen. 

Verfassungsrechtlich ist der spanische Staat, der 17 

Autonome Gemeinschaften kennt, zwar keine 

Föderation (vgl. Art. 145.1 CE). Aus 

politikwissenschaftlich-analytischer Sicht ist Spanien 

es durchaus, denn nicht zuletzt im Bildungswesen 

werden die Kompetenzen zwischen zentral- und 

substaatlichen Einheiten verteilt. Das rechtfertigt 

einen Vergleich mit der Situation in Deutschland, 

einem expliziten Bundesstaat (vgl. nur Art. 20 Abs. 1 

GG).  

 

Die Einleitung begrenzt den Gegenstand der 

Untersuchung auf verfassungsrechtliche 

Fragestellungen, namentlich die 

Gesetzgebungskompetenzen. Die ersten beiden Teile 

rekonstruieren die verfassungsrechtliche Lage in 

Bund und Ländern. Auch die vielfältigen 

Mechanismen des kooperativen (Exekutiv-

)Föderalismus gerade im Bildungsbereich, von denen 

die Kultusministerkonferenz (KMK) nur eine unter 

vielen ist, werden eingehend dargestellt. 

Insbesondere der Blick auf das 

Landesverfassungsrecht erhellt das multiplurale 

Geflecht aus Rechten der Schüler und Eltern 

(einschließlich deren Mitwirkungsrechte bei der 

Gestaltung des Schullebens), aber auch der 

pädagogischen Freiheit der Lehrer einerseits und der 

Pflichten des Staates (etwa bei der Lehrerausbildung) 

andererseits. Die spezifische Situation des 

Religionsunterrichts wird eingehend betrachtet.   

 

Das dritte und das vierte Kapitel widmen sich der 

Situation Spaniens. Das Verhältnis zwischen 

Zentralstaat und Autonomen Gemeinschaften im 

Bereich der schulischen Bildung wird eingehend 

rekonstruiert. Hierbei veranschaulicht der Autor 

zugleich die generelle Problematik der 

Kompetenzverteilung zwischen Zentralstaat und 

Autonomen Gemeinschaften. Sie können sich im 

schulischen Bereich – anders als die Länder in 

Deutschland – nicht auf ein „Hausgut“ berufen. Sie 

üben delegierte Kompetenzen aus, die 

unterschiedlich umfangreich ausfallen können. Die 

kompetenzielle Vielfalt wird auch in Spanien durch 

exekutive Mechanismen der Koordination (Alta 

Inspección, die die zentralstaatliche Schulaufsicht vor 

Ort in den Autonomen Gemeinschaften ausübt) und 

der Kooperation zwischen Zentralstaat und 

Autonomen Gemeinschaften überwölbt 

(insbesondere Conferencia Sectorial de Educación). 

Primär konsultativ wirkende Gremien (insbesondere 

der Consejo Escolar del Estado) treten hinzu.   

 

Der fünfte Teil der Studie präsentiert ausführliche 

und differenzierte „reflexiones comparativas“, die 

den Ertrag der Studie zusammenfassen; sie können 

hier nur beispielhaft referiert werden. So verweist der 

Autor etwa auf die inter- und supranationalen 

Vorgaben zur Gestaltung des Schulwesens. Er wirbt 

u.a. für die EMRK als Quelle menschenrechtlichen 

Schutzes im Bildungsbereich. Die zentralstaatliche 

Steuerung des schulischen Bildungswesens sei 
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hinsichtlich der Inhalte, der Infrastruktur und der 

Finanzierung in Spanien stark. Allerdings gehe es vor 

allem um eine Art Rahmen- bzw. 

Grundsatzgesetzgebung, die die Autonomen 

Gemeinschaften auf unterschiedlich intensive Weise 

ausfüllen dürften. Auch hier zeigt sich, dass der 

spanische „Autonomien-Staat“ einen asymmetrischen 

Quasi-Föderalismus etabliert hat. Aufgrund der 

unterschiedlichen gesetzgebungskompetenziellen 

Lage hätten die Länder im Vergleich mit den 

spanischen Autonomen Gemeinschaften mehr 

Gestaltungsmacht. Dennoch sei für Deutschland wie 

Spanien die kompetenztranszendierende 

Koordination und Kooperation ein wesentliches 

Funktionselement des schulischen Bildungswesens. 

Die Vielfalt der grundrechtlichen Normtexte sei 

zumindest im Detail in Deutschland mit seinen 16 

Landesverfassungen größer als in Spanien, wo die 

CE die relevanten Grundrechtsnormen enthalte; ein 

Recht auf Bildung kenne das GG beispielsweise 

explizit nicht. Das Niveau des effektiven 

Grundrechtsschutzes variiere insbesondere beim 

Elternwillen, der in Spanien tendenziell umfassender 

geschützt werde, etwa bei der Schulwahl. Auch 

deshalb sei in Spanien das insbesondere von den 

Eltern gewünschte kirchliche Schulwesen viel 

dominanter als in Deutschland.  

 

Der Autor ist sich bewusst, dass das Schulsystem 

beider Länder nicht allein durch eine Analyse der 

verfassungsrechtlichen Normen bzw. der im Rahmen 

der verfassungsrechtlichen Kompetenzen 

entstandenen informellen Institutionen zutreffend 

erfasst werden kann. Er sieht hier zu Recht ein 

Desiderat rechts- bzw. verwaltungssoziologischer 

Forschung (vgl. S. 312). In der Tat muss das 

Schulverfassungsrecht im Kontext anderer 

Steuerungsbedingungen betrachtet werden, was der 

Governance-Ansatz (S. 278: „concepto de 

‚gobernanza‘“) gewährleistet. Insofern bildet das 

Schulverfassungsrecht in Deutschland wie in Spanien  

nur einen Rahmen, der fachlich und politisch 

verantwortlich ausgestaltet werden muss (vgl. S. 312 

a.E.). 

 

Pablo Meix Cereceda hat eine exzellente Studie des 

vergleichenden Schulverfassungsrechts verfasst. Sie 

enthält zwar viel deskriptive Auslandsrechtskunde, 

die aber notwendig ist, um funktionale rechtliche 

Äquivalente zu Tage zu fördern. Meix Cereceda 

wertet die relevanten Normtexte sowie die deutsche 

und die spanische Literatur eingehend aus. Er zieht 

insbesondere die Rechtsprechung des TC heran, 

weniger die des BVerfG oder der 

Landesverfassungsgerichte. Dass er die informellen 

Institutionen mit in den Blick nimmt, zeigt, dass man 

Verfassungsrecht nicht auf Normtexte und deren 

Auslegung reduzieren darf, eine Einsicht, die zwar 

nicht neu ist, aber vom Governance-Ansatz 

theoretisch komplex reformuliert wird. Fazit: Wer 

das deutsche und das spanische 

Schulverfassungsrecht besser verstehen will, wird die 

Studie von Pablo Meix Cereceda mit großem Gewinn 

lesen. 

Prof. Dr. Stephan Rixen, Universität Bayreuth 

 

 

Juan Luis Cervera García, Agentes Comerciales 

en Alemania, Austria y Suiza, Cervera Editor, 

Valencia 2013 (Guías jurídicas internacionales, t. 

2), 323 p., ISBN: 978-84-938056-1-6 

 

Juan Luis Cervera hat nun sein zweites Werk 

„Agentes Comerciales en Alemania, Austria y Suiza“ 

(Handelsvertreter in Deutschland, Österreich und 

Schweiz) in der Serie „Guías Jurídicas 

Internacionales“ herausgebracht, womit er an die 

erfolgreiche Einführung der “Sociedades Limitadas 

en Alemania” anschließt (in der Zwischenzeit ist 

bereits der dritte Band dieser Serie „Handelsvertreter 

in Deutschland, Österreich, der Schweiz und 

Spanien, Gesetzestexte auf Deutsch und Spanisch“ 

herausgekommen). 

 

Auch in Spanien schreitet die Internationalisierung 

stetig voran, zumal die Wirtschaftskrise viele 

spanische Unternehmen dazu zwingt, im Ausland 

neue Märkte zu erschließen. Die vielfältigen 

rechtlichen Aufgabenstellungen bei den einzelnen 

Phasen der Internationalisierung zeigen sich 

insbesondere in der Vielschichtigkeit und 

Komplexität der Verträge, die der Absatzförderung 

dienen. Eine der primären Formen der 

Auslandstätigkeit ist der Vertrieb der eigenen 

Produkte mittels Handelsvertretern. Das 

Handelsvertreterrecht ist hierbei Dreh- und 

Angelpunkt für die Regelung der 

grenzüberschreitenden Beziehungen zwischen 

Unternehmer und Absatzmittler. Eine gute Kenntnis 

der jeweiligen Voraussetzungen in den verschiedenen 

Ländern entscheidet oft über Erfolg oder Misserfolg 

dieser Marktstrategie. Da hilft ein Werk ungemein, 

das die verschiedenen Rechtskreise in mehreren 

Ländern beleuchtet, wie das neue Werk von Cervera. 

Dieses geht darüber hinaus was der Titel besagt, da 

nicht nur die Rechtsverhältnisse zu Handelsvertretern 

in den im Titel benannten deutschsprachigen Ländern 

durchleuchtet werden, sondern es werden Vergleiche 

zum spanischen und zum EU Recht angestellt, was 

die Arbeit umso wertvoller macht. 

 

Bereits in der Einführung wird vermerkt, dass das 

Buch ein Werkzeugkasten mit den grundsätzlichen 

Werkzeugen für den Einstieg in die Märkte 

Deutschlands, der Schweiz und Österreichs mittels 
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eines Handelsvertreters, darstellt. Darüber hinaus ist 

es aber auch ein rechtsvergleichendes Werk für das 

Handelsvertreterrecht, das nicht Halt macht bei den 

Rechtsordnungen dieser Länder, sondern auch das 

spanische Recht und das EU Recht miteinbezieht. 

 

Die Bedeutung des Handelsvertreterrechts für die 

spanische „Internationalisierung“ zeigt sich auch 

darin, dass über 50% der Umsätze von spanischen 

Unternehmen mit Deutschland über diese 

Absatzmodalität erfolgt, wie Cervera feststellt. Dabei 

ist es von besonderer Bedeutung die Unterschiede der 

Rechte und Pflichten dieser Absatzmittler in den 

verschiedenen Rechtsordnungen heraus-zuarbeiten, 

um auch bei der Rechtswahl die richtige 

Entscheidung treffen zu können. 

 

Im ersten Kapitel des Buches wird der 

Handelsvertreter in den verschiedenen 

Rechtsordnungen charakterisiert. Unabhängigkeit, 

Dauerhaftigkeit, Ver-mittlungstätigkeit und das 

Auftreten in fremden Namen und auf fremde 

Rechnung sind in allen betrachteten 

Rechtsordnungen die Grundlage der vertraglichen 

Beziehung mit einem Handelsvertreter. Hierauf folgt 

eine Abgrenzung des Handelsvertreters zu anderen 

Arten von Vertriebsmittlern. Wichtig ist hierbei 

insbesondere die Abgrenzung und der Vergleich zu 

den Vertragshändlern, deren Recht in den meisten 

Rechtsordnungen nicht kodifiziert ist und zumeist 

größtenteils analog dem Handelsvertreterrecht 

konstruiert wird. Dies gilt insbesondere zu der in 

häufigen Fällen zu Rechtsstreitigkeiten führenden 

Thematik der Ausgleichsansprüche. Anschließend 

werden die Arten von Handelsvertretern besprochen. 

Im vierten Kapitel behandelt Cervera die Themen der 

Geheimhaltungspflicht des Handelsvertreters und 

Schutz der Betriebsgeheimnisse des Prinzipals sowie 

sich aus deren Verletzung ergebende 

Schadensersatzansprüche, Vereinbarungen über 

Wettbewerbsverbote, insbesondere nachvertraglicher 

Art in Verbindung mit eventuellen 

Karenzentschädigungen, Fristen für 

Anspruchsverjährungen sowie der Bevollmächtigung 

von Handelsvertretern. 

 

Cervera hat mit diesem Werk ein wichtiges 

Instrumentarium für die Beurteilung von 

Handelsvertreterverhältnissen nicht nur nach 

deutschem, österreichischem und schweizer Recht, 

sondern auch im Vergleich zu spanischem und EU 

Recht geschaffen. In einer Zeit, in der sich Spanien 

nach außen richten muss, um im Inland verlorene 

Märkte mit neuen Märkten im europäischen Raum zu 

ersetzen oder zu komplementieren, bildet das 

vorliegende Handbuch einen unschätzbaren Wert. 

Um dies zu schaffen, benötigt der Autor nicht nur 

eine profunde Kenntnis der eigenen Rechtsordnung, 

sondern auch eine solche in anderen Rechtskreisen – 

wie hier Cervera meisterhaft demonstriert. 

 

Abschließend wäre noch festzuhalten, dass dieses 

Werk nicht nur für spanische Juristen ein 

verlässlicher Begleiter in Internationalisierungsfragen 

sein wird, sondern bietet auch deutschen, 

österreichischen und schweizer Fachleuten, die der 

spanischen Sprache mächtig sind, einen guten 

Überblick über die unterschiedliche Behandlung des 

Handelsvertreters in 4 Rechtsordnungen. 

 

Síntesis en español 

 

Juan Luis Cervera ha publicado la obra “Agentes 

comerciales en Alemania, Austria y Suiza” en la serie 

“Guías Jurídicas Internacionales”, donde ya ha 

publicado también una introducción sobre las 

“Sociedades Limitadas en Alemania” y un libro con 

los textos legales bilingües en alemán y en español 

que regulan “Los Agentes Comerciales en Alemania, 

Austria, Suiza y España”. 

 

No cabe duda que la internacionalización avanza de 

forma permanente también en España, donde la crisis 

económica fuerza a las empresas a abrir nuevos 

mercados en el extranjero, con la complejidad y 

diversidad de las nuevas tareas jurídicas que supone 

la contratación requerida para la comercialización de 

los productos. 

 

En dicho campo un primer contacto con la actividad 

en el extranjero lo supone la comercialización a 

través de agentes comerciales. Conocer los requisitos 

que en cada caso y en cada país regulan esta materia 

puede constituir la clave para el éxito o el fracaso de 

esta estrategia comercial. El libro de Cervera ofrece 

luz sobre los diversos aspectos jurídicos que en este 

campo se dan en varios países. En particular, en este 

libro, aunque se concentra el enfoque sobre los países 

germanófonos, se establecen también paralelismos 

con el derecho español y con el derecho europeo. 

 

Ya en su introducción se observa que el libro 

representa una herramienta para acometer la entrada 

en los mercados alemán, suizo y austriaco a través de 

la figura del agente comercial. 

 

La importancia del agente comercial para la 

internacionalización de las empresas españolas se 

pone de manifiesto en el hecho de que más del 50% 

del volumen de ventas de éstas en Alemania tiene 

lugar a través de esta modalidad de comercialización. 

Revisten un relieve especial las diferencias de los 

derechos y obligaciones de los agentes comerciales 

en los diversos ordenamientos jurídicos. 
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Este libro constituye un instrumento de trabajo no 

solo para los juristas españoles, sino también para los 

juristas alemanes, austriacos y suizos, con buenos 

conocimientos de la lengua española, a quienes 

ofrece una buena visión general sobre el diferente 

tratamiento de los agentes comerciales en cuatro 

ordenamientos jurídicos distintos.  

Alexander Sanz* 

 

 

 

*Rechtsanwalt, Ilsfeld 

mail@ra-sanz.com 

 

 

 

 

 

Junge Juristen/ Jóvenes Juristas* 

 

Deutsch-Spanischer Bachelorstudiengang an der Universität Bayreuth und der Universität Pablo de Olavide 

in Sevilla 

 

Adrian Deuschle** 

 

 

 

1. Einleitung
*
 
**

 

 

Aufgrund der Globalisierung und der damit 

einhergehenden wirtschaftlichen Verflechtung, 

werden in fast allen akademischen Berufen 

grenzüberschreitende Einsatzbereiche immer 

wichtiger. Konkret für den Beruf des Juristen 

bedeutet dies, eine zunehmende Relevanz von 

Fremdsprachen und Kenntnissen in fremden 

Rechtsordnungen. Möchte sich der Student von den 

jährlich rund 7.500 Absolventen
1

 des Jurastudiums in 

Deutschland und der 12.300
2

 in Spanien abheben, tut 

er gut daran sich zu spezialisieren.  

 

Die Möglichkeit sich auf grenzüberschreitende 

Einsatzbereiche zu spezialisieren existiert bereits an 

einigen Universitäten in Deutschland. Zum einen 

besteht hier die Möglichkeit ein Auslandssemester im 

Ausland durchzuführen. Zu diesem Zweck schließen 

deutsche Hochschulen, im Rahmen des Erasmus 

Programms, Kooperationen mit Universitäten im 

                                              
*

 Kontakt/Contacto: maria.xiol@cuatrecasas.com; 

javier.alos@cuatrecasas.com. 
**

 Student der Rechtswissenschaft in Bayreuth 
1

 Ausbildungsstatistiken des Bundesministeriums der Justiz und 

für Verbraucherschutz 2013. 
2

 Datos y cifras del sistema universitario español. Ministerio de 

Educación, Cultura y deporte 2012/13. 

Ausland ab. Des Weiteren bieten einige Hochschulen 

im In- und Ausland die Absolvierung eines 

englischsprachigen „Master of Laws“ (LL.M) an.  

 

Exotischer ist jedoch die Verknüpfung eines 

Abschlusses im Ausland mit dem deutschen 

Jurastudium. An der Humboldt European Law 

School (HELS) in Berlin kann man, seit dem 

Wintersemester 2007/2008, das Studium 

„Europäischer Jurist“ absolvieren. In Kooperation 

mit dem King´s College London, der Universität La 

Sapienza Rom und der Universität Paris-Assas 

werden hier zunächst 3 Jahre in Berlin studiert und 

sodann je 1 Jahr an zwei der Partneruniversitäten.  

 

Diesem Beispiel sind die Universität Bayreuth und 

die Universität Pablo de Olavide in Sevilla gefolgt 

und haben einen deutsch-spanischen 

Bachelorstudiengang geschaffen. Ziel dieses 

Studiums ist die Ausbildung von sowohl mit der 

deutschen als auch mit der spanischen Rechtsordnung 

vertrauten Absolventen, die exzellente Kenntnisse in 

beiden Sprachen mitbringen. Der Fokus des 

Studiums liegt auf dem Wirtschafts- und 

Handelsrecht und soll die Absolventen optimal auf 

juristische Berufe mit grenzüberschreitenden 

Einsatzbereichen vorbereiten. 

  

 

 

mailto:mail@ra-sanz.com
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2. Das Studium 

 

Am Anfang des Studiums, steht die Bewerbung an 

der jeweiligen Hochschule an. Man bewirbt sich an 

der Hochschule, an der man die ersten 4 Semester 

absolvieren möchte. Bewirbt man sich an der 

Universität Bayreuth sind neben der 

Hochschulzugangsberechtigung (Abitur, 

Selectividad), Spanischkenntnisse auf dem Niveau 

B2 des Gemeinsamen Europäischen Referenzrahmen 

für Sprachen (GERS) anhand des „DELE-Diploms“ 

nachzuweisen. Alternativ kann auch ein 

Einstufungstest im Sprachenzentrum der Universität 

Bayreuth durchgeführt werden oder ein Zertifikat der 

hochschulbezogenen Sprachausbildung UNICert II 

vorgelegt werden. Wurde das Abitur in Spanien 

abgelegt, ist ein Sprachnachweis nicht notwendig. 

Studierende deren Muttersprache nicht deutsch ist, 

müssen die „Sprachprüfung für den 

Hochschulzugang“ erfolgreich absolvieren. Möchte 

der Bewerber sein Studium an der Universität Pablo 

de Olavide beginnen, gilt es einen Studienplatz nach 

den Regeln im Distrito Único Andaluz zu erlangen. 

Verlangt wird hier ein deutsches Sprachniveau von 

mindestens B2 des GERS.  

 

Ins Leben gerufen wurde der Studiengang vom 

Präsident der Universität Bayreuth, Prof. Dr. Stefan 

Leible und dem Rektor der Universität Pablo de 

Olavide in Sevilla, Prof. Dr. Vicente C. Guzmán 

Fluja. Der deutsch-spanische Bachelorstudiengang ist 

auf 4 Jahre angelegt. Es werden je 2 Jahre in 

Bayreuth und 2 in Sevilla studiert. Auf der Grundlage 

der Kooperationsvereinbarung erlangen die 

Studenten nach Absolvierung des Studiums sowohl 

einen spanischen „grado en derecho“ als auch einen 

deutschen Bachelor of Laws (LL.B.). Im Anschluss 

daran, kann in Deutschland bei Bedarf das erste 

Staatsexamen abgelegt werden. Wo man das Studium 

beginnen möchte steht zur freien Disposition. An der 

jeweiligen Heimatuniversität werden, neben den 

regulären Vorlesungen und Übungen zur heimischen 

Rechtsordnung, die Grundzüge der ausländischen 

Rechtsordnung studiert und es wird ein 

fachsprachlicher Unterricht angeboten. Somit 

wechselt man gut vorbereitet an die Gastuniversität, 

an der man in den 2 Jahren die ausländische 

Rechtsordnung vertieft, sowie ein Praktikum 

absolviert und die Bachelorarbeit verfasst.  

 

Der Doppelbachelorstudiengang ist als 

Vollzeitstudium konzipiert und umfasst ein 

Workload von 240 ECTS-Punkten. Davon sind je 

120 an der Universität Bayreuth und 120 an der 

Pablo de Olavide zu erreichen. Die Inhalte des 

Studiums an der Universität Bayreuth entsprechen 

dem Grundstudium der Rechtswissenschaften.  

3. Zulassung als Rechtsanwalt 

 

Zunächst möchte ich ein paar Worte zum Bachelor of 

Laws (LL.B.) in Deutschland verlieren. Während in 

Spanien, das Jurastudium auf ein Bachelor (Grado) 

und Masterprogramm angelegt wurde, haben in 

Deutschland erst wenige juristische Fakultäten die 

Möglichkeit genutzt die Ausbildung in Sinne von 

Bologna zu modernisieren. Insofern werden die 

Abschlüsse Bachelor of Laws (LL.B.) und Master of 

Laws (LL.M) in Deutschland nur vereinzelt 

angeboten. Das liegt in erster Linie daran, dass für 

eine volljuristische Tätigkeit gemäß §5 des 

Deutschen Richtergesetz (DRiG) die beiden 

juristischen Staatsexamina vorausgesetzt werden. 

Dies hat zur Folge, dass man mit einem LL.B. und 

LL.M. in Deutschland weder als Rechtsanwalt noch 

als Staatsanwalt, Richter oder Verwaltungsjurist im 

höheren Dienst tätig werden kann. 

 

Um in Spanien als Rechtsanwalt zugelassen zu 

werden, muss zuerst ein Grundstudium (Grado) von 

4 Jahren abgelegt werden. Darauf folgend hat man 

einen „Máster de Acceso a la Abogacía“ mit 

obligatorischem Praktikum von insgesamt 1 bis 1 ½ 

Jahren zu absolvieren. Danach muss ein vom Staat 

gestelltes „Examen de Acceso a la Abogacía“ 

bestanden werden. Hat man alle diese Stufen 

durchlaufen, kann man sich als Anwalt (abogado) am 

„Colegio de Abogados“ eintragen lassen. Möchte 

man in der öffentlichen Verwaltung, als Richter oder 

Notar arbeiten, müssen nach dem Grado 

„oposiciones“ abgelegt werden. Dabei handelt es sich 

um umfangreiche Prüfungen, die eine kontinuierliche 

Vorbereitung von mindestens 3-4 Jahren erfordern. 

 

Nach dem oben Gesagten besteht der große Vorteil 

des Doppelbachelorstudienganges darin, dass man 

nach 4 Jahren neben dem Grado noch einen 

deutschen Abschluss innehat. Normalerweise 

benötigt man alleine für den Grado 4 Jahre. 

Allerdings empfiehlt es sich nach Abschluss des 

Studiums noch eine Zulassung als Rechtsanwalt, in 

Deutschland, Spanien oder beiden Ländern, zu 

erwerben.  

 

Es existieren folgende Möglichkeiten: Erstens kann 

man einen Master auf den spanischen Grado setzen, 

das spanische Staatsexamen („Examen de Acceso a 

la Abogacía“) absolvieren und sich sodann in 

Spanien als Anwalt zulassen. Möchte man zusätzlich 

in Deutschland als Rechtsanwalt zugelassen werden, 

müssen gemäß §4 Bundesrechtsanwaltsordnung 

(BRAO) die Eingliederungsvoraussetzungen nach 

dem Gesetze über die Tätigkeit europäischer 

Rechtsanwälte in Deutschland (EuRAG) erfüllt 

werden. Danach kann zur Rechtsanwaltschaft 
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zugelassen werden wer nachweist, dass er mindestens 

3 Jahre als niedergelassener europäischer 

Rechtsanwalt auf dem Gebiet des deutschen Rechts, 

einschließlich des Gemeinschaftsrechts, gearbeitet 

hat. Wer nicht so lange warten möchte kann auch 

eine Eignungsprüfung ablegen gemäß §16 EuRAG, 

um zur Rechtsanwaltschaft zugelassen zu werden. 

Außerdem besteht die Möglichkeit in Deutschland 

gemäß §112a DRiG die Zulassung zum juristischen 

Vorbereitungsdienst beantragen. Als juristischer 

Vorbereitungsdienst (Referendariat) wird die Zeit vor 

dem zweiten Staatsexamen bezeichnet. 

Voraussetzung des §112a sind der Besitz eines 

rechtswissenschaftlichen Universitätsdiploms aus 

einem Mitgliedsstaat der europäischen Union, der 

Erwerb des Zugangs für den Beruf als europäischer 

Rechtsanwalt nach §1 EuRAG, sowie der Nachweis 

von dem ersten Staatsexamen entsprechenden 

Kenntnissen und Fähigkeiten. Angenommen die 

Voraussetzungen liegen vor und man legt das zweite 

Staatsexamen ab, wäre man im Besitz einer 

Befähigung zum Richteramt gemäß §5 DRiG und 

somit nach §4 BRAO zur Rechtsanwaltschaft 

zugelassen. Möchte man in Deutschland nur 

rechtsberatend tätig werden und nicht vor Gericht 

auftreten, ist es ist nicht notwendig sich in 

Deutschland als Rechtsanwalt zuzulassen. Als 

europäischer Rechtsanwalt kann man bei der 

Rechtsanwaltskammer des jeweiligen 

Niederlassungsortes die Mitgliedschaft beantragen. 

Wird diese Mitgliedschaft genehmigt, kann gemäß 

§2-I-1 EuRAG in Deutschland unter der 

Berufsbezeichnung des Herkunftsstaates, in diesem 

Fall „abogado“, die Tätigkeit eines Rechtsanwalts 

ausüben. 

 

Zweitens kann man nach Abschluss des Studiums das 

erste und zweite Staatsexamen an der Uni Bayreuth 

absolvieren. Dazu müssen sich die Absolventen des 

Deutsch-Spanischen Doppelstudienganges für das 

Jurastudium in Bayreuth immatrikulieren und die 

Anerkennung der absolvierten Module beantragen. 

Die in den ersten 4 Semestern an der Universität 

Bayreuth erbrachten Leistungen entsprechen dem 

Jura Grundstudium und können somit problemlos 

angerechnet werden. Außerdem können die in Sevilla 

erbrachten Leistungen gemäß §24 Abs. 1 S. 2 JaPO 

als eine der Übungen für Fortgeschrittene anerkannt 

werden. Da der Großteil der Studienleistungen in 

Sevilla im Bereich des öffentlichen Rechts liegt, 

handelt es sich in diesem Fall um die 

Fortgeschrittenenübung im öffentlichen Recht. Unter 

Umständen kann sogar die spanische Bachelorarbeit 

als Oberseminararbeit anerkannt werden. Diese 

Möglichkeit muss allerdings noch von dem, eigens 

für diesen Studiengang gegründeten, gemeinsamen 

Ausschuss geprüft werden. Unter dem Strich müssen 

also noch die beiden Fortgeschrittenenübungen im 

Zivil- und Strafrecht und eventuell die 

Oberseminararbeit im Schwerpunktbereich absolviert 

werden, bevor zum ersten Staatsexamen angetreten 

werden kann. Zuzüglich der Examensvorbereitung 

sollte man hier mit 2 bis 2,5 Jahren rechnen bis zur 

Absolvierung des ersten Staatsexamen. Mit der 

Beendigung beider Staatsexamina und einer 

Zulassung als Rechtsanwalt in Deutschland kann 

somit nicht vor weiteren 4 Studienjahren gerechnet 

werden. Danach kann noch die Zulassung in Spanien, 

wie oben beschrieben, drauf gesetzt werden. 

 

Zusammenfassend kann hier festgestellt werden, dass 

eine Zulassung als Rechtsanwalt in Spanien nach 

dem Doppelstudiengang wesentlich schneller erreicht 

werden kann als eine Deutsche. Eine Zulassung in 

beiden Ländern ist in jedem Fall zeitintensiv aber 

selbstverständlich auch eine respektable 

Errungenschaft. 

 

4. Arbeitsmarkt 

 

Die Frage ist nun, warum sich der Jurastudent gerade 

auf den Deutsch-Spanischen grenzüberschreitenden 

Einsatzbereich spezialisieren sollte. Die Antwort auf 

diese Frage ist einfach. Weil sich hier ein Markt 

entwickelt der in Zukunft ein großes Potenzial hat. 

Deutschland ist nach Frankreich der zweitgrößte 

Handelspartner Spaniens. Zwischen Spanien und 

Deutschland besteht ein Wirtschaftsverkehr im 

zweistelligen Milliardenbereich
3

. 1.200 Deutsche 

Unternehmen sind in Spanien mit 

Tochtergesellschaften oder Beteiligungen vertreten. 

Diese stellen einen bedeutenden Faktor der 

spanischen Volkswirtschaft dar. Der spanisch-

deutsche Wirtschaftsverkehr floriert in den letzten 

Jahren und schafft einen rechtlichen Beratungsbedarf, 

der Juristen beider Länder Perspektiven schafft. Die 

Anzahl derjenigen Juristen, die spanisch und deutsch 

auf Business Niveau beherrschen ist bisweilen 

überschaubar. Die Kombination von juristischer 

Exzellenz und einem hohen Sprachniveau beider 

Sprachen sind in diesem Bereich essenziell. 

 

Auf diesen Bereich spezialisiert sich der 

Doppelbachelorstudiengang und schafft Perspektiven 

in verschiedenen Einsatzgebieten. Mit dem 

Abschluss des Studiums bietet es sich an, in der 

Rechtsabteilung eines internationalen Unternehmens 

zu arbeiten. Ansonsten ist auch eine Beschäftigung in 

einer europäischen bzw. internationalen staatlichen 

Organisation denkbar. Setzt man eine anwaltliche 

Zulassung auf den Abschluss drauf ist auch eine 

Anstellung in einer Anwaltskanzlei mit 

grenzüberschreitendem Einsatzbereich möglich. Hier 

                                              
3

 Auswärtiges Amt der BRD, Stand Oktober 2014. 
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gibt es in beiden Ländern namhafte Kanzleien, die 

ein „German bzw. Spanish Desk“ in ihrem Portfolio 

haben und sich um Unternehmen kümmern die im 

jeweils anderen Land wirtschaftlich tätig werden 

möchten. Die Rechtskenntnisse beider Länder sowie 

Sprachkenntnisse auf Business Niveau sind hier 

optimale Voraussetzungen für eine Einstellung. 

 

 

 

 

 

 

 

Notizen aus de Vereinigung / Noticas de la Asociación 

 

 

Con casi 100 participantes, el mini-congreso de Madrid 

que tuvo lugar el 7 de marzo fue un verdadero éxito. 

Las ponencias tuvieron gran nivel jurídico y, a juzgar 

por los comentarios recibidos, resultaron de gran interés 

para los asistentes. Debemos agradecer la ayuda 

prestada por el Ilustre Colegio de Abogados de Madrid 

y, muy especialmente, la atención que nos prestó su 

Decana, Sonia Gumpert Melgosa y así como nuestro 

socio y miembro de la Junta de Gobierno, José Manuel 

Pradas Poveda. También se hace necesario agradecer a 

nuestros compañeros Michael Fries, Mónica Weimann 

y Ana Hidalgo la coordinación del congreso.  

 

El día antes del mini-congreso hubo una reunión de la 

Junta en la que se trataron diversas cuestiones de la 

organización del congreso de Santiago de Compostela, 

así como de la llevanza general de la Asociación.  

 

 

 

Durante congreso de Santiago de Compostela (3 a 7 de 

junio de 2015) tendrán lugar ponencias de temas muy 

variados e interesantes, como la protección de las 

marcas no convencionales, las problemáticas 

urbanísticas en las transacciones inmobiliarias, 

diferencias en el derecho de sucesiones hispano-alemán 

y estrategias jurídicas en situaciones de huelga. 

 

 

Está prevista una interesante excursión a Cambados que 

incluye una salida en catamarán por las Rías Baixas. 

 

 

 

La ciudad ha acogido a nuestra asociación con la 

hospitalidad que le caracteriza, prueba de ello es la 

Misa de Peregrinos con Botafumeiro, que se oficiará 

para los asistentes al congreso, en la Catedral de 

Santiago el miércoles día 3 de junio a las 19:30.   

 

 

El siguiente mini congreso tendrá lugar el 14 de 

noviembre de 2015 en Berlín.  

Mit beinahe 100 Teilnehmern war der Minikongress am 

7. März in Madrid wirklich ein voller Erfolg. Die 

Vorträge hatten ein hohes juristisches Niveau und  nach 

allgemeinen Kommentaren der Teilnehmer von großem 

Interesse. Wir bedanken uns für die Unterstützung der 

Anwaltskammer in Madrid und insbesondere der 

Präsidentin, Sonia Gumpert Melgosa wie auch unserem 

Mitglied und Mitglied des Vorstandes,  José Manuel 

Pradas Poveda. Auch unseren Kollegen Michael Fries, 

Mónica Weimann und Ana Hidalgo sei hier für die 

Koordination des Kongresses gedankt. 

 

 

Am Tag vor dem Minikongress fand eine 

Vorstandssitzung statt, bei der die 

Kongressvorbereitung für Santiago de Compostela 

sowie allgemeine Angelegenheiten  der Vereinigung 

behandelt wurden. 

 

 

Während des Kongresses in Santiago de Compostela (3. 

bis 7. Juni 2015) werden Arbeitsgruppen zu vielfältigen 

und interessanten Themen stattfinden, wie der Schutz 

nicht traditioneller Marken, die städtebaulichen 

Probleme bei Immobilienübertragungen, Unterschiede 

im deutschen und spanischen Erbrecht und juristische 

Strategien in Streiksituationen. 

 

 

Vorgesehen ist eine interessante Exkursion nach 

Cambados mit einer Fahrt mit einem Katamaran auf 

den Rías Baixas. 

 

 

Die Stadt hat unsere Vereinigung sehr freundlich 

aufgenommen. Zeichen dafür ist die Pilgermesse mit 

Botafumeiro, die für die Teilnehmer am 3. Juni um 

19:30  in der Kathedrale von Santiago organisiert 

wurde. 

 

 

Der nächste Minikongress wird am 14. November 2015 

in Berlin stattfinden.  
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Cabe destacar asimismo la reciente publicación de la 

edición 44 de nuestra Schriftenreihe, relativa a la 

eficacia de las donaciones en España y Alemania, cuyo 

autor es Christian Schönwandt.  

 

 

Por último, querría rogaros a todos que comuniquéis a 

la secretaría de la asociación cualquier modificación de 

dirección de correo electrónico, dado que cada vez más, 

las notificaciones de la Asociación se remiten por dicho 

medio.  

 

Esperando encontraros en Santiago, recibid un cordial 

saludo 

 

Víctor Fabregat 

 

Hervorzuheben ist noch der kürzlich in der 

Schriftenreihe erschienene Band Nummer 44 zum 

Thema der Wirksamkeit von Schenkungen in Spanien 

und Deutschland, dessen Autor Christian Schönwandt 

ist. 

 

Und zu guter Letzt bitten wir die Mitglieder, die 

Emailadressen zu aktualisieren und der Geschäftsstelle 

mitzuteilen. In Zukunft will die Vereinigung mehr 

Mitteilungen auf diesem Wege versenden. 

 

 

Auf ein baldiges Wiedersehen in Santiago, herzliche 

Grüße 

 

Víctor Fabregat 

 

 
 

Vocal DSJV-AHAJ 

Abogado  

Fabregat Perulles Sales Abogados, 

Barcelona 

v.fabregat@fabregat-perulles-sales.com 

 

 

 

 

XXXV Minicongreso en Madrid, 7 de marzo de 2015 

XXXV.  Mini-Kongress in Madrid, 7. März 2015. 

 

Informe / Bericht 

 

José Antonio Pérez-Alonso* 

 

 

El sábado día 7 de marzo de 2015 tuvo lugar en las 

instalaciones del antiguo e Ilustrísimo Colegio de 

Abogados de Madrid, con buena asistencia, el 

trigésimo quinto congreso de la Asociación Hispano-

Alemana de Juristas. El tema de este mini-congreso 

fue “Novedades con efectos transfronterizos en el 

derecho Tributario Alemán y Español”.  

 

 

Tras unas amables palabras en perfecto alemán de la 

decana del Ilmo. Colegio de Abogados de Madrid, 

doña Sonia Gumpert Melgosa, y la apertura oficial del 

acto, comenzó la asesora fiscal y abogada, con 

despacho profesional en Frankfurt del Meno, doña 

Tanja Schienke Ohletz, a  explicarnos la interesante 

evolución del Derecho Tributario alemán en los 

últimos años en materia de sucesiones como 

consecuencia de las diversas resoluciones del Tribunal 

Constitucional alemán. En sus brillantes y animadas 

intervenciones, tras mencionar brevemente dudas que 

subsisten sobre la conveniencia o necesidad de 

 Am Samstag den 7.3.2015 fand in der 

Anwaltskammer von Madrid unser 35. Mini-

Kongress statt, diesmal mit zahlreichen Teilnehmern. 

Das uns dieses Jahr befassende Thema war die „Neue 

Entwicklungen im Steuerrecht mit 

grenzüberschreitenden Wirkungen in Deutschland 

und Spanien“.  

 

 

Nach einer netten und in perfektem Deutsch 

vorgetragenen Einführung der Dekanin der 

Anwaltskammer von Madrid Frau Sonia Gumpert 

Melgosa und der förmlichen Eröffnung der 

Veranstaltung, erläuterte uns die Rechtsanwältin und 

Steuerberaterin Frau Tanja Scheinke Ohletz (mit 

Kanzlei in Frankfurt a.M.) die Entwicklung des 

deutschen Steuerrrechtes in Sachen Erbschaftssteuer 

aufgrund einiger bedeutenden Beschlüsse des 

deutschen Verfassungsgerichtes.  Während ihres 

interessanten und lebhaften Vortrags gab sie kurz 

einige Zweifel über die Notwendigkeit bzw. den Sinn 

mailto:v.fabregat@fabregat-perulles-sales.com
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mantener el impuesto de sucesiones, dadas las dudas 

existentes sobre su justicia y su escaso rendimiento 

tributario, nos explicó cómo el legislador alemán ha 

intentado dar un tratamiento más favorable en cuanto 

al impuesto de sucesiones a determinados tipos de 

bienes (en particular patrimonios empresariales) o 

personas (familiares). Particularmente interesantes 

resultaron las modificaciones que relató en relación al 

tratamiento fiscal de la liquidez o de activos no 

directamente destinados a la explotación empresarial y 

lo que denominó “sociedades cash”, las diversas 

modificaciones en relación con el tamaño de las 

empresas a heredar (por número de trabajadores o por 

valor de sus balances) y el efecto de la integración 

vertical de sociedades (holdings) en la aplicación de 

tal normativa, destinada a procurar el mantenimiento 

de las empresas, la actividad económica y el empleo 

cuando fallecen sus propietarios. Como abogado 

español me llamó sin duda la atención en particular las 

amplias facultades del TC alemán no sólo para anular 

por inconstitucionales ciertas normas (ya sea 

completamente o en aspectos puntuales), sino para dar 

ciertas instrucciones al Legislador alemán y conceder 

plazos perentorios para el cumplimiento de la 

obligación de adaptación a la normativa 

constitucional. Igualmente nos interesó la necesidad 

que tiene el Legislador alemán de asegurarse de no 

violar del principio de igualdad cuando al legislar tiene 

que optar por parámetros cuantitativos que 

inevitablemente siempre tienen algo de discrecional 

(más o menos de 20 trabajadores, un patrimonio de 

más o menos de un millón de euros, etc.). De una 

visión del principio de igualdad que al parecer el TC. 

alemán se toma muy en serio, parece derivarse una 

limitación de la discrecionalidad propia de todo 

legislador a la hora de determinar en cada nueva 

normativa unos u otros límites cuantitativos, 

limitación que puede ser hecha valer por los 

ciudadanos que se sienten discriminados o 

arbitrariamente perjudicados por medio de recursos 

judiciales.   

 

 

 

 

No menos interesante fue la exposición de don Javier 

Pérez-Fadón, Subdirector General de Impuestos 

Patrimoniales de la Dirección General de Tributos. 

Según su propio reconocimiento, la semana no había 

sido muy buena para su Administración (se había 

suprimido poco antes, muy a su pesar,  las tasas 

judiciales para personas físicas en España…). Por otro 

lado, también comentó con interés la sentencia del 

Tribunal de Luxemburgo de 3 de septiembre de 2014, 

y la pronta modificación legislativa de la Ley 26/2014 

de 27 de noviembre. El Sr. Pérez-Fadón opinó que 

pese al resultado del juicio, el Estado Español  había 

der Aufrechterhaltung der Erbschaftssteuer 

(angesichts der  bestehenden Zweifeln über ihre 

Gerechtigkeit und der relativ niedrigen Erträge für 

das Finanzamt) kund. Anschliessend erklärte sie uns, 

wie der deutsche Gesetzgeber immer wieder 

versucht, einige Wertgegenstandsarten  (besonders 

unternehmerische Güter, mit dem Zweck des 

Fortbestehens der Unternehmen und der 

Arbeitsplätze nach dem Ableben der Firmeninhaber) 

bzw. Personen (besonders Verwandte) bei der 

Erbschaftsteuer bevorzugt zu behandeln und dessen 

Begründung. Besonders interessant waren auch die 

Erklärungen bezüglich der Gesetzesänderungen im 

Bereich der steuerrechtlichen Behandlung des Geldes 

und der „Cashgesellschaften“ und den Aktiva, die 

nicht direkt für die unternehmerische Tätigkeit 

notwendig sind, die verschiedenen 

Gesetzesänderungen bezüglich der Grösse der zu 

vererbenden Unternehmen (nach der Anzahl der 

Arbeitnehmer oder nach dem Wert des 

Unternehmens), sowie die diesbezügliche Regelung 

der Holdings. Mir persönlich als spanischer Anwalt 

fiel besonders auf, wie breit die Befugnisse des 

deutschen Verfassungsgerichtes sind - nicht nur im 

Zusammenhang mit der Aufhebung bestimmter 

verfassungswidriger Regelungen, sondern auch bei 

der Festlegung von Anweisungen und Fristen für den 

Gesetzgeber. Des Weiteren fanden wir sehr 

interessant, wie der deutsche Gesetzgeber sich jedes 

Mal vergewissern muss, dass die Einhaltung des 

Gleichheitsprinzips bei der Festlegung quantitativer 

Parameter in der neuen Gesetzgebung gewährleistet 

wird (z.B. mehr oder weniger als 20 Arbeitsnehmer, 

Firmenwert von mehr oder weniger als einer 

Millionen Euro usw.). Es sieht so aus, als ob das 

deutsche Verfassungsgericht dieses 

Gleichheitsprinzip sehr streng auslegen würde und 

dabei die Freiheit bzw. das Ermessen des 

Gesetzgebers teilweise einschränkt. Demzufolge 

können die Bürger mit ihren Klagen diese 

Beschränkungen ebenfalls nutzen, wenn sie sich 

durch die Gesetzgebung diskriminiert oder 

willkürlich behandelt fühlen.   

 

 

Nicht weniger interessant war der Vortrag von Herrn 

Javier Pérez-Faldón, stellvertretender Direktor der 

Abteilung „Vermögensteuer“ bei der 

Generaldirektion für Steuern des spanischen 

Ministeriums. Wie er selbst zugab, war es für ihn 

keine schöne Woche gewesen, da gegen seine 

Meinung in Spanien die Gerichtsgebühren für 

natürliche Personen gerade abgeschafft wurden. Er 

sprach ebenfalls über das Urteil aus Luxemburg vom 

3. September 2014 und das kurz danach erlassene 

spanische Gesetz 26/2014 vom 27.11.2014. Seiner 

Meinung nach hätte Spanien zwar verloren, aber 
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perdido “por puntos”, habida cuenta de que sólo uno 

de los dos motivos principales de la impugnación fue 

estimado. El resultado de la sentencia, con la que no 

estaba de acuerdo pero no tenía ya más remedio que 

acatar, iba a ser al final, la discriminación de los 

residentes (que tributan en el IS por obligación 

personal), frente a quienes tributan por  obligación 

real, pues éstos se beneficiarán de toda la exención en 

la base imponible, pero para la aplicación de las 

normas sobre la progresividad del impuesto se tendrá 

en cuenta sólo las sumas heredadas en España; en 

cambio en Alemania, según había explicado 

anteriormente la Sra. Schienke Ohletz, el 

contribuyente puede optar por tributar por obligación 

real o por obligación personal (eso sí, con todas sus 

consecuencias, es decir, tributando por todo el 

patrimonio mundial heredado y afrontando las posibles 

consecuencias de la inexistencia de tratados de 

evitación de la doble imposición), y en determinados 

casos puede deducirse el heredero sólo una parte 

proporcional de la base exenta.  

 

 

 

 

 

 

A los abogados hispano-alemanes nos interesó por 

supuesto en particular el problema derivado de la 

inexistencia de  disposiciones que expresamente 

regulen la situación de quienes en el pasado pagaron 

un exceso de impuesto de sucesiones (modalidad 

sujeción real, beschränkte Steuerpflicht), siendo por 

ello discriminados frente a los residentes a los que se 

les aplicaba una legislación autonómica, normalmente 

más favorable. El Sr. Pérez-Fadón ratificó que 

efectivamente se puede pedir la devolución de las 

cantidades no prescritas y que no hayan devenido 

“firmes” como consecuencia de una revisión o 

reclamación. Entendió que en los casos en los que la 

normativa admitía que se presentara una “declaración” 

del IS., la liquidación queda firme por el transcurso del 

breve plazo ordinario para recurrir contra la 

liquidación administrativa, al contrario que en el caso 

habitual de las “autoliquidaciones”. En cuanto a la 

posibilidad de reclamación de “responsabilidad 

patrimonial al legislador” (en el plazo de un año desde 

la publicación de la sentencia de Luxemburgo), el Sr. 

Pérez-Fadón (¿quizás obligado por su cargo?) se 

mostró escéptico sobre las posibilidades de tales 

reclamaciones, en virtud de los requisitos que la 

jurisprudencia europea exige para tal responsabilidad, 

en particular la existencia de una violación clara y 

directa de la normativa que haya dado lugar a la 

nulidad de la norma tributaria. Ya veremos con el 

tiempo si las resoluciones de los tribunales le dan la 

razón... 

 

zumindest hätte das Gericht (zum Trost) auch 

zugegeben, dass einer der beiden Anfechtungsgründe 

nicht zutraf. Mit dem Endergebnis des Urteils war er 

sicherlich nicht einverstanden, aber das Urteil musste 

natürlich befolgt werden. Seines Erachtens werden 

jetzt in Spanien die Residenten (die eine 

unbeschränkte Steuerpflicht haben) diskriminiert, 

denn die Nicht-Residenten werden den vollen 

Freibetrag in Anspruch nehmen können, aber bei 

ihnen wird man nur die sich in Spanien befindlichen 

Güter berücksichtigen können, um die Progressivität 

der Steuer anzuwenden. Anders ist es in Deutschland: 

Dort kann der in der BRD nicht ansässige 

Steuerzahler wählen, wie RA Frau Scheinke Ohlentz 

erklärt hat, ob er unbeschränkt oder beschränkt 

steuerpflichtig sein will  - das aber mit allen 

Konsequenzen: Bei der unbeschränkten Steuerpflicht 

heisst das dann, dass der Steuerzahler den vollen 

Freibetrag nutzen kann, aber auch, dass das gesamte 

geerbte Weltvermögen in Deutschland besteuert wird 

und die negativen Doppelbesteuerungsfolgen bei ihm 

Anwendung finden, insofern es kein 

Doppelbesteuerungsabkommen gibt, bzw. in 

manchen Fällen kann der Steuerzahler nur einen 

proportionellen Anteil des Freibetrages anwenden. 

 

 

Uns deutsch-spanischen Anwälte hat natürlich 

besonders ein Problem der im neuen Gesetz nicht 

ausdrücklich regulierten,  vergangenen Fälle im 

Bereich der Erbschaftssteuer interessiert. Es geht um 

die Fälle, bei denen der Steuerzahler mit beschränkter 

Steuerpflicht in Spanien bei der Erbschaftsteuer 

diskriminiert worden war, da bei ihm die vor dem 

besagten Urteil günstigeren Regelungen der 

spanischen Regionen nicht angewandt werden 

konnten. Herr Pérez-Fadón bestätigte, dass man die 

nicht verjährten Beträge zurückfordern kann, 

allerdings nur wenn diese nicht bereits nach einer 

Reklamation oder Prüfung rechtskräftig („firmes“) 

geworden sind. Er erklärte des Weiteren, dass in den 

(wenigen) Fällen, bei denen eine „Declaración“ 

gemacht wurde (normalerweise durfte man immer 

nur eine „Autoliquidación“ einreichen), und die Frist 

zur Anfechtung der darauffolgenden 

Steuerfestsetzung (liquidación) des Finanzamtes 

abgelaufen ist, eine Rückzahlungsforderung nicht 

mehr möglich sei (!).  Im Zusammenhang mit der 

Möglichkeit der Haftung des Gesetzgebers (Frist: 

1 Jahr nach Bekanntgabe des EU-Urteils aus 

Luxemburg) stellte Herr Pérez-Fadón aufgrund der in 

der europäischen Rechtsprechung vorgeschriebenen 

Voraussetzungen die Erfolgschancen dieser Klagen 

in Frage (vielleicht musste er das wegen seines 

Postens?), da ein eindeutiger und direkter Verstoss, 

der die Aufhebung des Gesetzes verursacht, 

vorliegen müsse. Die Zeit wird uns sagen, ob er 

Recht hat.... 
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Ha sido todo un placer poder asistir a este congreso, en 

una ciudad como Madrid, y acudir con tantos colegas a 

la cena al lado del Palacio Real… Realmente ha valido 

la pena. Gracias a la organización.   

 

Auf jedem Fall war es schön, an diesem Mini-

Kongress in der Weltstadt Madrid teilnehmen  und 

mit so vielen Kollegen das anschliessende 

Abendessen im Restaurant neben dem Königlichen 

Palast geniessen zu können. Es hat sich sehr gelohnt. 

Vielen Dank an die  Organisation der DSJV.  

 

 

  

 

*Abogado, Kanzlei Pérez 

Alonso & Partner, Abogados, 

Maspalomas, Gran Canaria 

kanzleiperez@gmail.com  

 

 

 

 

 

 

Vorschau / Avance 

Santiago de Compostela 2015 

 

Programm / Programa 
 

Mittwoch, 3. Juni 

 

Miércoles, 3 de junio 

17:00 – 

18:30 Uhr 
Anreise der Kongressteilnehmer 

Einschreibung und Ausgabe der Unterlagen im 

Sekretariat des Kongresshotels San Francisco 

Hotel Monumento, Campillo San Francisco, 3 

17:00 – 

18:30 h. 
Llegada de los Congresistas 

Inscripción y entrega de la documentación en la 

Secretaría del Hotel del Congreso San 

Francisco Hotel Monumento, Campillo San 

Francisco, 3 

 

19:30 Uhr 
 

Pilgermesse (mit botafumeiro) in der 

Kathedrale 

(Anmeldung erforderlich) 

 

19:30 h. 

 

Misa con botafumeiro en la Catedral 

(se requiere inscripción previa) 

 

21:00 Uhr 
 

Informelles Abendessen 

Restaurante O Dezaseis, Rúa de San Pedro, 16 

(nicht im Kongressbeitrag inbegriffen) 

 

21:00 h. 

 

Cena informal 

Restaurante O Dezaseis, Rúa de San Pedro, 16 

(no incluida en la cuota del Congreso) 

 

Donnerstag, 4. Juni 

 

Jueves, 4 de junio 

9:00 – 

10:15 Uhr 

Einschreibung und Ausgabe der Unterlagen im 

Sekretariat des Kongresshotels San Francisco 

Hotel Monumento, Campillo San Francisco, 3 

9:00 – 

10:15 h. 

Inscripción y entrega de la documentación en la 

Secretaría del Hotel del Congreso San 

Francisco Hotel Monumento, Campillo San 

Francisco, 3 

10:30 Uhr Feierliche Kongresseröffnung 

Im Festsaal des „Palacio de Fonseca“, rúa do 

Franco s/n 

 

Begrüssungen 

Marc André Gimmy, Präsident der DSJV 

Alfonso Rueda Valenzuela, “Conselleiro de 

Xustiza” 

Agustín Hernández Fernández de Rojas, 

Bürgermeister von Santiago de Compostela 

 

 

 

10:30 h. Inauguración solemne del Congreso 

en la Sala noble del Palacio de Fonseca, rúa do 

Franco s/n 

 

Saludos 

Sr. Don Marc André Gimmy, Presidente de la 

AHAJ 

Excmo. Sr. Don Alfonso Rueda Valenzuela, 

Conselleiro de Xustiza 

Excmo. Sr. Don Agustín Hernández 

Fernández de Rojas, Alcalde de Santiago de 

Compostela 

 

mailto:kanzleiperez@gmail.com
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Evaristo Nogueira, Präsident der 

Anwaltskammer von Santiago de Compostela 

 

 

Festredner: 

Prof. Dr. Santiago Álvarez González, 

Professor für Internationales Privatrecht, 

Universität von Santiago de Compostela 

 

Thema:  

Die Anwendung ausländischen Rechts: Eine 

in Spanien und Europa zu lösende Aufgabe  

 

Danach Umtrunk auf Einladung der 

Anwaltskammer von Santiago de Compostela 

und Stadtführung 

Ilmo. Sr. Don Evaristo Nogueira, Decano del 

Colegio de Abogados de Santiago de 

Compostela 

 

Ponente inaugural: 

Prof. Dr. Santiago Álvarez González, 

Catedrático de Derecho Internacional Privado, 

Universidad de Santiago de Compostela 

 

Tema: 

La aplicación del  Derecho extranjero: una 

tarea pendiente en España y Europa 

 

A continuación, copa de bienvenida por cortesía 

del Ilustre Colegio de Abogados de Santiago de 

Compostela y visita guiada a la ciudad 

    

16:00 -

19:00 Uhr 
Arbeitsgruppe I 16:00 – 

19:00 h. 
Grupo de Trabajo I 

 Streik- und Streikabwehrstrategien in 

Deutschland und Spanien 

Moderation: Marc André Gimmy 

Ponentes:  

Román Gil Alburquerque, Abogado, Madrid 

N.N. 

 

 Estrategias ante situaciones de huelga en 

Alemania y España 

Moderación: Marc André Gimmy 

Ponentes:  

Román Gil Alburquerque, Abogado, Madrid 

N.N. 

 

19:15 – 

20:30 Uhr 
Aus der Praxis für die Praxis 19:15 – 

20:30 h. 
De la práctica para la práctica 

 Grundsätzliche Unterschiede des spanischen 

und deutschen Erbrechts 

Moderation: Dr. Cato Dill 

Referenten: 

Dr. Alexander Steinmetz, Rechtsanwalt, 

Frankfurt am Main 

Rocío García Alcázar, Abogada, Köln 

 Diferencias básicas en el Derecho de Sucesión 

español y alemán 

Moderación: Dr. Cato Dill 

Ponentes: 

Dr. Alexander Steinmetz, Rechtsanwalt, 

Frankfurt am Main 

Rocío García Alcázar, Abogada, Colonia 

 

21:00 Uhr Informelles Abendessen 

Restaurante Carretas, Rúa Carretas, 21 

(nicht im Kongressbeitrag inbegriffen) 

21:00 h. Cena informal 

Restaurante Carretas, Rúa Carretas, 21 

(no incluida en la cuota del Congreso) 

 

Freitag, 5. Juni 

 

Viernes, 5 de junio 

10:00 – 

13:00 Uhr 
Arbeitsgruppe II 10:00 – 

13:00 h. 
Grupo de Trabajo II 

 Der Schutz nicht traditioneller Marken 

(Geruchs-, Geschmacks- und 

dreidimensionale Marke, usw.) 

Moderation: Mónica Weimann Gómez 

Referenten: 

Arne Führer, Richter am Landgericht, 

Hamburg 

Prof. Dr. Ángel García Vidal, Professor für 

Handelsrecht, Santiago de Compostela 

 La protección de Marcas no convencionales 

(marca olfativa, gustativa, tridimensional, 

etc.) 

Moderación: Mónica Weimann Gómez 

Ponentes: 

Arne Führer, Richter am Landgericht, 

Hamburgo 

Prof. Dr. Ángel García Vidal, Prof. Acreditado 

como Catedrático de Derecho Mercantil, 

Santiago de Compostela 

 

16:00 Uhr Exkursion 

Cambados, Stadtbesichtigung, Rundfahrt im 

Katamaran auf den „Rías Baixas“ und 

Abendessen in einer Bodega. 

 

 

16:00 h. Excursión 

Cambados, visita a la ciudad, paseo en 

catamarán por las Rías Baixas y cena en una 

bodega. 
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Samstag, 6. Juni 

 

Sábado, 6 de junio 

9:30 – 

12:30 Uhr 
Arbeitsgruppe III 9:30 – 

12:30 h. 
Grupo de trabajo III 

 Städtebauliche Probleme bei 

Immobilientransaktionen in Spanien 

Moderation: Ana Hidalgo Alberca 

Referenten:  

Dr. Juan José Raposo Arceo, Professor für 

Zivilrecht an der UDC und Schriftführer des 

Gesetzes:  “ley de la vivienda” in Galizien  
Lluis Albareda Costa, auf Städtebau 

spezialisierter Abogado 

 

 Problemática Urbanística en las 

Transacciones Inmobiliarias en España 

Moderación: Ana Hidalgo Alberca 

Ponentes:  

Dr. Juan José Raposo Arceo, Prof. Titular 

Derecho Civil  de la UDC y redactor de la ley de 

la vivienda de Galicia  

Lluis Albareda Costa , Abogado especializado 

en Derecho Urbanístico 

 

    

12:45 – 

13:45 Uhr 
Aktueller juristischer Überblick 12:45 – 

13:45 h. 
Actualidad jurídica 

 Referenten: 

Víctor Fabregat Rubiol, Abogado, Barcelona 

Jan Löber, Rechtsanwalt, Frankfurt am Main 

 Ponentes: 

Víctor Fabregat Rubiol, Abogado, Barcelona 

Jan Löber, Rechtsanwalt, Frankfurt am Main 

 

16:30 Uhr 

 

Mitgliederversammlung 

Tagesordnung: 

1. Eröffnung und Begrüssung 

2. Bericht des Präsidenten 

3. Bericht des Schatzmeisters 

4. Bericht der Kassenprüfer 

5. Aussprache 

6. Entlastung des Vorstandes 

7. Kongresse 2016 und 2017 

8. Verschiedenes 

 

 

16:30 h. 

 

Asamblea General de socios 

Orden del Día: 

1. Apertura y saludos 

2. Informe del Presidente 

3. Informe del Tesorero 

4. Informe de los Auditores 

5. Debate 

6. Aprobación de la Junta 

7. Congresos 2016 y 2017 

8. Ruegos y preguntas 

 

21:00 Uhr Galadiner mit Tanz im San Francisco Hotel 

Monumento 

(festliche Kleidung) 

21:00 h. Cena de gala con baile en el San Francisco 

Hotel Monumento 

(Etiqueta) 

 

Sonntag, 7. Juni Domingo, 7 de junio 

 

Abreise der Kongressteilnehmer Partida de los Congresistas 

 

 

 
Anmerkung der Schriftleitung / Nota de la redacción 

 

 

Liebe Mitglieder und Leser der INF, 

 

Sie erhalten diese Ausgabe, wie bereits das 

Mitgliederverzeichnis, zum ersten Mal auch im 

elektronischen FlippingBook Format. Sämtliche 

Ausgaben dieses Jahres werden sowohl wie bisher in 

Papierform per Post als auch „flippend“ per e-mail 

versandt, damit sich jeder mit dem neuen Format 

vertraut machen und eine Meinung bilden kann. Ziel ist 

es, die INF ab 2016 nur noch bzw. bis auf ein kleines 

Kontingent im elektronischen Format zu versenden. 

 

 

 

  

Estimados socios y lectores del INF, 

 

recibirán esta edición por primera vez también en 

formato electrónico “FlippingBook”, de la misma 

manera que con anterioridad han recibido ya el listado 

de socios. El resto de entregas del presente año se 

seguirá efectuando en formato papel por envío postal 

como hasta la fecha, si bien también se enviará 

“flipando” en formato electrónico por correo 

electrónico, para que de esta forma todo el mundo 

pueda familiarizarse con el nuevo formato y formar su 

propia opinión. El objetivo es que las entregas del INF 

se envíen a partir del año 2016, salvo una pequeña 

parte, únicamente en formato electrónico. 
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Beweggründe für diese Neuerung sind allgemein 

bekannte Gesichtspunkte wie Kostenersparnis –Druck 

und Versand der INF betragen rund 15% des DSJV-

Ausgabenhaushalts-, schnellerer und zuverlässigerer 

Versand, Umweltschutz, größere Verbreitung. 

     

 

Mehrmals wurde das Projekt im Vorstand erörtert und 

abgewogen. Es mag auch Gründe geben, die gegen das 

neue Format sprechen. Deshalb lade ich Sie bereits jetzt 

herzlich ein, Ihre Meinung zu äußern. Unabhängig 

davon, dass wir die „flippende“ INF auch noch einmal 

im Rahmen unserer Mitgliederversammlung in Santiago 

de Compostela vorstellen werden.       

 

Schließlich möchte ich die Gelegenheit nutzen, allen 

INF-Autoren herzlich für ihre Mitarbeit zu danken und 

alle anderen animieren, mir Beiträge zum deutsch 

spanischen Rechtsverkehr zu übersenden; seien es 

praktische Darstellungen oder rechtswissenschaftliche 

Abhandlungen. Erstrittene Entscheidungen ggfs. mit 

Kommentierung nehme ich ebenfalls gerne in unseren 

Rechtsprechungsteil auf. Auch für Hinweise auf 

Artikel, die sich für eine Zweitveröffentlichung eignen, 

bin ich dankbar.  

 

 

Herzliche Grüße, 

 

Euer Michael Fries 

 

Este cambio obedece a los motivos, ya conocidos, de 

ahorro en los costes – la impresión y envío del INF 

suponen alrededor de un 15  del presupuesto de gastos 

de la AHAJ-, a una mayor agilidad y eficiencia en la 

entrega , respeto del medio ambiente, así como la 

consecución de una mayor divulgación. 

 

Este proyecto se ha discutido y ponderado en varias 

ocasiones en el seno de la Junta Directiva. Pudiera ser 

que existan voces contrarias al nuevo formato, motivo 

por el cual les invito encarecidamente a que nos 

manifiesten su opinión, sin perjuicio de que volveremos 

a presentar la versión digital de las INF en nuestra 

Asamblea General en Santiago de Compostela. 

 

Finalmente, quería aprovechar la ocasión para 

agradecer el trabajo y esfuerzo de todos los autores que 

han participados y participan en el INF y animar a todos 

los demás a hacerme llegar sus contribuciones sobre las 

relaciones jurídicas hispano-alemanas, ya sean 

aportaciones prácticas o artículos jurídico-científicos. 

Asimismo estaré encantado de publicar en nuestra 

sección de jurisprudencia resoluciones judiciales, en su 

caso con comentarios. Finalmente os agradeceré 

indicaciones de artículos interesantes que puedan servir 

para una segunda publicación. 

 

Un saludo afectuoso,  

 

vuestro Michael Fries 

 

 

 

Abogado & Rechtsanwalt, 

Monereo Meyer Marinel-lo 

Abogados, Madrid 

mfries@mmmm.es 
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Neue Mitglieder / Nuevos socios 

15.11.2014 – 15.03.2015 

 

Wir freuen uns, folgende neuen Mitglieder begrüssen zu dürfen: 

Nos alegramos de dar la bienvenida a los siguientes nuevos asociados: 

 

Adouvi, Victoria 

Studentin 

Ernst-Reuter Str. 1 

D – 35041 Marburg 

Tel. 0152/34073297 

Victoria.adouvi@outlook.com 

 

Barbeito, Alfredo Adolfo 

Abogado 

Partida Pinamar, 15 

E – 03710 Calpe 

Tel. 673 673813  

alfredo@alfredobarbeito.com; 

www.alfredobarbeito.com 

 

Barberán Gómez, Maria Eugenia 

Abogada 

Löber & Lozano SLP 

Conde de Salvatierra 21, 4º 

E – 46004 Valencia 

Tel. 96 3287793 Fax 96 3287794 

e.barberan@loeberlozano.com; 

www.loeberlozano.com 

 

Cascant Guerola, Claudia 

Abogada 

Löber & Lozano SLP 

Marqués de Campo, 27 

E – 03700 Dénia 

Tel. 965 782754 Fax 965 782764 

c.cascant@loeberlozano.com; 

www.loeberlozano.com 

 

 

Colonia Castellanos, Rafael 

Syndikus 

K-GLA 011/1884/4 

D – 38436 Wolfsburg 

Rafael.colonia.castellanos@volkswagen.de 

 

González Baena, Carmen 

Abogada 

Norton Rose Fulbright 

Kazmeierstr. 36 

D – 80339 München 

cgonbae@gmail.com 

 

Janssen, Michael 

Rechtsanwalt 

RAe Steinmetz & Dr. Otten 

Jacobstr. 12 

D – 52064 Aachen 

Tel. 0241/446700 Fax 0241/4467011 

janssen@steinmetz-rechtsanwaelte.de; 

www.steinmetz-rechtsanwaelte.de 

 

Lindemann, Lena 

Rechtsanwältin 

Clifford Chance 

Feldstr. 46 

D – 40479 Düsseldorf 

Lena.lindemann@gmx.de 

 

Milberg, Peter 

Rechtsanwalt 

Eduard-Bilz-Str. 46 

D – 01445 Radebeul 

Tel. 0351/2521505 Fax 0351/2521542 

kanzlei@ra-milberg.de  
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Pí, Isabel 

Abogada 

Pluta Abogados 

Av. Diagonal, 611, 9º 

08028 Barcelona 

Tel. 93 4441876 

Isabel.pi@pluta.es 

 

Rauer Alcover, Johanna 

Abogada 

Löber & Steinmetz RAe 

Kaulbachstr. 1 

D – 60594 Frankfurt am Main 

Tel. 069/96221123 Fax 069/96221111 

j.rauer@loeber-steinmetz.de;  

www.loeber-steinmetz.de 

 

Restrepo Rodríguez, Juan 

Rechtsanwalt 

Linklaters LLP 

Königsallee 49 – 51 

D – 40212 Düsseldorf 

Juan.restrepo.rodriguez@gmail.com 

 

Voss, Jan Ole 

Rechtsanwalt 

Becker Büttner Held RAe 

Kuglerstr. 10 

D – 10439 Berlin 

Tel. 030/68320932 

olevoss@gmx.net 

 

 

 

 

Referendarsstationen / Praktikantenplätze 

Pasantías / Prácticas 
 

 

AD & M Abogados y Consultores 

Unsere international ausgerichtete Rechtsanwaltskanzlei mit dem 

Schwerpunkt auf deutsch-spanischen Rechtsbeziehungen befindet sich im 
Zentrum von Barcelona. Unsere Tätigkeitsschwerpunkte sind 

Gesellschafts-, Handels-, Erb-, Familien- und allgemeines Zivilrecht. Wir 

bieten deutschen Rechtsreferendaren oder Jurastudenten mit 
Spanischkenntnissen die  Möglichkeit, Ihre Wahlstation oder ein 

Praktikum in unserer Kanzlei zu absolvieren.  

Bitte richten Sie Ihre Bewerbungsunterlagen postalisch an ADM 
Abogados y Consultores, Calle Balmes 163, Pral., 2a, 08008 Barcelona, 

Spanien z.H. von RA Robert Engels oder per e-mail an 

info@admabogados.net. 

 

Advocatia Abogados 
ofrece a pasantes alemanes la posibilidad de realizar prácticas en el 
despacho, oficina de Madrid, por un período no inferior a tres meses. Los 

solicitantes deberán tener conocimientos de la lengua española. Durante 

este período el pasante podrá colaborar con los abogados de Mercantil, 
Civil, Laboral y Fiscal del despacho. Los interesados se podrán dirigir a  

Advocatia Abogados, Persona de contacto: Mercedes Aguado, 

Argumosa, 13, 1º B , 28012  Madrid, Tel.: +34914321212, Fax: 
+34915773484, e-mail: maguado@advocatia.net 

 

AR Abogados Asociados 
Despacho especializado en derecho internacional privado, comunitario, 

mercantil, inmobiliario, procesal y familia.  

Ofrecemos a pasantes alemanes la posibilidad de realizar prácticas en 
Barcelona, y conocer las relaciones comerciales y jurídicas hispano-

alemanas. Requisito imprescindible el conocimiento del idioma español, 

hablado y escrito. 
Pueden enviar sus CV a: AR ABOGADOS ASOCIADOS, A/a Dep. 

Personal, Provença, 278, 1r bis, 1ª, E-08008 Barcelona, info@ar-
advocats.com 

 

Castellana Legal Abogados 

Wahlstation für Rechtsreferendare/Praktikanten 

Unsere Kanzlei bietet Referendaren/Praktikanten die Möglichkeit, in 
Madrid die Wahlstation bzw. ein Praktikum zu absolvieren. Kenntnisse 

der spanischen Sprache sind erforderlich. Bei Interesse Bewerbungen 

bitte per e-mail z. Hd. von Marcos Andreu Bleckmann an 
mableckmann@c-legal.com unter Kennwort “Praktikum” zusenden.  

 

Dikeos Estudio Jurídico 

Wir sind eine international ausgerichtete Madrider Rechtsanwaltskanzlei 

mit Tätigkeitsschwerpunkten im Arbeits-, Gesellschafts-, Handels- und 

Zivilrecht, die sowohl forensisch als auch beratend tätig ist. 
Unsere Klienten sind hauptsächlich Wirtschaftsunternehmen, auch aus 

dem deutschsprachigen Ausland. 

Wir bieten Rechtsrefrendaren / -innen die Möglichkeit, Ihre Wahlstation 
in unserem Madrider Büro abzuleisten.  

Gute  bis sehr gute Spanischkenntnisse sowie Interesse für internationale, 

insb. deutsch-spanische Rechtsbeziehungen setzen wir voraus. Wir freuen 
uns auf Ihre Bewerbung. 

Paseo de la Habana, 5. Tel: 91 5903370, Fax 91 5638560; 

Ansprechpartner: Christian Alexander Paschkes 
(apaschkes@dikeos.com). 

 

Dr. Frühbeck Abogados 

Wir bieten Referendaren/innen und Praktikanten/innen mit guten 

Deutsch- und Spanischkenntnissen die Möglichkeit, eine oder mehrere 

Stationen bzw. ein mehrmonatiges Praktikum in unseren Kanzleien in 
Barcelona, Palma de Mallorca, Marbella und Las Palmas G.C. zu 

absolvieren. Es wird ein Zeitraum von mindestens 3 Monaten bevorzugt. 

Wir bearbeiten hauptsächlich Fälle im Bereich des Handels-, 
Unternehmungs- und Arbeitsrechts.  

Ofrecemos a pasantes con buenos conocimientos de alemán y español la 
posibilidad de realizar prácticas en nuestras oficinas de Barcelona, Palma 

de Mallorca, Marbella y Las Palmas G.C. Preferente un período no 

mailto:Isabel.pi@pluta.es
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inferior a tres meses. Principalmente trabajamos los campos del derecho 

mercantil, societario y laboral. 

Barcelona: Tel.: (00 34) 93 254 10 70; Email:  barcelona@fruhbeck.com 
Canarias: Tel.: (00 34) 928 432 676; Email:  canarias@fruhbeck.com 

Mallorca: Tel.: (00 34) 971 719 228; Email: mallorca@fruhbeck.com 

Marbella: Tel.: (00 34) 95 276 52 25; Email:  marbella@fruhbeck.com 

 

Gerboth & Partner  

Wir bieten Referendaren oder Studenten mit guten Spanischkenntnissen 
die Möglichkeit ihre Wahl- oder sonstige Ausbildungsstation während 

eines Zeitraumes, der drei Monate nicht unterschreiten sollte, in unseren 

Büros in Palma de Mallorca oder Ibiza zu absolvieren. 
Des weiteren bieten wir spanischen Praktikanten mit guten 

Deutschkenntnissen die Möglichkeit zur Durchführung eines 

Rechtspraktikums in unseren Büros, ebenfalls für einen Zeitraum, der 
drei Monate nicht unterschreiten sollte. 

Ansprechpartner: Christian Gerboth, Palma de Mallorca - Tel.: 0034-

971722494; E-mail: info@gerboth-partner.com 
 

Fabregat, Perulles, Sales,  Abogados, Rechtsanwälte 

Wir bieten deutschen Referendaren mit guten Spanischkenntnissen die 
Möglichkeit, ihre Wahlpflichtausbildung oder sonstige 

Ausbildungsstationen in unseren Kanzleien in Barcelona und Pollença 

(Mallorca) zu absolvieren. 
Plaza Bonanova, 4, 1º1ª, E- 08022 Barcelona, Tel. 0034/ 93 205 42 31, 

Fax. 0034/ 93 418 955, Ferrán Sors,4, 3º1ª E – 43850 Cambrils, Tel. 

0034/ 977 79 41 26 Fax 0034/ 977 36 23 48, Sor Flor Ricomana, 2, 1º C, 
E – 07460 Pollença (Mallorca), Tel. 0034/ 971 53 17 33, 0034/ 971 53 10 

84, e-mail: fps@fabregat-perulles-sales.com, Internet: www.fabregat-

perulles-sales.com. 
 

Göhmann 

Als deutsch-spanische Kanzlei mit umfangreichen Tätigkeitsbereichen in 
beiden Rechtskreisen bieten wir interessierten deutschen Referendaren 

und spanischen Praktikanten die Möglichkeit, in einem unserer Büros in 

Bremen oder Barcelona eine oder mehrere Stationen bzw. ein 
mehrmonatiges Praktikum zu absolvieren. Sehr gute Sprachkenntnisse 

sind Voraussetzung. Bitte senden Sie Ihre Bewerbungsunterlagen an: 

Bewerbungen in Deutschland: Dr. Arne Koch, Wachtstr. 17-24, D-28195 
Bremen, Tel.: 0421/33953-0, e-mail: bremen@goehmann.de 

Bewerbungen in Spanien: Marcel Gentner, Provenza, 278, 1º Bis 1ª 2ª, E-

08008 Barcelona, Tel: 93 2155338, e-mail: barcelona@goehmann.es   
Für Informationen können Sie unsere Internetseite www.goehmann.de 

besuchen. 

 

Gómez Acebo & Pombo  

Referendaren mit Spanischkenntnissen bieten wir die Möglichkeit ihre 

Wahlstation während eines Zeitraumes von drei Monaten in unserer 
Kanzlei in Madrid zu absolvieren.  

Schriftliche Bewerbungen richten Sie bitte an: Frau Christina Sánchez 
Weickgenannt, E-mail: csanchezw@gomezacebo-pombo.com Tel.: 0034 

91 582 9218 

 

Anwaltskanzlei Dr. Sabine Hellwege  

bietet Rechtsreferendaren / Rechtsreferendarinnen mit 

Spanischkenntnissen  die Möglichkeit die Wahlfachstation oder sonstige 

Ausbildungsstationen während eines Zeitraumes, der drei Monate nicht 

unterschreiten sollte, in der Kanzlei in Palma de Mallorca zu absolvieren. 

Ansprechpartnerin: Dr. Sabine Hellwege, Rechtsanwältin u. Abogada, 
Niedersachsenstr. 11, D-49074 Osnabrück , Tel.: + 49 541 20 22 555, 

Fax: + 49 541 20 22 559, Mobil:+ 49 171 8385328, E-mail: 

Shellwege@t-online.de , Internet: www.hellwege.de oder Avda. Jaime III 
Nr. 17, 2, 27, E-07012 Palma de Mallorca, Tel.: + 34 971 9054 12, Fax: + 

34 971 9054 13 

 

Iurisconsultants Abogados-Rechtsanwälte 

Deutsch-spanische Rechtsanwaltskanzlei mit Sitz in Manacor/Mallorca 

und zivilrechtlicher Ausrichtung sucht Jurastudenten und 
Rechtsreferendare mit guten Spanischkenntnissen, denen wir im Rahmen 

eines Praktikums/Ausbildungsstation eine interessante Tätigkeit anbieten. 

Ansprechpartner: Rechtsanwalt-Abogado Mirko Jurisch, C/Amargura, 
14, 1º-1ª, E-07500 Manacor, Tel. 971 845805, Fax 971 844872, email:  

jurisch@iurisconsultants.com, ww.iurisconsultants.com 

 

Jakstadt – Abogados – Berlin 

Wir bieten in unserer Kanzlei in Berlin eine vollständige Rechts- und 

Steuerberatung für Unternehmen aus Spanien und Südamerika in 
Deutschland als auch für deutsche Mandanten mit Schwerpunkt in 

Spanien an. 

Referendare mit guten spanischen Kenntnissen sowie pasantes mit guten 

Deutschkenntnissen bieten wir die Möglichkeit der Ausbildung und 

Mitarbeit in unserer Kanzlei in Berlin an. 
Kanzlei Berlin, Telefon: 0 30/24 62 92 0, Telefax: 0 30/24 62 92 20, e-

mail: info@jakstadt.de ,Internet: www.jakstadt.de, Ansprechpartner: 

Abogada Belén Martínez Molina, Rechtsanwalt Thomas Jakstadt. 
 

Loeber & Lozano Abogados 

Deutsch-Spanische Rechtsanwaltskanzlei bietet deutschen und 
spanischen Referendaren und Praktikanten mit guten Deutsch- und 

Spanischkenntnissen die Möglichkeit, eine oder mehrere Stationen bzw. 

ein mehrmonatiges Praktikum  zu absolvieren.Tätigkeitsschwerpünkte 
sind Erbschafts- Immobilien-, Gesellschafts- und Steuerrecht. 

Bitte richten Sie Ihre aussagekräftigen         Bewerbungsunterlagen an: 

Loeber  & Lozano Abogados, z. H. Fernando Lozano, Conde de 
Salvatierra, 21, E-46004 Valencia, Tel. +34 963 28 77 93, Fax +34 963 

28 77 94, E-Mail: info@loeberlozano.com" 

 
Kanzlei Löber & Steinmetz 

In unserer Kanzlei in Frankfurt bieten wir Referendaren und Praktikanten 

mit guten Deutsch- und Spanischkenntnissen die Möglichkeit, eine oder 

mehrere Stationen bzw. ein mehrmonatiges Praktikum zu absolvieren. 
Tätigkeitsschwerpunkte sind IPR, Erbschafts, Immobilien- und 

Gesellschaftsrecht. Wir legen Wert auf selbständiges Arbeiten und hohe 

Motivation und können Ihnen im Gegenzug eine abwechslungs- und 
lehrreiche Tätigkeit anbieten. 

Bitte richten Sie Ihre aussagekräftigen Bewerbungsunterlagen an: Kanzlei 

Löber & Steinmetz, z.Hd. Herrn Dr. Burckhardt Löber, Kaulbachstr. 1, 
D-60594 Frankfurt, Tel. 069/96 22 11 23,20,  Fax 069/96 22 11 11, e-

mail: info@ l-s-w.de 

 

Lohmann & Dr. Ahlers, Rechtsanwälte in Partnerschaft, Notar, 

Fachanwalt für Verkehrsrecht 
Wir bieten deutschen und spanischen Referendaren oder Praktikanten die 
Möglichkeit, im Rahmen einer Stage erweiterte Kenntnisse des 

Deutschen Rechts und der deutschen Sprache zu erwerben. Der Zeitraum 

sollte dabei drei Monate nicht unterschreiten. Tägliche Anwesenheit ist 

erwünscht und sinnvoll.  

Ofrecen la posibilidad de realizar prácticas o pasantías a alemanes y 

españoles que deseen ampliar sus conocimientos en Derecho Alemán y la 
lengua alemana. El período de éstas no deberá ser superior a los tres 

meses Se recomienda la asistencia diaria a fin de obtener buenos 

resultados. 
Kontakt / Contacto: RA Wolfgang Lohmann, Pelzerstrasse 4, D - 28195 

Bremen, Tel. 0421/18571 Fax 0421/12648, RA-Lohmann-

Ahlers@gmx.de 

 

Losemann & Schönfeld Partnerschaft von Rechtsanwälten 

Wir sind eine vorwiegend im Wirtschaftsrecht tätige Kanzlei mit 

Standorten in Berlin und Barcelona. Referendaren und Praktikanten 

bieten wir an, ihre Ausbildung in unserem Büro Berlin-Mitte zu 
absolvieren. Sie bearbeiten weitgehend selbständig eine Vielzahl von 

interessanten Fällen aus dem nationalen und internationalen 

Wirtschaftsrecht. Wir gewährleisten eine umfassende Betreuung durch 
die jeweiligen Partner und ein angenehmes Arbeitsumfeld. Weitere 

Informationen erhalten Sie im Internet unter www.losemann-ludwig.com 

oder telefonisch: +49-30-39809583. 
Wenn Sie hoch motiviert sind und über gute Rechts- und 

Sprachkenntnisse verfügen, freuen wir uns über Ihre Bewerbung zu 

Händen von Rechtsanwalt Jan Losemann, Friedrichstr. 94, 10117 Berlin, 
oder per Email an losemann@losemann-schoenfeld.com 

 

Bufete Mañá-Krier, Abogados Asociados 

Unsere wirtschaftsrechtlich ausgerichtete Anwaltskanzlei mit einem 

Schwerpunkt im deutsch-spanischen Rechtsverkehr bietet 

Rechtsreferendaren mit Spanischkenntnissen die Möglichkeit, Ihre 
Wahlstation oder sonstige Auslandsstationen in unserer Kanzlei zu 

absolvieren. Unsere Tätigkeitsschwerpunkte sind Gesellschafts- und 

Handelsrecht, Steuerrecht sowie Immobilien-, Erb- und allgemeines 
Zivilrecht. Bei Interesse senden Sie bitte Ihre Bewerbung vorzugsweise 

per E-Mail an Frau Jessica Wehmeier, Rechtsanwältin u. Abogada, 

bmk@bmk.es, Tel.:0034 93 487 8030, Balmes 76, Pral. 1ª, 08007 
Barcelona. 

 

MMB - Martínez, Marco & Beuthner, Rechtsanwälte & Abogados 
Als Rechtsanwaltssozietät mit Schwerpunkt im deutsch-spanischen 

Rechtsverkehr bieten wir deutschen Referendaren die Möglichkeit in  
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unseren Büros in Murcia-Stadt und Puerto de Mazarron ihre Wahlstage 

zu absolvieren. 

Die Mindestdauer sollte vier Monate nicht unterschreiten. Sehr gute 
Sprachkenntnisse und eine hohe Motivation setzen wir voraus.  Bitte 

richten Sie ihre aussagekräftigen Bewerbungsunterlagen an: 

MMB – Rechtsanwälte & Abogados, Herrn RA u. Abogado Dennis 
Beuthner, Avda. Tierno Galván 30, 2D, E-30860 Puerto de Mazarron, 

Tel.: +34 / 968 / 33 20 68, Fax: +34 / 968 / 33 20 69, e-mail: 

beuthner@mmb.es, Internet: www.mmb.es 
 

Monereo Meyer Marinel-lo Abogados 
Referendaren oder Studenten  mit guten Spanischkenntnissen bieten wir 
die Möglichkeit ihre Wahlpflichtfachausbildung oder sonstige 

Ausbildungsstationen während eines Zeitraumes, der 3 Monate nicht 

unterschreiten sollte, in unseren Büros in Madrid, Barcelona, Palma de 
Mallorca oder Berlin zu absolvieren. 

Spanischen Praktikanten mit guten Deutschkenntnissen bieten wir die 

Möglichkeit der Absolvierung eines Rechtspraktikums für einen 
Zeitraum, der 3 Monate nicht unterschreiten sollte, in unseren Büros in 

Madrid, Barcelona, Palma de Mallorca oder Berlin. 

Madrid - Tel.: (0034) 91 319 96 86; E-mail: cgarcia@mmmm.es 
Ansprechpartner: César García de Quevedo 

Barcelona - Tel.: (0034) 93 487 58 94;  E-mail: emarinel-lo@mmmm.es 

Ansprechpartner: Enrique Marinel-lo Jordan 
Palma de Mallorca - Tel.: (0034) 971 71 70 34; Email: 

canglada@mmmm.es, Ansprechpartner: Carlos Anglada Bartholmai 

Berlin – Tel. +34 (0)30 2063360, Email: cdill@mmmm.es, 
Ansprechpartner:  Dr. Cato Dill 

 

Pense Rechtsanwälte 

Wir bieten spanischen und deutschen Juristen mit guten 

Kenntnissen beider Sprachen die Möglichkeit, ein Praktikum oder 

einen Teil des Referendariats in unserer Kanzlei zu absolvieren.  
Das Wirtschaftsrecht, Zivil- und Immobilienrecht sowie Prozess- und 

Schiedssachen gehören zu den Kerngebieten unserer Tätigkeit. Wir sind 

auch für unsere internationale Rechtspraxis bekannt. Weitere 
Informationen entnehmen Sie bitte unseren Internetseiten www.pense.de. 

Bewerbungen richten Sie bitte an:Pense Rechtsanwälte, Herrn RA Dr. 

Till Pense, Wolfsgangstrasse 85, D - 60322 Frankfurt am Main, Tel + 49 
(0) 69 - 55 05 65 Telefax + 49 (0) 69 - 59 69 861 E-mail: 

till.pense@pense.de. 

 

Dr. Reichmann Rechtsanwälte /Abogados 
Wir sind eine ausschließlich auf deutsch-spanisches Wirtschaftsrecht 

spezialisierte Kanzlei mit Büros in Frankfurt am Main und Palma de 
Mallorca: 

Wir bieten Studenten und Referendaren mit guten Spanischkenntnissen 

an, ein Praktikum bzw. ihre Wahlstation in einem unserer Büros zu 
absolvieren. 

Bitte richten Sie Ihre Bewerbung an: 
für Frankfurt: Dr Reichmann Rechtsanwälte Steinlestr 7 60596 Frankfurt 

am Main,  

z. Hd. Dr Armin Reichmann, reichmann@dr-reichmann.com 
für Palma: Dr Reichmann Abogados Calle San Miguel 36, 4a 7002 Palma 

de Mallorca  

z. Hd. RAin Sandra Aertken, aertken@dr-reichmann.com 

 

Schiller Abogados 

Einer der Tätigkeitsschwerpunkte von Schiller Abogados ist die Beratung 
im deutsch-spanischen Rechtsverkehr. Wir bieten interessierten und 

motivierten Rechtsreferendaren und Praktikanten die Möglichkeit, eine 

Ausbildungsstage oder ein mehrmonatiges Praktikum in unserem Büro in 
Barcelona zu absolvieren. Sehr gute spanische Sprachkenntnisse sind 

unabdinglich. 

Bitte richten Sie Ihre Bewerbungsunterlagen an: Jordi Planchart 
Remmert, Rambla de Catalunya, 86-3º, E-08008 Barcelona, e-mail: 

barcelona@schillerabogados.es 

 

Simon & Partner Rechtsanwälte Steuerberater Wirtschaftsprüfer 

bietet deutschen und spanischen Referendare/innen und 

Praktikanten/innen die Möglichkeit einer Stage. Der Mindestzeitraum 
sollte 3 Monate nicht unterschreiten. Gute Deutsch- und 

Spanischkenntnisse sind Voraussetzung. 

Schriftliche Bewerbungen in üblicher Form sind an Herrn RA und 

Abogado Lutz Carlos Moratinos Meissner zu richten. 

Kajen 12, D - 20459 Hamburg, Telefon: 040/323221-0 Telefax: 

040/32322121, www.simon-law.de 

 

Suhren Peltzer Meinecke, Rechtsanwälte und Notare 

Wir bieten interessierten spanischen Kollegen und Kolleginnen die 

Möglichkeit, ein Rechtspraktikum in unserer Kanzlei zu absolvieren. Wir 
sind unter anderem auch im deutsch-spanischen Rechts- und 

Wirtschaftsverkehr tätig. Der Zeitraum sollte drei Monate nicht 

unterschreiten. Gute Deutschkenntnisse setzen wir voraus. 
Ansprechpartner: RA Dr. Horst Suhren, Rathenaustr. 2, D – 30159 

Hannover, Tel. 0049 511 8071820 Fax 0049 511 80718222, e-mail: 

ra@kanzlei-psm.de, Internet: www.kanzlei-psm.de 
 

VOELKER Barcelona  
Die Kanzlei VOELKER mit Niederlassungen in Deutschland, Spanien 
und Griechenland sucht für den Standort Barcelona deutsche 

Referendare, die im Rahmen einer mehrmonatigen Stationsausbildung 
ihre sehr guten Kenntnisse vorzugsweise in den Bereichen intern. 

Vertragssrecht, IZPR oder Steuerrecht vertiefen möchten. Die gute 

Beherrschung der spanischen und englischen Sprache wird bei der/dem 

Bewerber/in vorausgesetzt. 

Als prämierte internationale Wirtschaftskanzlei bieten wir in unserem 
spanischen Team von Rechtsanwälten, Steuerberatern und Betriebswirten 

unseren Referendaren eine anspruchsvolle Mitarbeit an 

grenzüberschreitenden Mandaten und wissenschaftlichen Projekten. 
Schriftliche Bewerbungen bitte per e-mail an: Dr. Jochen Beckmann, 

VOELKER, Diagonal 419, E-08008 Barcelona, barcelona@voelker-
gruppe.com  

 

Von Berg & Partner 
Wir sind eine international ausgerichtete Rechtsanwaltskanzlei mit 

Tätigkeitsschwerpunkt im Erbschafts-, Immobilien-, Handels-, 

Gesellschafts- und Zivilrecht. Interessierten deutschen Referendaren und 
Praktikanten mit guten Deutsch-, Englisch- und Spanischkenntnissen 

bieten wir die Möglichkeit, ein Praktikum in einer unserer Kanzleien in 

Spanien zu absolvieren. Hohe Motivation und Interesse für internationale  
insbesondere deutsch-spanische Rechtsbeziehungen setzen wir voraus. 

Bitte richten Sie Ihre aussagekräftigen  Bewerbungsunterlagen an: 

Rechtsanwälte von Berg & Partner, Apartado de Correos 560, E-03724 
Moraira (Alicante), Spanien, Tel.: 0034 - 96 - 649 04 19 / Fax: 0034 - 96 

- 574 34 38, E-Mail: info@abogadosvonberg.com 

 

ZinnBöcker Rechtsanwälte 
Wir bieten Rechtsreferendaren mit guten Kenntnissen der spanischen 

Sprache sowie spanischen Hochschulabsolventen die Möglichkeit, ihre 
Referendarstation bzw. ein Praktikum in unserer Kanzlei zu absolvieren. 

Wir sind ausschliesslich auf dem Gebiet des Wirtschaftsrechts tätig. Ein 

grosser Teil unserer Mandate hat Bezug zu Spanien bzw. Lateinamerika 
(insbesondere Mexiko). Es erwartet Sie eine angenehme 

Arbeitsatmosphäre in erstklassiger Umgebung. Mehr unter 

www.zinnboecker.com. Bewerbungen senden Sie bitte an: ZinnBöcker 
Rechtsanwälte, z.Hd. Dr. Christian Böcker (Rechtsanwalt und Abogado), 

Friedrichsplatz 10, 68165 Mannheim oder per e-mail an 

office@zinnboecker.com 

 

Pluta Abogados 

Unsere deutsche Kanzlei mit Niederlassungen in Spanien bietet 
Referendar/innen und Praktikanten/innen die Möglichkeit einen Teil Ihres 

Referendars, oder ein Praktikum in einem unserer Büros in Spanien zu 
absolvieren.  

Der Zeitraum von drei Monaten sollte nicht unterschritten werden.  

Die Interessenten sollten über gute Spanischkenntnisse verfügen. 
Ansprechpartnerin: Frau Teresa Di Punzio, Pluta Abogados, Avenida 

Diagonal 611, 9ª, 08028 Barcelona, Tel.: +34 93 444 1876, Fax: +34 

93419 6751, Email: Barcelona@pluta.es 

 

Notare Dr. Christoph Neuhaus und Dr. Markus Buschbaum, LL.M., 

Maître en droit 

Wir bieten deutschen Referendaren/innen und spanischen 

Notaranwärtern/Notaranwärterinnen mit guten Kenntnissen der jeweils 

fremden Sprache sowie der jeweils anderen Rechtsordnung die 
Möglichkeit, die Wahlstation oder eine Hospitation in unserem Büro in 

Köln zu absolvieren. Kenntnisse der englischen und der französischen 

Sprache sind von Vorteil, werden jedoch nicht vorausgesetzt. Nähere 

Informationen zu unseren Tätigkeitsfeldern finden Sie unter 

http://neuhaus-buschbaum.de/. Wir freuen uns auf Ihre Bewerbung per e-

mail an: notar@buschbaum-koeln.de.  
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